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INTRODUCCION. 

En el Derecho Penal mexicano, la finalidad es poder perseguir y 

sancionar al delincuente mediante el ejercicio del derecho, que garantice la seguridad pública 

dentro de la sociedad en que nos desarrollamos. 

En las diversas leyes penales que trataremos existen normas limitantes 

que regulan la actividad jurisdiccional que realiz.a el Estado, por medio de las cuales, el mismo 

se impone ciertas limitaciones de no perseguir a los autores de determinados hechos, ya sea 

para determinar la existencia de un delito o a no hacer efectiva alguna sanción impuesta por 

algún delito. 

Esto parece contradictorio al considerar que el Estado detanta el "ius 

punendi", esto es que tiene el poder de aplicar las medidas adecuadas para eliminar la 

peligrosidad social de ciertos individuos, para así garantizar la paz pública. 

Nada hay. aparentemente, que justifique esa autolimitación, pero es 

indudable que existe y que en cierta medida equivale a un incumplimiento de parte del Estado 

de la obligación básica que tiene de restituir el orden jurídico que el hecho delictuoso haya 

alterado. 

Con lo anterior estamos haciendo mencion ya a una de las formas de la 

autolimitación que el Estado se impone para perseguir y sancionar a los delincuentes. esto es, 

en términos concretos la prescripción. La cual es motivo del presente trabajo, destacando que 

esta no es la única forma de limitación que se impone el propio Estado. 

Existen en el Código Penal para el Distrito Federal en materia del fuero 

con1l1n. y para toda la República en materia del fuero Federal, en el Título Quinto Libro 

Prin1cro. limitaciones que se refieren a la persecución, así como para la ejecución de las 
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sanciones que se hayan impuesto y que son: muerte del delincuente, la amnistía, el perdón, el 

indulto. la rehabilitación y la prescripción. 

De las formas que anteriormente se hace mención, cabe destacar que su 

fin Ultimo es la extinción de la posibilidad de perseguir al delito y al delincuente o de que se 

hag.i efectiva la sanción impuesta. Sin embargo, ello no es el motivo central de este trabajo, 

que ha sido estructurado pensando solamente en una de dichas formas, que lo es la 

prescripción. 

Basta reiterar que en el tema a tratar se está ante la presencia de casos 

muy específicos en los que el Estado, por medio y a traves del Derecho Penal, se impone la 

autolimitación para perseguir hechos aparentemente delictuosos y a sus respectivos autores, o 

se li111ita también en la ejecución de las concecuencias que debierón derivarse de la declaración 

cierta. hecha por la autoridad judicial. de que un hecho detenninado es constitutivo de delito y 

un individuo es responsable ante la ley y la sociedad por la comisión de ese delito. 

A continuación, se hará referencia especialmente a la prescripción. 

misma que en el desarrollo del presente trabajo trataré de hacer comprensible en todos sus 

alcances y con las variantes que pueden presentarse, sobre todo en lo que corresponde a la 

autoli1nitación del Estado para perseguir o para sancionar, según el caso o el delito de que se 

trate. 

Como aclaración relevante en el desarrollo del presente trabajo, es de 

hacer n1ención que para una lectura 1nás fluida se redactó. Código Penal para el Distrito 

Federal. omitiendo el nombre completo del mismo que es: Código Penal para el Distrito 

Federal en materia del fuero común, y para toda la República en materia del fuero Federal 



CAPITULO I 

LA ACCION PENAL 



.1.. 

1.- Concepto 

A) Acción: 

Se abordará la presente investigación tratando de resumir el concepto que han 

vertido los diferentes autores de lo que entienden por Acción de manera genérica, recurriendo 

a autores como son los procesalistas. que son los que tradicionalmente retoman dicho 

concepto. 

Primeramente recurriremos a los romanos por ser el antecedente más lejano de 

nuestro actual sistema jurídico, así Eugéne Petit, nos infonna que: " Los derechos que 

pertenecían a las personas. derechos reales y derechos de crédito. podían ser violados, y todo 

aquel que fuese victima de esta violación debía de tener un medio de obtener reparación y de 

hacer sancionar la legitimidad de su derecho. En toda sociedad civilizada hay Tribunales 

organizados encargados de examinar las pretensiones de la parte que se crea lesionada y de 

zanjar la contienda." 1 

A propósito de la Acción. Paulo la definió de la siguiente manera: " Non est 

sinKulis concedendum quod per magistratum pub/ice possit fieri, ne occassio sil majoris 

tumultus.faciendi." (Paulo, L. 176. pr .• D., de reg., jur., L. 17). Haciendo una traducción de la 

definición citada. el mismo Petit, afirma: " ... se puede definir la acción en el sentido más 

amplio: Todo recurso a la autoridad judicial para hacer consagrar un derecho desconocido, o. 

sencillamente. la persecución de un derecho enjusticia."1 

Por otra parte. el Doctor. Guillermo Flores Margadant, cita a Celso y nos ilustra 

al decimos que: " la acción no es otra cosa que el derecho de perseguir, mediante un proceso. 

lo que le deben a uno. "3 

'l'I 11'1. ru¡,!1.'nc Trat.1J11 rknw:ntal de: Ucr«ho Rumano Trad José Fc:rnánda Gonzik, falil. Epoca. S. A. Mhico IQ77 p 611 

: lh11fcm I' c,11 

' M,\kC i,\l>i\NT. (iuillcrmn Horis H ll,:n:cht> Pri\ ;xlo Ro1nano 1 ]" Edición Edición l:~lin~r Mt:.;ico 1~85. I'- 140. 
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Evidentemente los dos autores citados, así como los jurisconsultos romanos. 

enrocan la acción como un concepto procesal, esto es, que es un medio mediante el cual las 

personas hacían valer un derecho llámese real o personal, y recurrían ante la instancia 

jurisdiccional a dirimir sus derechos, luego entonces, el remoto concepto romano tiene un 

accrttl. es el considerar a la acción con10 un derecho. O como apunta Niceto Alcalá Zamora y 

('astillo: " Ahora bien: esa sustitución, que el proceso implica, de la acción directa contra el 

adversario, por la acción dirigida hacia el estado, reclama, como es natural, que este la acoja 

n1cdiante un órgano instituido al efecto. Luego, en este sentido, el proceso supone el 

desdoblamiento de la auto defensa en dos instituciones: Acción y Jurisdicción, que son sus 

puntos de partida y de destino. Téngase en cuenta a este propósito que la huella autodefensista 

de la acción directa contra el adversario es la que consiente, inconsciente o 

suhconscientemente inspira la doctrina que, en contraste con las que he llamado 

jurisdiccionalistas, caracterice como obligacionistas a cerca de la acción, grupo este segundo 

que abarcaría. a su vez, dos sectores: el que asocia acción y derecho subjetivo material y el que 

in1agina la acción como derecho concreto a la tutela jurídica ... ' 

El Doctor Carlos Arellano García, nos da la significación gramatical de accíón, 

y apunta: "La expresión acción es un sustantivo femenino que alude al ejercicio de una 

posihilidad dinámica de una cosa o de una persona. -Agrega más adelante- cuando la acción se 

atribuye a la conducta humana, se hace alusión a una actitud dinámica en la que el sujeto 

reali1.a un hecho o un acto, es decir. provoca un acontecimiento en el mundo de la realidad que 

lo rodea. lo que puede dar lugar a una actitud en los demás, ya sea de pasividad. de tolerancia, 

de respuesta, de indiferencia. de obligación. de secundarniento. de auxilio, de oposición o de 

crítica. 

',\1 t ,\1 A LAMOHA Y CAS-111.1.CI. Nin-io l'rt><:l"!>ol Autoc,.wnposidón) Auto Defensa. J• !:dición l:di1. IJNAM MtxN:11 19'Jl.p 163 
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En la acción procesal interesa la conducta dinámica de una persona, fisica o 

n-1or;.1I. que originará la actuación del órgano con potestad para el desempeño de la función 

jurisdiccional respecto de otro sujeto que habrá de adoptar, a su vez. una conducta de 

aceptación lotal o parcial, o bien de rechazo total o parcial, y también de pasividad."s 

En este mismo orden de ideas el maestro Arellano García propone que la acción 

es: "el derecho subjetivo de que goza una persona fisica o moral para acudir ante un órgano del 

estado o ante un órgano arbitral a exigir el desempeño de la función jurisdiccional para obtener 

la tutela de un presunto derecho material, presuntamente violado por la persona fisica o moral 

presuntamente obligada a respetar ese derecho material. 116 

Para Eduardo J. Couture acción es: "el poder jurídico que tiene todo sujeto de 

derecho. de acudir a los órganos jurisdiccionales para reclamarles la satisfacción de una 

pretensión."· 

El propio Diccionario Jurídico Espasa nos proporciona el siguiente concepto: 

"La acción es el derecho subjetivo público que los sujetos jurídicos tienen para dirigirse a los 

lrihunales. y obtener de ellos unas concretas tutelas jurisdiccionales. mediante resoluciones 

con un concreto contenido. 

La acción esta ligada, pues, a una situación previa jurídico-material. que 

justilica, no sólo el derecho del justiciable a dirigirse a los órganos jurisdiccionales, sino. 

adcn1ás. que éstos le dispensen la concreta tutela que, en relación con esa situación jurídico-

n1atcrial. solicita. La acción no es. por tanto. el mismo derecho subjetivo privado (o, en su 

caso. público) que se da en el presupuesto jurídico-material~ ni es tampoco un mero derecho 

proi.:1.·sal ( el si111ple ejercicio del derecho subjetivo preexistente ). sino que constituye un 

'\IU 1 1 \r,.o lil\Rt"li\, ('arlo,;; 'íeoria (icncral del Pn'l«so. Edil. Ponua. S.A. MtlliCo. 1980 p 2)9. 

· e t 11 11 'RI-. hloarJ.• J hmdamentos del l>,:m:ho l'mccsal Civil. Edil. Nacional. S.A. Mt,o;ko t',IM p ~7 
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derecho subjetivo público. del que se es titular frente al Estado, que debe otorgar la concreta 

tutela jurídica. 

En el ámbito penal. sin embargo. no puede hablarse de un derecho subjetivo 

público a que se condene al delincuente ( piénsese en la acción popular o en la querella del 

n1inisterio fiscal ). Por ello, la acción penal no puede ser definida más que como el poder de 

realizar un acto por el que se ejercita un derecho a ser parte acusadora o por el que se cumple 

un deber de acusar."' 

Mientras que, para Cipriano Gómez Lara entiende por acción " el derecho, la 

potestad. la facultad o actividad. mediante la cual un sujeto de derecho provoca la función 

jurisdiccional. .. consideramos a la acción como algo que provoca la función jurisdiccional del 

estado."') 

De las definiciones antes citadas podemos concretizar en términos generales 

que sus autores se encuentran de acuerdo en que la acción en términos generales es el derecho 

que lienen los gobernados para acudir ante el órgano jurisdiccional a reivindicar un derecho 

transgredido. situación que se obgetivisa en el artículo I del Código de Procedimientos Civiles 

para el Distrito Federal; que a la letra dice: " Sólo puede iniciar un procedimiento judicial o 

intervenir en él quien tenga interés en que la autoridad judicial declare o constituya un derecho 

o i1nponga una condena y quien tenga el interés contrario. 

Podrán promover los interesados, por si o por representantes o apoderados, el 

Ministerio Público y aquellos cuya intervención esté autorizada por la Ley en casos 

especiales. n 

Asimismo comulgamos con la definición proporcionada por el Doctor Arellano 

(Jarcia. quien nos explica los elementos vertidos en su concepto, de la siguiente manera: 

'lll< ·¡ ·u •NAIUO JIJRIDIC<) ESrASA l'Jit. Es¡,a'>ll C.il¡,e. S.A. í:s¡,¡ula 1991 

., 1 •' "11 / I.ARA. Cirri:mo T<.·oria General Jd Pm,;cso ñ' EdicKlfl Edición Edil tJNI\M MCJ,ic,1 l<Jltl ¡, IOIJ 
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" a) La acción es un derecho subjetivo por que el actor tiene la prerrogativa de 

exigir de un sujeto obligado la realización de una conducta de hacer. En la relación jurídica 

existen dos sujetos: uno obligado y otro pretensor. 

El titular del derecho de acción es el sujeto pretensor, a quien denominamos 

actor. El sujeto obligado es el órgano estatal o arbitral que tiene la obligación de hacer, 

consistente en el desempeño de la función jurisdiccional. Como la relación jurídica que deriva 

del derecho de acción es compleja., existe otro sujeto obligado, como destinatario del derecho 

de acción a contestar sobre la acción hecha valer y a soportar las consecuencias de una 

situación de rebeldía o de resolución contraria. 

b) Sólo la persona jurídica es la susceptible de tener derechos y obligaciones, 

por tanto, el titular del derecho de acción. a de ser forzosamente una persona fisica o una 

persona moral. 

e) La persona fisica o moral goza del derecho de acción. Esto significa que. 

tiene el derecho de acción, aún que no lo llegue a ejercitar. De esta manera. se distingue el 

derecho de acción del ejercicio del mismo. 

d) El derecho de acción permite a su titular, acudir ante quien va a desempeñar 

la función jurisdiccional. pueden ejercer la función jurisdiccional para resolver una 

controversia plantada un órgano del estado o un órgano arbitral. El órgano del Estado será un 

Juez desde el punto de vista material pues procederá a decir el derecho ante una situación 

controvertida. desde el punto de vista formal podrán pertenecer al Poder Ejecutivo, Legislativo 

o Judicial. Con10 se a pactado someter la controversia al arbitraje, el derecho de acción se ha 

de ejercitar ante el órgano arbitral. Por ello. establecimos como sujeto obligado a ejercer la 

función jurisdiccional al órgano del Estado o al órgano arbitral. 
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e) Hemos utilizado el vocablo "exigir" en atención a que el titular del derecho 

de ac<.:ión tiene la prerrogativa de reclamar la intervención del órgano estatal o del órgano 

arhitr..11 y tal órgano la obligación de reali7lll' su actividad intermediadora. 

f) La exigencia se dirige a obtener una actuación del órgano estatal o del órgano 

arhitral para que desempeñen la función jurisdiccional. La función jurisdiccional es la 

aplicación de derecho a dos situaciones en antagonismo para llegar a una solución. se distingue 

de la función administrativa en que en esta no hay antagonismos. 

g) El objetivo del derecho de acción es obtener la tutela o protección de un 

presunto derecho material. Esto significa que, el derecho de acción está apoyado en la presunta 

existencia de un derecho subjetivo material. El actor se considera a él mismo como titular de 

un derecho subjetivo material que pretende tener. aún que de hecho no lo tenga. El derecho de 

acción no es independiente o autónomo de un derecho material. Por el contrario, esta 

condicionado a la existencia de un derecho que dice tener el actor. Le llamamos en el concepto 

"presunto" derecho por que el actor afirma tenerlo y da algunos elementos creditícios para 

detno~trar que lo tiene, aunque. en definitiva, puede resultar que no tuvo ese derecho. Por otra 

parte. le denominamos derecho material para distinguirlo del derecho de acción que es un 

derecho procesal. 

h) Como antecedente inmediato del derecho de acción es indispensable que 

haya una conducta contraria al derecho material que se reclama ante órgano estatal o arbitral. 

Esta presunta conducta se imputa al sujeto destinatario último del derecho de acción. Por tanto. 

en el concepto incluimos al tercer sujeto de la relación jurídica que entraña el derecho de 

acción y mencionamos a la persona fisica o moral, presuntamente obligada a respetar ese 

dcrc\.:hn material. 

i) De esta manera. consideramos que un concepto de derecho de acción ha de 

n1cnl'ionar todos los elen1entos que concurren en el mismo. No concebimos el derecho de 
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acción sin que haya un sujeto que figure como último destinatario del derecho de acción y que 

tendrá la obligación de intervenir. sino interviene se hará acreedor a las consecuencias que 

engendren su actitud de rebeldía. Si interviene y el fallo le es desfavorable, la acción le 

producirá consecuencias jurídicas que modificarán su esfera jurídica. Si el fallo le es favorable, 

la acción intentada en su contra no habrá prosperado pero. mientras duró el proceso 

pcnnaneció involucrado en virtud de haberse ejercido el derecho de acción en contra de él. 

('onsideramos que un concepto de acción que no mencione al destinatario último del derecho 

de acción, ha de ser un concepto incompleto pues. si ese sujeto no existiera no habría derecho 

de acción, sólo se habria ejercido un derecho de petición."'º 

B) Acción Civil: 

En lo que corresponde a la acción civil Couture. nos da la siguiente definición: " 

Por :.1cciones civiles se entiende tradicionalmente aquellas en que se dirime un conflicto de 

inlereses de carácter civil." 11 Regularmente se ha venido encuadrando dentro del concepto de 

acciones civiles no sólo aquellas que solucionan los conflictos surgidos por la interpretación y 

aplicación de la Ley civil; sino que se ha extendido a conflictos regulados por el Código de 

('01111.::rcio. en Derecho Marítimo, Aeronáutico, de Comercio Exterior, por citar algunos 

ejcn1plos. El carácter civilista de la acción. es un problema de derecho positivo. Ya que los 

diversos textos legales son los que regulan la competencia y en definitiva fijan su verdadero 

contenido, verbigracia nuestro viejo Código de Comercio que ordena que a falta de disposición 

expresa en dicho ordenamiento se aplicará la legislación procesal civil del lugar donde se 

genere el confliclo. 

Algunos tratadistas han clasificado para su estudio las diversas acciones civiles 

con10 es el caso de Ignacio Gal indo Garfias quien afirma " .... que la acción es una cubierta 

protectora de todo derecho. que acompaña a este y que refleja su estructura ·Clasificándolas así 

, .. UO I J -\NO< ii\Rl'IA. C'31'los Op Ci1 fl fl 246 ~ 247 

·•¡ 111 11·10. f'~J,:,J Ofl Cil I' X2 
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- l)csde el punto de vista del derecho protegido, las acciones pueden ser: reales: que garantizan 

el ejercicio de un derecho real. Típica de tal naturaleza es la acción reivindicatoria; personales: 

si tienen por objeto garantizar una obligación personal, como la derivada de un contrato y la 

que se intenta para exigir el cumplimiento de una obligación; finalmente las acciones son 

mixtas; cuando participan de ambas características, por ejemplo la acción de partición de 

herencia, la división de la cosa común y las acciones de deslinde." 12 

El misn10 autor nos proporciona otra división con fundamento en los fines que 

persiguen las multicitadas acciones civiles. a saber. 

" Desde el punto de vista de los fines que persiguen, las acciones pueden ser: a) 

de condena, si tienen por objeto el cumplimiento de una determinada prestación; b) 

declarativas, si se proponen obtener la declaración de la existencia de una determinada 

situación jurídica o de un hecho jurídicamente relevante como por ejemplo en el caso de las 

acciones de estado civil; e) constitutivas, si tienen por objeto obtener la modificación de un 

estado jurídico existente. como ocurre con el ejercicio de la acción de divorcio; d) cautelares, 

si con su ejercicio se busca conseguir una resolución judicial provisional, que garantice la 

efectividad del derecho substancial ( la acción ad exhibendum ) y finalmente e) son ejecutivas 

aquellas acciones que se ejercitan para obtener coactivamente lo que es debido o su 

equi\'alencia en dinero."" 

Para Rafael de Pina y coautor, también nos ilustra cuando nos dice: " Las 

acciones se suelen dividir también en: a) Civiles. comerciales, penales, etc .• por razón de la 

n1atcria. b) Muebles ( o mobiliarias ) e inmuebles ( o inmobiliarias ), en atención a la 

naturaleza del objeto del derecho. c) Petitorias o posesorias. según tengan por objeto pedir la 

propiedad o defender la posesión. d) Principales y accesorias, ya tengan vida propia o 

dcj)\!ndan de otra acción principal. e) Simples o dobles. Las acciones son simples en general; 

,. <, \11-.:1x1 CiARflAS. J~n""'" l>l:r,:,:ho Ci,·il r l'dición Edil. Porrúa. S A MO:,i,:o r r 2Jtr. ~- 2Jl7. 

'·1,,11,1><)<iARHA!-..l¡,m.1c111 ()p 1·11 í' 2K7 
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las excepcionalmente dobles son las llamadas mixtas. f) Reconvencionales o propuestas por el 

den1andado contra el actor; y principales o iniciales del proceso. g) Directas, las ejercidas por 

aquellos a quienes competen de una manera inmediata ( o por sus representantes legítimos del 

titular ). actúan en su calidad de sustitutos procesales. como en el caso en que el acreedor hace 

uso dc la facultad de ejercer la acción que compete normalmente a su deudor, cuando el crédito 

cons1c en titulo ejecutivo y excitado éste para deducirla descuide o rehuse a hacerlo." 14 

Nuestro Código de Procedimientos Civiles ( para el Distrito Federal ), se 

refieren directamente en sus artículos 4 a 11, 13, 14, 16 a 21, 24 y 27 a las siguientes acciones: 

la reivindicatoria. la negatoria, la confesoria, la hipotecaria, la de petición de herencia. las 

posesorias. las de estado civil, la de indemnización por enriquecimiento ilícito y la de 

otorgamiento de escritura. 

La clasificación de las acciones dependen del punto de vista que sirva para 

fornn1larlas. tradicionalmente se les ha dividido en acciones reales, personales y mixtas. 

Las acciones reales tienen por objeto garantizar el ejercicio de algún derecho 

real. o sea son aquellas que ejercita el actor para reclamar y/o hacer valer un derecho sobre de 

alguna cosa con independencia de la obligación personal de parte del demandado, De 

conformidad con el artículo 3 del Código de Procedimientos Civiles por acciones reales se 

rech11narán: La herencia, los derechos reales o la declaración de libertad de gravámenes y se 

ejercitarán conlra la persona que tenga en su poder la cosa y la obligación real, con la 

excepción de la petición de herencia y la negatoria. De estas emanan las del dominio o de los 

derechos inherentes al mismo. como son el cuasi-dominio. la posesión la herencia o el derecho 

hereditario. la servidumbre, el derecho de superficie, el censo, la prenda. la hipoteca y el 

usufructo. Es in1portante recordar que la acción real es por excelencia reivindicatoria y que a 

"111 1•1,,\. Kal;acl. ~ J,,..._. l asiillo l~al'ha¡;.a ln,-1i111cioncs de Ocrc:cho Procn.al Civil IS" ldición l:di1 l'omia. S A. MC•dc,,1 11188 p.p 

171, f '.j 
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grnsso 1nodo es la facultad que tiene el propietario de reclamar de aquel que la estuviera 

poseyendo por cualquier motivo o de quien prive al dueño del uso o del disfrute de la cosa 

recl<unada. 

Por otra parte las acciones personales son las que tienen por objeto garantizar un 

derecho personal; suelen provenir o ser el resultado de contratos o cuasicontrato, delitos y 

cuasidelito. es decir, de hechos u omisiones de los que puede quedar obligada una persona a 

dar. hacer o no hacer alguna cosa. Como lo ordena el artículo 25 de la Ley en cita. 

Se dice que existen acciones mixtas cuando se ejercita de una manera unitaria 

tanto acciones reales como personales, nuestro Código de Procedimientos Civiles no acepta 

dicha clasificación. pero se pueden ejercitar al mismo tiempo con fundamento en los preceptos 

en que se funden las acciones tanto reales como personales. 

Doctrinariamente las acciones civiles se clasifican por lo que solicita el actor. y 

pueden ser: a) Acciones de condena. b) Acciones declarativas. c) Acciones constitutivas o 

1noditicativas. d) Acciones cautelares. e) Acciones ejecutivas. 

A este respecto, De Pina menciona, que las acciones de condena el actor pide 

que se le imponga al demandado el cumplimiento de una determinada prestación. Con ellas se 

pn.·tcnde la ejecución inmediata del derecho declarado por la Sentencia judicial, de lo que 

podc1nos observar que este tipo de acciones es doble ya que se obtiene la declaración de un 

dcn:'-·ho y la posibilidad de su ejecución. 

Por lo que respecta a la finalidad perseguida con las acciones declarativas es la 

de obtener n1ediante la cosa juzgada la declaración de existencia de una determinada 

declaración jurídica o un derecho nacido de un negocio jurídico. Por la misma naturaleza de 

estas acciones la sentencia que se dicte no trae aparejada una ejecución ya que la misma 

únican1cnte determina una nueva relación jurídica. que puede ser positiva o negativa o sea la 

dccl;1ración de la existencia o inexistencia de un derecho. 
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Las acciones constitutivas se dirigen a modificar un estado jurídico ya existente 

ya que la característica de estas acciones es la de arribar a un cambio jurídico preexistente. 

Por lo que hace a las acciones cautelares estas pretenden una resolución judicial 

de carácter provisional o transitorias que únicamente garantice la efectividad del derecho 

ejercitado, como ejemplo claro y clásico el embargo de bienes propiedad del demandado. 

Las acciones ejecutivas son las que de una manera coactiva pretenden el pago 

en dinero liquido la ejecución de un derecho reclamado que de manera singular puede ser la 

vía de apremio para la ejecución de Sentencia. 

No podemos pretender dejar aquí agotado la presente investigación referente a 

las acciones civiles sin citar los elementos de la misma. " La acción -según Chiovenda- cuenta 

de los tres elementos siguientes. 

lº Los sujetos o sea el sujeto activo al que corresponde el poder de obrar. y el 

pasi\'o frente al cual corresponde el poder de obrar. 

2° La causa eficiente de la acción, o sea un interés que es el fundamento de que 

la acción corresponda, y que ordinariamente se desarrolla, a su vez, en dos elementos: un 

derecho y un estado de hecho contrario al derecho mismo ( causa petendi ); y 

3º El objeto. o sea el efecto a que tiende el poder de obrar. lo que se pide 

(jJ<!lilum). 

Los sujetos activo y pasivo de la acción son el demandante y el demandado. es 

decir. las partes cuyo poder de obrar constituye la fuerza motriz primordial del proceso.''B 

C) Acción Penal: 

Ahora bien. una vez que hemos entendido que acción la posibilidad o facultad. 

que tiene una persona de poner en movimiento alguna cosa. en el caso que nos ocupa al poder 

jurisdiccional para hacer valer un derecho que se nos ha sido irrogado. 

·111 l'l'\:A.Rafacl IJ¡, ('11 pp lñ-i} 11,< 
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Para Emes10 Beling, precisa: " el derecho de la acción penal como la facultad de 

provocar la actividad de la jurisdicción penal mediante la declaración de un órgano público 

(Ministerio Público) o privado, según esta facultad sea conferida a dichos órganos privados 

exclusivamente (delito de acción privada) o en concurso con el órgano público (acción 

púhlica)~ es decir. mediante una oferta o proposición de actuar la voluntad de la Ley aplicable 

al caso." 11
' 

Para Francesco Camelutti. la acción es un derecho al juicio y no un derecho al 

juicio f3vorable~ un derecho al derecho independientemente de los resultados de la Sentencia; 

viene a ser un derecho que tiene toda persona para solicitar a la función jurisdiccional 

cnn1pctente que inicia un proceso judicial en orden a declarar si tuvo o no derecho subjetivo 

1natcri.1I violado que reclamar; es decir. entiende a la acción como un derecho subjetivo 

procc.::sal de las partes frente al Juez o al titular del órgano jurisdiccional. 

A este particular consideramos que la concepción que nos plantea Camelutti es 

eminca en virtud de que directamente traslada la facultad (derecho subjetivo), del gobernado 

directamente a un ente jurisdiccional. que sería un juez penal. cuando en nuestra realidad el 

sujeto pasivo de algún delito recurre ante una dependencia del Poder Ejecutivo; mediante 

alguno de los dos requisitos de procedibílidad (denuncia o querella). para que el Ministerio 

Pühlico dirima su bien jurídicamente tutelado transgredido, a hora sí ante la autoridad 

j uris<l iccional. 

Por otra parte para Frdllco Sodi afirma que: " la acción es un derecho; pero 

con1n su ejercicio tiende a la reali:zación del derecho de penar. resulta al mismo tiempo un 

<lehcr. por lo que parece ni.is acertado considerarla como un derecho juridico. A hora bien. el 

uso de ese poder pone invariablemente en movimiento al Juez, quien no puede actuar si la 

, .. 1 ,, 111111 SOHHtANl·S. M,¡?,..,I An;:d H '""º"l":'li" del ejercicio de la acci,1n penal del Ministerio Publicu 1,.-n Mé'l:i<;o 2" hhción 

I Ju l',•nua., A .. Mc\l..:o. 1•1<).1 p ;?X 
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acción penal no se ejercita ante él, y, por último, permite al mismo Juez aplicar en forma 

definitiva la Ley al caso concreto de que se trate."17 

En apoyo de lo anterior para Castillo Soberanes considera a la acción " como un 

poder. como un derecho o una facultad ... que tiene el Ministerio Público es. sin Jugar a dudas, 

un deber. una obligación ineludible de dicho órgano".11 

Angel Martinez Pineda define a la acción panal como " el deber jurídicamente 

necesario del Estado que cumple el órgano de acusación con el fin de obtener la aplicación de 

la ley penal de acuerdo con las formalidades de orden procesal." 19 

Asimismo Walter Guerrero la define como: " institución de orden público y 

procesal establecida por el Estado, a través del cual el Ministerio Público y los individuos 

pueden llevar a conocimiento de la función jurisdiccional competente el cometinliento de un 

ilícito. a fin de que el órgano correspondiente inicie el proceso en contra del supuesto 

infractor."1t1 

No podemos pretender dejar agotado el concepto de acción penal. sin citar la 

propuesta de Jorge Alberto Silva Silva quien manifiesta de una manera n1.ás poética que 

juridica su noción de acción en los siguientes términos: .. La acción constituiría. permítasenos 

la n1ctálOra. el vehículo que lleva las presunciones, que es conducido por el pretensor, que 

corre sobre un camino estructurado en etapas y que continua su desplazamiento a virtud de 

prc\'io 'pern1.iso'. hasta llegar a la meta, donde el sujeto que ha venido dando ese permiso o 

visto hueno. resuelva el conflicto. "21 

" Se considera a la acción penal como el derecho que incumbe al Ministerio 

Pllhlico. en sus funciones como representante de la sociedad, el cual ejercita ante los órganos 

,. 1 R "'' t • ,cn11. l·ar1, ... 1.1 rmccdimienh1 ncnal mclicano 4· Edición. Edit. Pomi:a. S.A. Mtllicu 19~7 fl.2K 

"1 ,, 111 1 () ',( 1111 RANI:,. Miguel An~d ()fl. Cil p.37 
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jurisdiccionales, en la primera fase del procedimiento penal, solicitando la radicación de la 

causa en contra de un presunto responsable. se decrete el auto de formal prisión. en caso de 

estar detenido, o la correspondiente orden de aprehensión si está fuera de la acción de la 

justicia, así como la reparación del daño en caso de que hayan causado a consecuencia de la 

con1isión del delito. "21 

"En conclusión. consideramos que por Acción Penal debe entenderse corno el 

derecho de 

J.is personas a que se les imparta justicia gratuita, pronta y expedita, derecho que está tutelado 

por un órgano del Estado denominado Ministerio Público, quien tiene la obligación 

constitucional de investigar la comisión de los hechos que se reputen como delictuosos y 

perseguir a los presuntos responsables, actos que integran una fase procesal llamada 

Averiguación Previa, durante la cual recibirá la denuncia, queja o acusación en contra de 

presuntos responsables de ilícitos. aportando todas las pruebas necesarias tendientes a 

con1probar el cuerpo del delito y la presunta responsabilidad del autor y ejercitar ese derecho 

de acción punitiva ante el órgano jurisdiccional competente. solicitando la incoación del 

procedimiento respectivo y se imponga al culpable la pena correspondiente. 

También se puede decir que la Acción Penal es el derecho y obligación que 

corresponde al Estado y que esta delega en un órgano administrativo denominado Ministerio 

Públii.:o o Representante de la Sociedad. cuya función es la de investigar la comisión de los 

delitos. perseguir a los autores de tales actos considerados ilícitos. y una vez integrada la 

A vcriguación Previa con apego de los requisitos que la ley procesal de la materia señala, 

ejercitar ese poder ante el órgano jurisdiccional denominado Juez. solicitándole la incoación 

del proceso respectivo. con todos sus actos procesales inherentes, fungiendo desde el inicio de 

.. lll 1 \ l"Rl T/ A<il !ERC). I.Ct1flllldo l'm~~d1mi.:n111 l'~'fl:il Mcxic:m.1. Ed11 Porrú;i. S A Mt,1cu 111')~ r, X7 
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la c.:ausa hasta la última instancia con el carácter de parte en igualdad de derechos y 

obligaciones con el acusado."2
·\ 

D) Diferencias entre las acciones civiles y penales. 

Las diferencias que existen entre acciones civiles y penales vistas desde el 

derecho positivo; comenzaremos por la cuasi definición legal en virtud de que el articulo I del 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal nos proporciona un esbozo de lo 

que el Legislador pretendió ordenar por acción civil en los siguientes términos: " sólo puede 

iniciar un procedimiento judicial o intervenir en el. quien tenga interés en que la autoridad 

judicial declare o sustituya un derecho o imponga una condena y quien tenga el interés 

contrario. 

Podrán promover los interesados, por si o por sus representantes o apoderados, 

el Ministerio Público y aquellos cuya intervención este autorizada por la Ley en casos 

especiales." 

Continuando con un examen exegético por lo que respecta al Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, no proporciona una definición legal 

propiamente de lo que es acción penal; sino que el Legislador se concreta a enumerar una serie 

de conductas que debe de asumir el Ministerio Público en ejercicio de la acción que nos ocupa, 

a n1ayor abundamiento transcribiremos lo preceptuado por el artículo 2 del ordenamiento que 

nos ocupa. " El Ministerio Público corresponde el ejercicio exclusivo de la acción penal, la 

cual tiene por objeto: 

Primero Pedir la aplicación de las sanciones establecidas en las leyes penales: 

Segundo Pedir la libenad de los procesados, en la forma y términos que 

prc\'icne la ley; 

• 111 1 , t Rl 1/ "'"'' Rf>. l . .:t>roldo l>p l'il. r r 8K ~ 11'1 
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Tercero Pedir la reparación del daño en los términos especificados en el Código 

Penol. 

En este mismo orden de ideas el Código Federal de Procedimientos Penales 

tan1pnco proporciona una definición legal de lo que se debe de entender por acción penal; sino 

se concreta a enunciar de una manera genérica la participación de la Representación Social 

Federal. en el proceso penal federal, en este sentido citaremos lo ordenado por el artículo 136 

de la legislación que nos ocupa: " En ejercicio de la acción penal. corresponde al ministerio 

púhlico: 

I Promover la incoación del proceso penal; 

II Solicitar las ordenes de comparecencia para preparatoria y las de aprehensión, 

que sean procedentes: 

III Pedir el aseguramiento precautorio de bienes para los efectos de la 

reparación del daño: 

IV Rendir las pruebas de la existencia de los delitos y de la responsabilidad de 

los inculpados: 

V Pedir la aplicación de las sanciones respectiva: y 

VI En general. hacer todas las promociones que sean conducentes a la 

tra111itación regular de los procesos." 

Como hemos podido observar de los numerales de la legislación procesal 

supracitada. la única diferencia que se observa es la relativa a que en la legislación civil quien 

ejercita alguna acción es un gobernado el que excita al órgano jurisdiccional. con el objeto de 

qut.: resuelva siguiendo el procedimiento aplicable al caso concreto el derecho irrogado y le 

rcstitu~a en el ejercicio del mismo. Mientras que la legislación procesal penal le otorga el 

1nonopolio del ejercicio de la acción penal no aún ciudadano común y corriente. sino a una 

ins1itucilln dependiente del Poder Ejecutivo. denominada Ministerio Público, que no actúa de 
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mutuo propio. al contrario representa a la sociedad, provocando la intervención de los 

juzgados penales. para que mediante sentencias declare la transgresión de los diferentes bienes 

juridicamente tutelados por los tipos penales, previstos en diversos ordenamientos legales. 

A grosso modo Couture diferencia de una manera muy simplista a las acciones 

civiles de las penales, que interesa primorosamente a la jurisdicción con motivo de la 

con1petencia esto es: " Por acciones civiles se entienden tradicionalmente aquellas en que se 

dirime un conflicto de intereses de carácter civil; por acciones penales, aquellas en que el 

conflicto es de carácter penal; y mixtas, aquellas en que participan de ambas cualidades."2
" 

En virtud de lo anterior, las acciones mixtas son aquellas que contienen una 

considerable participación en materia no penal, cuando se debaten ante los jueces de lo penal 

todo lo relativo a la constitución de alguna parte civil, o cuando se ejecutan ante la jurisdicción 

civil las sentencias dictadas por un juez penal que condenan a la reparación de las 

consecuencias pecuniarias de un ilícito penal. 

" El carácter civil o penaJ de un conflicto es, en último ténnino. un problema de 

derecho positivo. Son los textos que regulan la competencia los que, en definitiva, fijan su 

verdadero contenido. "25 

Por su parte Francesco Camelutti nos ilustra, al manifestar: " no se sigue el 

proceso penal sino para castigar; no se sigue el proceso civil restitutorio sino para obtener la 

restitución. "21
' 

El ejemplo típico del ejercicio de la acción penal en un proceso de carácter 

penal es el seguido contra un ladrón; mientras que un ejemplo del ejercicio de la acción civil es 

un proceso contra el deudor; mientras en el primero se pretende la aplicación de una pena para 

:• t ·¡ U 1111ti-: . 1_:du;mJ" J f >r l ºil. p. 82 
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el ladrón. en el caso de la acción intentada en contra del deudor esta es con el objeto de que el 

deudor haga pago de la obligación previamente celebrada. 

2.- Antecedentes históricos. 

El surgimiento del derecho penal surge como una necesidad de regular el 

con1portamiento del hombre en sociedad. Dado que el crimen es contemporáneo del ser 

hu1nano. es decir al existir dos hombres sobre la faz de la tierra se dio la posibilidad de que 

uno realizará una conducta delictiva en contra de su congénere a este respecto es importante 

citar lo manifestado por la profesora lrma G. Amuchastegui Regena en el sentido de que: " el 

crimen nace con el hombre, cuando todavía no existía un orden jurídico, ni una sociedad 

organizada; ya el delito se manifiesta en su más rudimentaria forma de inferirle daño a bienes 

ajenos. 

El hombre aún no articulaba palabras pero ya desarrollaba conductas que 

afectaban a otros. por ejemplo, el apoderamiento legítimo del animal cazado por otro, las 

violencias fisicas ejercidas sobre una mujer, etc. De ahí la necesidad de regular tales conductas 

y señalar castigos para lograr el orden y la convivencia pacífica."11 

La venganza en sus diversas modalidades constituye el antecedente más remoto 

de la acción penal, ya que en virtud de la misma el hombre ante una agresión recibida. obtenía 

la satisfacción de la misma mediante un acto violento y en este sentido los diversos tratadistas 

para etCctos didácticos han tenido a bien distinguir cuatro fases de la venganza; privad~ 

divina. familiar y pública. Que no es otra cosa que el ejercicio de la acción penal en los 

diversos estadios en los cuales ha evolucionado la humanidad desde sus inicios hasta nuestros 

días. 

Se entiende por venganza: "Privada la venganza privada también se conoce 

co,no venganza de sangre y consiste en que el ofendido se hace justicia por propia mano, o 

,. ,\MI'< 'IIA'I f(illl RHJl lf'NA. lrm.i e; llnl:cho Pm:d 2' lédición (;di1 lbrl.1 S A Mcxico IWJ fl. <I 
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sea. el afectado ocasiona a su ofensor un daño igual al recibido. Esta fase se identifica como la 

ley del talión. cuya formula es 'ojo por ojo y diente por diente'. Aquí se ve la venganza 

indi,·idual, en la que se infringe un mal por otro recibido con daño. 

La Venganza Familiar consiste en que un familiar del afectado realiza el acto de 

justicia. y causa un daño al ofensor. 

La Venganza Divina es el castigo impuesto a quien causa un daño en virtud de 

creencias divinas, de modo que aveces se entremezclan rituales mágicos y hechiceros. 

Generalmente. el castigo es impuesto por los 'representantes' de las diversas deidades. 

La Venganza Pública es ejercida por un representante del poder público. Aquí. 

si111plemente se traslada la ejecución justiciera a alguien que representa los intereses de la 

con1unidad, en su manifestación más primitiva. "21 

De lo antes transcrito consideramos a las etapas de venganza más que un 

antecedente genérico del derecho penal en nuestra opinión son los tipos de acciones penales 

que contaban los individuos en esas remotas épocas para la restitución de sus derechos 

mancillados. 

A hora bien hubo de pasar muchos años antes de que se instaurará en la 

sociedad la función jurisdiccional propiamente dicho como la conocemos actualmente y 

tuvieran los gobernados la acción de recurrir a dicho órgano a efecto de ejercitar la acción 

penal. 

Con la aparición de la escritura y el establecimiento de los imperios orientales 

se pnne punto final a la época prehistórica. dando nacimiento a la época antigua donde 

sohrL·salen puehlos con una trayectoria histórico jurídica tales como Egipto. Grecia y Roma: 

con interés directo para la presente investigación. lo realizado por el pueblo romano. 

A) En el derecho romano: 

''lhukm f'I' 4~ ~ 
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De los antecedentes históricos del pueblo romano que poseemos se inician en el 

año 1000 A.C. cuando diversas tribus comienzan a penetrar en el territorio que actualmente 

conocemos como Italia. Para 900 A.C. aparecen los Etruscos y al rededor de 750 A.C .. se 

fundan algunas ciudades griegas en el sur de Italia (Sicilia, Cerdeña y Córcega), y para 753 de 

la mis1na Era aproximadamente se funda la ciudad de Roma con predominio de la etnia latina. 

" En la historia romana, así corno la de otros pueblos de la época, la naturaleza 

del litigio matizó ligeramente el tipo o forma del enjuiciamiento. 

Las cuestiones penales. como hoy las conocemos, no siempre fueron 

consideradas de orden público, de manera que gran parte de esos conflictos se tramitaron en el 

orden privado. Esto significó que la división entre delitos 'privados' y delitos 'públicos' 

marcara el tipo de enjuiciamiento."29 

Los romanos distinguían dentro de los delitos privados al hurto, homicidio, 

daño en propiedad ajena, etc., y como delitos públicos o sea los que atentaban contra la 

comunidad podemos mencionar los de traición a la patria (maiestas), falsificación de moneda, 

abuso del poder. entre otros. Del tratamiento para este tipo de delitos hasta nuestros días no 

conta1nos con muchas referencias, pero con la evolución política de la historia de Roma esta 

atravesó por tres periodos distintos a saber: La monarquía (753 hasta 510 A.C.), la república y 

el i1nperio. 

Con los tres tipos de organiz.ación señalados se influyo la administración de 

justicia. 

" La época de los reyes { época arcaica) prácticamente coincide el período de la 

que se conoce como las /egisactionem. Durante esta fase, en la administración de justicia 

encontramos aún residuos de la época prehistórica. La influencia religiosa establecía ciertas 

acciones que habían de realizarse para poder satisfacer la pretensión. especialmente en la de 

_ ... ,11 \1 \ ,11 VA. Jorge Alhl:n1• Up Cit. ri 4~ 
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los delitos pri,·ados. dichas 'acciones' consistían en rituales, movimientos y frases 

sacra,nentales que debían pronunciarse para someter la pretensión ajena a la propia. 

En los 'delitos públicos', aunque inicialmente el pueblo decidía tales cuestiones, 

la delegación de poder a órganos especialmente creados dio surgimiento a una burocracia 

encargada de administrar justicia penal. Los ' comicios por centurias' eran las únicas 

organizaciones que podían imponer la pena de muerte, el destierro y las multas. Más que 

realizar función jurisdiccional. estos comicios que representaban al pueblo se encargaron de la 

represión política. 

No obstante. el derecho de presentar el asunto a los comicios por centurias 

(derecho de acusación) no perteneció a todos los ciudadanos. sino a los magistrados los 

cónsules, pretores y los tribunos. A los ciudadanos lo único que les quedó fue el derecho de 

denunciar los delitos ante los últimos. 

Con el transcurso del tiempo, el derecho de juzgar las cuestiones penales pasó al 

rey. el cual ejerció esa función, especialmente en asuntos graves, pero podía delegar el 

conocimiento a ciertos funcionarios que fue creando especialmente para conocer ( qaestio) 

cada caso se planteaba. Surgieron así los qaestores. 

Originalmente estos qae.'ilores, sólo conocían del caso que se les planteaban y 

luego desaparecian (eran juzgadores por comisión); pero después se empezó a dictar una serie 

de leyes que pern,itieron a los quae.wores profesionalizarse; es decir, tener mayor permanencia 

en sus puestos. Esto se presentó prácticamente en la época de la República. 

Las quaestione.,· perpetuae, especie de leyes especializadas. dieron esta 

pennanencia. p:ro no para todos los delitos. sino para cada tipo de delito. Aparecieron 

entonces los quttl'S/ores de ,·/ande.wini.,· conjuralionihus ( para conjuraciones). 1na~es1a1e (para 

la seguridad de la nación). venefisiis (de envenenamiento). homh:idiis ( de homicidio). 

¡u·,·ulatu.\· (pecul~1do). pc:cunicu: re.,petumdae (cxsaciones ilegales). 
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Se luvo, de este modo, un tribunal para cada delito, donde un magistrado 

conocía c¡uaestio. y otro grupo de personas Gurado) resolvía. Para entonces ya se permitió a 

todo ciudadano acusar, y se le exigía tan sólo el juramento de no acusar calumniosamente 

(j111·,1111enlum calumniae). 

Como se advierte, este tipo de enjuiciamiento, con tintes más democráticos, 

posc:ia dos fases bien delineadas similares a las del enjuiciamiento civil: una fase in iure, 

donde el magistrado cocía o instruía en tomo a los hechos que le eran denunciados. y otra 

segunda fase en la cual este magistrado sometía a la consideración del jurado el asunto para 

que lo resolviera (iudiciun). 

En la fase in iure, tratándose de delitos privados, se llegaba hasta la entrega de 

la forn1ula, y cuando trataba de delitos públicos, el caso se turnaba a los quaestores para que 

resolviera. 

En la fase in indicium, el número de jurados era variable. dependiendo de la 

c¡uaesiio perpetuae ( entendámosla como ley especial) de manera que los jurados podían ser 

32. 50. 75, etc. Este tribunal resolvía en tres sentidos: in condemno (condenando). in ahsolvo 

(absolviendo) o con un non liquet ( que equivale a la absolución de la instancia: no condena ni 

absuelve). 

Durante esta época. una diferencia entre el enjuiciamiento civil y el penal 

consistió en que el civil se regulaba con base en una formula (derecho formulario), en tanto 

que el penal ( en delitos públicos) se regía según las quaestio perpetuae. Igualmente. mientras 

que 1.·11 el civil los juzgadores eran escogidos por las partes; en lo penal aunque también había 

posihilidad de escoger. era el que les designaba el magistrado o el factor suerte era el que 

decidía. Al respecto. se sabe que existían listas de personas para escoger. 

El in1perio surge casi imperceptiblemente. Cesar Octaviano fue adquiriendo 

paula1inamentc n1ayores poderes y funciones para sí, hasta el momento en que recibe el titulo 
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de c111perador. es entonces cuando comienza la tercera época de la vida política de la Roma 

antigua. 

Los procedimientos formulario y de las quaestio perpetuae no cambiaron 

bruscamente. sino que fueron sustituidos de manera paulatina. 

Ya desde la época de los reyes, el magistrado en casos excepcionales podía 

re:,;oh·cr (extraorclinem) haciendo uso también de su extraordinario imperio, facultad que vino 

a sustituir la ordinaria de la formula y de la quaestio perpetuae, que exigían dos faces en el 

enjuiciamiento (in iure e in iudicio), para que el mismo sujeto (el magistrado) juzgara también, 

decidiendo sobre las pretensiones propuestas. 

Adviértase que la concentración de poder en el emperador fue seguida por la del 

n1agistrado. pues la actividad de este ya no quedo en la mera cognitio. sino que también 

alcanzo lajuri.'f-,lictio. 

En este momento dejaron de hacerse, las listas de jurados que antes se 

clnhnraban. y los miembros del pueblo dejaron de ser jueces. Al asumir el iudicium. los 

antiguos magistrados recibieron también el nombre de judex o de judicis mayores. así. del 

judicium populi se paso al iudicium publicum. "30 

Con Diocleciano emperador romano que dividió a este último en dos panes; el 

de oriente y el de occidente. En este panorama Europa en los primeros años de la edad media y 

después de las invasiones que habían sufrido el imperio romano no logrando su objetivo 

surgiendo lo que propiamente conocemos como feudalismo que caracte~izo a la Europa de la 

edad inedia en la que se pretendía deliberadamente de perder la tradición romana. por no ser 

cristiana. 

DI!' esta manera la humanidad sigue su curso y el cristianismo se legitimo; 

"n1cdiante los Edictos de tolerancia y se cristianizo el Estado"'1
• Con esta nueva religión del 

• Jh,.km fll' 4hJ 4i 

'lh,,km r ~I 
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Estado. que en medida se popularizaba introduciendo la filosofia cristiana, introduciendo 

conceptos como la igualdad de los hombres, el amor al prójimo y la suavización de las penas 

por los delitos cometidos cambiaron de la pena de muerte hacia el encarcelamiento. Poniendo 

punto final a la venganza privada (acción) y como resultado la creación de tribunales donde los 

ciudadanos ejercitaban sus acciones en contra de los delincuentes para obtener de parte de los 

tribunales Sentencias en contra del delincuente. 

España que por ese entonces era provincia romana, impero el derecho romano, 

por lo que respecta a las acciones penales a ejercitar. hasta la llegada de los visigodos pueblo 

gennano que en el siglo quinto implantaron su derecho, como ejemplos tenemos el Código de 

Euríco o de Tolosa, en mescolanza con un derecho romano: el Breviario de Alarico o de 

Aniano. 

Silva Silva nos hace un resumen de la evolución de la combinación de los 

diversos derechos que dieron origen al derecho penal español. en los siguientes términos: 

"La implantación del derecho romano en la península (ibérica) arranca 

propiamente a partir del siglo II con motivo de la Constitución de Caracalla. que extendió la 

ciudadanía romana. Anteriormente, por esa región pasaron los Fenicios, los Cartaginenses y 

los Griegos. 

Poco después los Musulmanes arribaron a la península donde permanecieron 

casi por espacio de un milenio (la última reconquista fue en 1492). Al lado de los Musulmanes 

conviven además los Moros, los Judíos y otras culturas. 

La fusión de los derechos Visigodos y Romano dio lugar al Fuero Juzgo (663), 

que Jcstaco algunos derechos humanos, pero al cual la invasión árabe hizo caer prácticamente 

en <lcsuso. 
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No obstante, durante muchos siglos del fuero juzgo sobrevivió la sujeción de la 

función jurisdiccional al monarca. De tal sujeción aún quedan las voces "corte". como voz que 

hace hincapié en lo regio de la justicia; "devolutiva''. que alude a la evolución de la función 

jurisdiccional al 111onarca. 

Durante los siglos siguientes la regulación residió en las ciudades, cada una de 

las cuales tuvo su propio régimen de administración de justicia. Los gobernantes "reconocerá" 

sus derechos mediante los reconocimientos que recibieron el nombre de fueros. Recordemos 

tan sólo al fuero vieJo de ('astilla o al fuero de león. 

Las diversas influencias romanas, musulmanas, cristianas, moras e incluso las 

antiguas gem1anas. con el transcurso del tiempo originaron gran cantidad de leyes, que se 

trataron de con1pilar. pero sin resultado inmediato. El agotador trabajo dio finalmente por 

resultado, lo que se conoce como las siete partidas, obra de Alfonso X "el sabio" (1258). 

De los antecedentes antes descritos y con la evolución de la legislación penal 

pndc1nos obserYar que la acción penal propiamente dicha se desenvolvió en tres grandes 

n10111entos: La acusación privada. la acusación popular y la acusación estatal. mismas que a 

continuación describiremos: 

"Acción privada. en esa etapa el individuo que resentía el daño ejercitaba la 

acciún penal. Fue en los tiempos de la venganza privada cuando el hombre defendía por si 

mis1no sus derechos·ley del talión··. 'tal pena cual delito' eso quiere decir la palabra 'talión' o 

sea 'alma por alta. ojo por ojo. diente por diente. quemadura por quemadura. llaga por llaga, 

n1.1nu por mano. cardenal por cardenal". Es este el principio de la ley del talión en que se creyó 

4uc todos los problemas estaban resueltos; lo único que se debía hacer era aplicar al 

transgresor lo 1nismo que el había hecho al ofendido~ sin embargo. poco después empezaron 

v:.iri,1s dificuhades. pues no siempre se podía aplicar el principio ... acusación popular. A través 



26 

de csta figura los ciudadanos tuvieron en sus manos el ejercicio de la acción. pues no sólo el 

ofendido. sino también los ciudadanos solicitaban a la autoridad la represión del delito. 

Se pensó que los delitos engendraban un mal a la sociedad. por lo que los 

ciudadanos. fueran o no victimas, eran los encargados de ejercitar la acción. 

Esta figura tiene su origen en Roma, en la época de las delaciones. Se nombraba 

a un ciudadano para que este llevará ante el tribunal del pueblo la voz de la acusación; como 

ejc1nplo de ello ciamos a Cicerón, quien tuvo a su cargo el ejercicio de la acción penal 

representando a los ciudadanos; en Grecia existían los temosteti, que tenían el deber de 

denunciar los delitos ante el Senado, y, durante la Edad Media. a los señores feudales, quienes 

ejercitaban dicha acción-... Acusación estatal. En esta, son los órganos del Estado los que 

ejcrcilan la acción al cometerse un delito, y el estado es el que debe reprimirlos. velando así 

por el interés general. en este sistema, tiene intervención el estado por medio del Ministerio 

Público. que tiene el deber de ejercitar la acción penal cuando se han reunido los requisitos 

indispensables para ello; así cuando se presenta un hecho con las características de delito, es el 

estado el que debe velar por el orden público mediante órganos predispuestos para ello: 

Ministerio Público y el Juez. "12 

B) En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917: 

Fue de manera definitiva cuando se implanto al Ministerio Público con 

funl:iones de persecución e investigación del delito, teniendo bajo sus ordenes a la policía 

judicial. Es cuando en nuestro sistema y conforme al artículo 21 de nuestro código 

fund,1111ental el ejercicio de la acción panal es encomendado al órgano ya señalado, o sea al 

Minislerio Público. 

En efecto. asi lo establece el principio de oficialidad, que consiste en que el 

ejercicio de la acción penal debe de encargarse a un órgano del estado. Acluando de la n1isma 

·• t \•d II Le> SOHERANES. Mi~ucl An~cl l}r ('il p.p. 41. 42y 41 
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forn1a el principio de la publicada, ya que al cometerse un delito, se lesiona con ello a la 

sociedad y por ende al interés público razón por la cual el Ministerio Público como órgano del 

estado es el encargado de velar por los intereses de esta sociedad y reprimir el delito. 

Bajo la vigencia de la Constitución de 1857, la investigación de los delitos era 

facuhad exclusiva de los Jueces quienes realizaban funciones de policía judicial. El Ministerio 

Público estaba impedido para practicar investigaciones por si mismo y su única función era la 

de poner en n1anos del Juez competente las averiguaciones que hubiese recibido, y en caso de 

que practicara diligencias por falta de la policía judicial, estaba obligado a remitirlas al Juez 

con1petente dentro de las 36 horas de haberlas realizado. Cuando el detenido era puesto a 

disposición del Juez., este o sus agentes compelían a los reos a declaran en sus contra y hasta a 

torturarlos. 

En los debates del Congreso Constituyente de 1857 no prospero la idea de 

constituir al Ministerio Público. motivo por el cual el ofendido por algún delito acudían 

directamente a los tribunales, en virtud de que se pensaba que este no debía ser sustituido por 

ninguna institución. además de que el Ministerio Público retardaría la acción de la justicia, 

pues se tendría que esperar a que dicho órgano ejercitara la acción penal. 

Por las razones expuestas fue que el Legislador del Constituyente de 1917 vio 

las desventajas de dejar en manos de un particular el ejercicio de la acción penal. quedando a 

su arhitrio su ejercicio o no. de esta forma infinidad de delitos quedaban impunes. pues los 

tribunales estaban impedidos para actuar sin el previo ejercicio de la acción: de esta manera. el 

particular podría auto componerse con el infractor. no habiendo seguridad jurídica. Por Jo que 

el Estado instituyo la figura del Ministerio PUblico como un órgano especializado y de buena 

fe. para que él en representación del individuo y de la sociedad ejercitara la acción penal, 

velando de est.i n1anera por los intereses colectivos de la sociedad por encima del interés 

parlic.:ular. 
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"En conclusión consideramos que por acción penal debe de entenderse como el 

derecho de las personas a que se les imparta justicia gratuita pronta y expedita, derecho que 

esta titulado por un órgano del Estado denominado Ministerio Público, quien tiene la 

obligación constitucional de investigar la comisión de los hechos que se reputen como 

delictuosos y perseguir a los presuntos responsables, actos que integran una fase procesal 

llamada Averiguación Previa, durante la cual recibirá la denuncia, queja o acusación en contra 

de presuntos responsables de ilícitos, aportando todas las pruebas necesarias tendientes a 

comprobar el cuerpo del delito y la presunta responsabilidad del autor y ejercitar ese derecho 

de acción punitiva ante el órgano jurisdiccional competente, solicitando la incoación del 

procedimiento respectivo y se imponga al culpable la pena correspondiente. 

También se puede decir que la Acción Penal es el derecho y obligación que 

corresponde al estado y que este la delega en un órgano administrativo denominado Ministerio 

Público o Representante de la Sociedad, cuya función es la de investigar la comisión de los 

delitos. perseguir a los autores de tales actos considerados ilicitos, y una vez integrada la 

Averiguación Previa con apego a los requisitos que la Ley procesal de la materia señala, 

ejercitar ese poder ante el órgano jurisdiccional, denominado Juez solicitándole la incoación 

del proceso respectivo, con todos sus actos procesales inherentes, fungiendo desde el inicio de 

la causa hasta la última instancia con el carácter de parte en igualdad de derechos y 

obligaciones con el acusado. 1
-
1 

3.- Características de la acción penal. 

En este orden de ideas, procedt:remos a enumerar la interesante serie de 

características de la acción penal que propone Carlos M. Oronoz Santana en los siguientes: 

" 111 1 \ ( "ftl IZ Alt(iÍll:ltO. l.n•poJdo. Op. Cil p.p Xll ~ !9 



29 

" l. Es autónoma. comprendiéndose en el sentido de que la acción penal es 

independiente tanto del derecho abstracto de castigar que detente el Estado como del derecho 

rcti:rido a un caso concreto. 

2. Es pública. significando con ello que tanto su fin como su objetivo son 

púhlicns. excluyendo así los casos en que prevalecen únicamente intereses privados. Es 

necesario dejar asentado que en la doctrina mexicana, por imitación de corrientes extranjeras. 

se inl·luyo lo referente a la reparación del daño que necesariamente es de carácter particular, 

violando así el aspecto de público que ha sostenido. 

3. Es indivisible, puesto que se ejercita contra todos los individuos que cometen 

un delito, sin distinción de personas; se toma como ejemplo práctico la querella. donde si se 

presenta en contra de uno solo o se otorga el perdón, este favorecerá a todos los participantes 

por igual. 

4.- Es irrevocable. por que el titular de la misma no puede desistirse de ella una 

vez ejercitada se requiere que la sentencia se dicte. En el medio jurídico mexicano tal situación 

no presenta carta de naturalización, ya que en ambos fueros el ministerio si puede desistirse de 

su aei.:ión: un caso concreto se aprecia en los llamados delitos políticos. 

5.- Es de pena, por que al ejercitarla se pretende que recaiga sobre el sujeto 

acti\·o del delito una pena, un castigo; claro esta que existen casos en que las medidas de 

seguridad no constituyen propiamente una pena, pero admitiendo que lo que se pretende 

cjcn1plificar es el castigo puede ser aceptada. 

Sin embargo. han surgido dos corrientes opuestas. los que califican a la acción 

pl·n.il cminente1nente de condena. y los que, como Cuenca, admiten que si bien generalmente 

es lk· condena. puede ser también declarativa (absolutoria) y constitutiva (rehabilitación). 

En México el titular de la acción panal se caracteriza por que con su actividad 

no sil·n1prc busca la aplicación de una pena. sino que el órgano jurisdiccional declare lo que a 
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derecho corresponda teniendo en cuenta, claro esta, lo que obra de probanzas en el expediente 

rc\alivo. ya que en múltiples casos el Ministerio Público presentará conclusiones inacusatórias 

donde el juzgador no podrá aplicar una pena al procesado toda vez que el titular de la acción 

penal. una vez realizadas determinadas diligencias, considera que no existe delito y para ello 

no puede aplicarse penalidad alguna. 

6.- Es única, lo que se significa que si bien la pena se señala en cada caso, la 

pluralidad de tipos penales no alcanrn a transcender el proceso; es decir, se aplica en forma 

distinta a cada uno de los delitos."~ 

Como podemos observar de las características de la acción penal antes 

enumeradas podemos concluir dos principios a los que debe de regular la actividad del 

ejercicio de la acción penal, y estos son: 

1.- En nuestro medio jurídico se ejercita de oficio la acción procesal de la cual 

es tilular el Ministerio Público. 

2.- Este ejercicio se encuentra regido por el principio de legalidad, y su titular 

no queda como una facultad discrecional de su titular. si no que, debe de ejercitarla en todos y 

cada uno de los casos donde la Ley así lo ordene. 

Para que se pueda ejercitar la función persecutoria de la cual es titular el 

Ministerio Público se debe de regir por tos siguientes principios: 

El principio de la iniciación, conocido en nuestra legislación como requisitos de 

proccdibilidad (denuncia y querella. sin los cuales el Ministerio Público no puede avocarse al 

conocimiento de los delitos. El principio de oficiosidad. que significa que una vez que el 

órgano investigador tenga conocimiento de un hecho delictuoso. no es necesario que las partes 

denunciantes aporten mayores elementos. sino que el Ministerio Público se en encuentra 

·• 1110 1/l"t) SANTANA. Carlos. Op. Ci1. fl.fl c,J y M. 
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obligado a realizar todas las actividades necesarias para integrar los elementos del tipo y la 

presunta responsabilidad de los indiciados. 

El principio de legalidad. mediante el cual el órgano investigador realiza de 

oficio sus pesquisas, las cuales deben de encontrarse sujetas a los extremos que la propia ley 

marca. 



CAPITULO II 

MONOPOLIO DEL EJERCICIO 

DE LA ACCION PENAL 
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1.- .lurisdicción: 

"En sentido amplio. jurisdicción es la función del Estado consistente en tutelar y 

rc.tli;,.ar el Derecho objetivo diciendo (y/o haciendo) lo jurídico ante los casos concretos, a 

tra\ ~s de los órganos especialmente calificados para ello. En igual sentido se habla de "función 

jurisdiccional" y de "Administración de Justicia". 

En otro sentido, el término "jurisdicción" designa al conjunto de órganos que 

dcscn1peñan la función jurisdiccional. Dentro de esta acepción, se distingue entre jurisdicción 

ordinaria y jurisdicciones especiales. Jurisdicción ordinaria es el conjunto de órganos 

jurisdiccionales a los que se encomienda el conocimiento y resolución de la generalidad de los 

procesos. relativos a su vez, a la generalidad de las materias jurídicas. Jurisdicciones especiales 

son los conjuntos de órganos jurisdiccionales constituidos o dedicados al completo 

conocimiento y resolución de procesos concernientes a materias y/o sujetos específicos. En 

Espalla existe hoy una sola jurisdicción especial que es la militar - en nuestro país también - . 

Dentro de la jurisdicción ordinaria cabe distinguir cuatro diferentes ramas, ordenes o 

especialidades. en función de una convencional división de la materia jurídica. que son: Civil. 

crin1inal o penal. contencioso-administrativo y laboral o social. (Muy similar en México). 

Por último, en sentido más restringido, jurisdicción es el presupuesto del 

procl'SO consistente en que el órgano ante el cual se ha de sustanciar y que ha finalizado 

111cdiante sentencia. tenga naturaleza jurisdiccional, pertenezcan a la rama de la jurisdicción 

correspondiente al caso de que se trate y pued~ en razón de normas que atienden al territorio y 

al uhjcto. decir validamente el Derecho objetivo en otros casos en los que aparecen elementos 

d1..· 1..·xtranjería. Así. por ejemplo, un Gobierno Civil no tiene una jurisdicción para enjuiciar 

u11.1 l·nnducta de apariencia criminal o el pago debido o indebido de una deuda, no tiene 

jurisdicción para un asunto n1ercantil un tribunal laboral y no tiene jurisdicción los tribunales 



33 

espa1ioles para conocer de un litigio entre extranjeros relativo a un inmueble sito fuera del 

territorio nacional."H 

Después del concepto vertido por el Diccionario Jurídico Espasa enunciaremos 

de una manera muy breve de como la jurisdicción ha ido evolucionando con el avance de las 

ideas. doctrinas y escuelas mediante las cuales se ha desarrollado. así podemos citar la época 

antigua donde se creía que la jurisdicción emanaba del rey. quien ejercía su autoridad por 

derecho divino. nombrando y destituyendo a su arbitrio jueces y magistrados por ser el único 

t"acultado para la administración de justicia. 

Con el devenir del tiempo. las ideas fueron evolucionando hasta que se 

consideró que la jurisdicción es un atributo del Estado y que se traduce en la potestad de que 

se invisten a los jueces para conocer asuntos de las más diversas materias jurídicas a fin de 

decidirlos y sentenciarlos con arreglo a las mismas leyes en que se encuentra dividido el 

derecho para su aplicación de las leyes antes citadas. 

De lo anterior podemos concluir que la jurisdicción es una y solamente se 

fracciona la competencia para que los órganos que la ejerzan puedan actuar con una mayor 

eficiencia. La competencia es la facultad de cada tribunal para conocer de los juicios, mientras 

que In jurisdicción es una función que compete al Estado para juzgar y poder cumplir con la 

nonna. de lo que se concluye que puede haber varias competencias pero una sola jurisdicción. 

La jurisdicción se puede dividir siguiendo varios criterios; ya que puede ser: 

a) Secular y eclesiástica. La primera deriva de la palabra latina seco/o, o sea 

siglo y desde la época medieval se considera la terrenal, o más bien la creada por el hombre 

que es con vigencia pasajera. en contraposición con la jurisdicción eclesiástica. que para la 

religión esta es eterna. 

'llll ·1 le INAIUtl JIJKJl)ICO l'Sl'ASA l"Al.l'I· 
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b) Común. especial y extraordinaria. La jurisdicción común es la que imparte el 

Estado a todos sus gobernados sin un criterio específico de especialización. La jurisdicción 

especial que es más especializada es resultado de la división del trabajo. toda vez al 

desenvolver la sociedad, surgen tribunales del trabajo, federales y locales. Mientras que la 

jurisdicción extraordinaria es el tribunal creado ex profeso para juzgar hechos y 

acontecimientos sucedidos con anterioridad a su creación, verbigracia los tribunales en materia 

electoral. no obstante el ejemplo referido nuestra Constitución en su artículo 14 prohibe que: 

"Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, 

sino n,ediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos ... " . 

c) Jurisdicción civil, penal, contencioso administrativa., laboral y mercantil. Esta 

clasificación de jurisdicción. tiene una estrecha relación respecto de la jurisdicción especial o 

especializada. y es una división de los asuntos que se tratan a través de la función 

jurisdiccional y se enfOca al contenido del proceso que redunda en la distribución de funciones 

con base a las competencias. 

d) Jurisdicción voluntaria y jurisdicción contenciosa. En nuestro criterio 

creen1os que la única y verdadera jurisdicción es la contenciosa, ya que el litigio es el elemento 

necesario para la existencia del proceso y por Jo tanto, para el desempeño y desarrollo de la 

función propia1nente jurisdiccional, ya que esta recae sobre una controversia. Sin embargo 

algunos autores hablan de jurisdicción voluntaria para aludir a una serie de gestiones o 

trámites que se desarrollan ante el órgano jurisdiccional. sin que haya litigio. 

A) Elementos de la jurisdicción decisión e imperio. 

La jurisdicción se con1pone de dos elementos principales: la decisión y el 

imperio. 
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Por lo que respecta a la decisión, por esta entendemos la facultad de que gozan 

los jueces para poder aplicar la ley al caso concreto, que se traduce en la decisión que emite el 

órgano jurisdiccional para resolver los litigios sometidos a su jurisdicción en la Sentencia. 

"El juez esta obligado, por imperativo legal, a dictar la sentencia con 

in1parcialidad y sin someterse a los términos de la acusación. En este sentido. si el juzgador 

encuentra que la lipificación del delito por la que acusó el Ministerio Público es errónea, puede 

variar la denominación del delito en sentencia siempre y cuando los hechos sean los mismos 

en los que se basó el Ministerio Público para la acusación:" 36 

Por lo anterior inferimos que el juzgador puede variar la tipificación del delito 

en dos etapas del proceso penal, en el auto de formal prisión o sujeción al proceso y/o en la 

sentencia por que es a él a quien corresponde la facultad de decidir. 

El diccionario jurídico Espasa respecto de la decisión genéricamente nos ilustra 

infi.1nnándonos: "Decisión. Disposición comunitaria de derecho derivado obligatoria en todos 

sus elementos y dirigida bien a los Estados miembros, bien a los particulares. 

Las decisiones se adoptan por el Consejo o por la Comisión. por propia 

iniciativa o por delegación del consejo. deben ser motivadas y mencionar los dictámenes 

e1nitidos. Se notifican a los interesados, salvo en materia de derecho de la competencia donde 

dehen publicarse" .. u 

Como podemos observar de la definición supra - citada se aplica tanto al 

Derecho Nacional como a la comunidad de naciones; de igual manera Eduardo Pallares 

concretiza el término decisión en la siguiente forma: "Decisión. Resolución judicial. decreto. 

auto o sentencia. La parte de la sentencia en que se decide el pleito." " 

-·t ,,1111.0Slllll·RANl:S. Mir:ud Ani;c:1 Op. Cil. p 57 
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Cabe reflexionar a cerca de si el Estado puede imponer su pretensión sin 

necesidad de escuchar al sometido y sin que haya revisado su pretensión. En múltiples casos 

di,·ersos del penal impone diversamente su pretensión sin pasar por un juicio. Es esto lo que ha 

llevado a que se proclame titular del ius puniendi a someter su pretensión ante otro 

funcionario, que nonnalmente es el juez en su calidad de representante del tribunal. De esta 

forn1a ese juez se encuentra en la posición de homologar lo decidido por el pretensor o juzgar 

realn1ente la legitimidad y lo justo de esa pretensión. 

"Tradicionalmente se ha sostenido que el proceso penal tiene como objetivo que 

se resuelva un litigio, es decir, resolver una controversia. No obstante, a este respecto la 

doctrina no ha sido uniforme. Encontramos así, en la posición opuesta, al genial Francisco 

Carnelutti, para quien en el proceso penal no existe litigio y, obviamente, con base en este 

n1arco no puede haber jurisdicción verdadera (o jurisdicción contenciosa, como también se le 

llama). 

Carnelutti sostiene que en el proceso penal· proceso penal puro· el único interés 

es el de el imputado. el ministerio Público no puede tener interés, por que si pensamos que su 

intcrCs fuera de cargo, esto sería una deshonestidad. sobre todo cuando el imputado es 

inocente". w 

"En su momento Alcalá Zamora sostuvo que por jurisdicción podría entenderse: 

.funcián desenvueha por el E.riada para (a) conocer, (h) en su día decidir y (e}, en su caso, 

c.'.i<'cutar la .\"C.'ntencia firme emitida con carácler imperativo por un lercero imparcial. 

inxtituido por aquel y situado 'supra partes' acerca de una o más prelensione.,· litigiosas 

cll'ducida.,· por los contendientes y canalizadas ante el juZKador a través del correspondiente 

proc·t.•,;o, en el c¡ue podrían haher mediado también actuaciones preliminare.,· o OSC!J!Urath·as. 

~ ,11 \ \ ,11 VA. J,•r~~· Alh.-n" Op. Cit. p •)!> 
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Manzini, considerado uno de los más grandes procesalistas penales italianos, 

expuso que la jurisdicción (ius dicere) es la función soberana que tiene por objeto establecer, a 

demanda de quien tenga deber o interés en ello (acción), si en el caso concreto es o no 

aplicable una determinada norma jurídica y puede darse o no ejecución a la voluntad 

n1anitestada por ella; función cuyo ejercicio. en las materias penales, esta exclusivamente 

reservada a órganos del Estado instituidos con las garantías de la independencia y de la 

in,parcialidad (jueces) y esta garantizado mediante determinadas formas (procesos coerción 

indirecta)".40 

Ahora abordaremos el concepto de imperio, este consiste en el poder necesario 

con que cuenta el juzgador para llevar a cabo sus resoluciones judiciales, ya que sin dicha 

facultad no podría ejercer la jurisdicción y los mandatos de dicha autoridad quedarían sin 

cumplimiento, motivo por el cual la resolución del juez debe de proveérseles de una fuerza 

ejecutiva si es preciso para hacer cumplir las sentencias. 

Eduardo Pallares considera imperio como: "La potestad de que gozan los 

tribunales de ejecutar sus sentencias y resoluciones, usando los medios de apremio que la ley 

autoriza, así como también la de imponer correcciones disciplinarias. Algunos diccionarios y 

jurisconsultos Jo identilican con la jurisdicción. pero esto es un error que debe de evitarse si se 

quiere dar al vocablo su propio significado. Los jurisconsultos clásicos lo dividían en imperio 

mero e imperio mixto. El primero reside en el soberano que to delega en los tribunales. es el 

1nás completo y comprende la facultad de imponer la pena de muerte y las más graves y 

aflictivas. El mixto concierne a la facultad de ejecutar las sentencias civiles y de imponer 

penas 111ás leves que aquellas"."' 

"'lhu.krn ro 117 
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En la pracsis. el imperio se manifiesta en los medios de apremio judicial y 

correcciones disciplinarias que implica diversos medios de que dispone el tribunal para hacer 

que se cumpla lo dispuesto en sus resoluciones esto es evidentemente la potestad 

jurisdiccional. 

"Si en el medio de apremio- dice Gómez Lara, la finalidad que se persigue es 

que las resoluciones del tribunal puedan hacerse cumplir aún contra la voluntad de los 

obligados. en la corrección disciplinarias. el objetivo que se persigue radica en mantener en 

buen orden y en hacer que los litigantes, que los terceros, que inclusive cualquier particular o 

los mismos subordinados. le guarden al titular del órgano jurisdiccional el respeto y la 

consideración que un funcionario de su jerarquía debe de tener. "42 

De esta manera la jurisdicción es la potestad con que se inviste al juez para 

aplicar el derecho, así como también el poder necesario para llevar a cabo la ejecución de las 

resoluciones judiciales a través de los elementos de decisión e imperio. 

B) B) El Juez: facultades y funciones. 

C) Como una emanación de la soberanía del Estado, este ejerce la función de 

adn1inistrar justicia, en la que intervienen necesariamente los hombres, que en ejercicio de 

dich.i función realiz.an la actividad de juzgar, con la característica principal de ser imparcial en 

sus fallos. Esta función el Estado la delega en el juez persona investida por la ley de poder 

aplicar la ley al caso concreto. 

El juez además como ya hemos visto posee imperio y poder de decisión, 

facultades que lo convierten en el sujeto más importante de un proceso, ya que él es quien 

e~tahlece la certidumbre sobre la justicia. 

Para Pallares. juez es el "Funcionario judicial investido de jurisdicción para 

conor.::cr. tran1itar y resolver los juicios así como para ejecutar la sentencia respectiva. La 

•• ,11 \ \ ,u V A. J11rµ,· ,\lh,:no e )p l"11 r <N 
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noción más generalizada del juez es la que se ve en él a la persona encargada de administrar 

justicia. "La palabra juez. dice Caravantes, trae su etimología de las latinas ius y dex, 

110111inativo poco usado y contracción de vindex, como si dijera iuris vindex, por que el juez es 

el \'indicador del derecho o el que declara, dicta o aplica el derecho o pronuncia lo que es recto 

o justo. Es pues. juez, la persona constituida con autoridad pública para administrar justicia. o 

la que ejerce jurisdicción con arreglo a las leyes, conociendo y dirigiendo el procedimiento de 

las causas cíviles y criminales, y dictando sobre de ellas la sentencias que creajustas".4
.1 

Se considera que la función del órgano jurisdiccional esta representada por una 

persona fisica denominada juez o magistrado o bien. por cuerpos colegiados titulados 

tribunales colegiados. tribunales superiores de justicia de los estados, tribunales agrarios o 

fiscales y Suprema Corte de Justicia de la Nación. El juez es la persona fisica dependiente del 

Poder Judicial Federal o Estatal en quien el Estado delega el ejercicio de la función 

jurisdiccional de aplicar la ley mediante un procedimiento judicial o administrativo de manera 

in1parcial. Para algunos autores el juez es la persona designada por el gobierno para 

adn1inistrar justicia dotada de jurisdicción, que se traduce en la potestad de mando. facultades 

coercitivas para hacer cumplir sus determinaciones y la facultad de decidir litigios a él 

so111c1idos. 

En este mismo orden de ideas el diccionario Espasa Calpe define al vocablo 

juez de la siguiente manera: "Jueces son los funcionarios que integran el personal juzgador 

que. junto con el no juzgador, constituyen el sustrato fisico de los órganos jurisdiccionales. 

En sentido amplio, jueces son las personas encargadas de estudiar y decidir si 

procede o no, en Derecho. dispensar las tutelas jurídicas que los sujetos solicitan mediante el 

proceso. 

' !'" 1 \Rl'"ó. l'Ju.1nk1 Op ("11 p 4_';f, 
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En el ejercicio de su función, los jueces actúan con desinterés objetivo, respecto 

a los asuntos que se les planteen y han de ser imparciales e independientes. Así mismo, los 

jueces deben ser también inamovibles. a la hora de juzgar. los jueces sólo están sometidos al 

imperio de la ley y del derecho. lo que significa que para determinar si se otorga o no la tutela 

pedida, deben proceder ateniéndose a las normas del derecho objetivo. Así mismo son 

responsable en el ejercicio de su función, pudendo incurrir, en determinados casos, en 

responsabilidad disciplinaria. civil y penal. 

En sentido restringido, y por oposición a la denominación "Magistrados" son 

jueces los juzgadores de órganos unipersonales, si bien la división no es tajante, ya que aún 

existen los llamados magistrados-jueces (cuando ocupan un órgano jurisdiccional unipersonal 

de cierta categoría) los magistrados de trabajo (en los órganos unipersonales del orden 

jurisdiccional laboral) "44 

2.- Proceso. 

Cuando alguna persona comete un ilícito penal. y al notificar dicha conducta al 

Estado. que es el titular ius punendi, mediante alguno de los requisitos de procedibilidad 

(querella o denuncia) nace una relación jurídica material de derecho penal entre el presunto 

delincuente, y el Estado, personificado por el Ministerio Público. quien por ley tiene el 

derecho abstracto de perseguir y de exigir una sanción para el delincuente, no de una manera 

arhitraria, sino mediante una resolución judicial. después de haberse cumplido ciertos 

requisitos y formalidades, que en conjunto se les denomina proceso. 

Con el mencionado proceso surge una relación procesal en la que interviene el 

Juez. el Ministerio Público. el acusado. la defensa, el ofendido y si la causa penal lo amerita 

pcritos y profesionales de diversas ciencias y artes. policía. testigos. etcétera. 

"llH ( H INARIO JI IIUl)l("O l"Sl'ASA CAi.Pi' 
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"El proceso. como nos dice, Florián, '"'se manifiesta con una relación jurídica 

que se desarrolla progresivamente entre varias personas ligadas por vínculos jurídicos"", con 

lo cual estamos de acuerdo. ya que. como hemos señalado, del proceso surge una serie de 

vínculos entre las personas que en él intervienen. principalmente entre las partes y el juez, ""de 

tal 111anera que los actos de unos originarán a su vez los actos de otros pero siempre regidos en 

todo por la ley"".4
~ 

En efecto en nuestro medio el proceso se encuentra regulado desde la 

Constitución general (articulo 20), de la cual emanan el Código Penal y el Código de 

Procedimientos Penales, según se trate los diversos tipos de delitos, estos serán de aplicación 

l'edcral y del fuero común. 

Esta relación incumbe al Estado a través de sus órganos jurisdiccionales, y se 

inici.i cuando el órgano acusador (Ministerio Público). se dirige ante el Juez ejercitando la 

acción penal, llevándose posteriormente todos los actos y actividades que sean necesarios para 

llegar a la sentencia, de los cuales se conforma el proceso. 

No esta por demás afirmar que el ofendido del delito que motive la causa penal. 

dehc ser tomada en cuenta en la relación principal y darle la calidad de parte en el proceso por 

que en caso de que no interviniese en el proceso el proceso no podría desarrollarse por ser 

indispensable para el mismo. 

A diferencia del contenido del derecho penal que se encarga de definir los 

delitos. señalar penas y medidas de seguridad correspondientes, el proceso penal esta 

con:,;tituido por un formulismo preciso, objetivo y concreto cuya secuela y fundamentación 

tiene su razón de ser en los aniculos 14, 16, 19 y 20 de la Constitución Federal. 

Se estin1a que la forma de todo acto procesal esta constituido a la conformación 

de Ji\'ersas diligencias que se practican el la Instrucción. como son la integración de la 

'' t ,,111 I (}\l)UFRANI'\. Mi1,:ucl An¡!cl t}J" Cil l'I h4 
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A\ criguación Previa. la Consignación, Liberación de la Orden de Aprehensión, Declaración 

Pn:p,iratoria del Inculpado. resolución de la situación jurídica del mismo (Auto 

C't1ns1itucional). Desahogo de Probanzas, careos. testimoniales, inspecciones, periciales. para 

cnn..:luir con las conclusiones y sentencia. 

La idea de proceso penal debe a su vez deslindarse del concepto de 

procedimiento penal. "del procedimiento recordaremos que evoca la idea de seriasión de 

haceres. actos o actuaciones. El procedimiento es la manera de hacer una cosa; es el trán1ite o 

rito que ha de seguirse. el orden de actos o diligencias penales. 

Del proceso recordaremos que implica una sucesión de actos a que nos hemos 

referido, pero unidos en atención a la finalidad compositiva del litigio, y esta finalidad es la 

que define al proceso en la medida en que también comprenda los nexos sobre los sujetos)' no 

se quede en lo 111eramente ritual... Por tanto los juristas- pero en especial para los 

proccsalistas- el proceso penal comprende al procedimiento judicial penal, y no éste a aquél. 

Profunda diferencia que de ser comprendida en su magnitud... Remarquemos a la vez que 

dentro del proceso penal se tramitan varios procedimientos y no uno sólo. Tenemos así 

di,·crsos procedimientos probatorios (testimoniales, confesionales, inspecciónales, etc.). 

procedimientos incidentales (competenciales, recusacionales, de nulidad, etc.). procedimientos 

inpugnativos (apelaciones. revocaciones, nulidades, etc.), procedimientos cautelares 

(en1bargos, detención preventiva. etc.).46 

A) Objeto del proceso. 

"El objeto del proceso esta constituido por todo aquello que sea tema del mismo 

( prnl"cso) y que el juez tiene que resolver en la sentencia. 

(~0111ctido el delito. surge, como se ha señalado, una relación procesal entre el 

Fslé.ldtl y el delincuente: determinar esa relación es lo que constituye el objeto del proceso. 

"·,11,·,,11VA.J.,r1;s·,\l~n,,Op("i1 pp IClf•)o-107 
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Al respecto. Florián indica que el objeto fundamental del proceso penal es una 

dcternlinada relación de derecho penal que surge de un hecho que se considera como delito y 

se desarrolla entre el Estado y el individuo al cual se atribuye el hecho, con el fin de que sea 

aplicada a este último la ley penal". 47 

B) Fines del proceso. 

Al efecto, Silva Silva se inclina a manifestar que: "El fin o los fines del proceso 

penal en última instancia y meta final. conduce a los mismos fines generales del derecho: 

alcanzar la justicia, el bien común y la seguridad jurídica, a los que Lefur, Delos, Radbruch y 

Carlyle se refieren en su momento ... Punto conocido es el que el proceso en general tienden a 

orientarse o esta orientado a la composición del litigio o a la satisfacción de la pretensión. 

según la idea que impere. Si se trata de un litigio calificado como penal. su fin habrá que 

reducirlo a la mera composición del conflicto penal, que a su vez es el medio de restablecer el 

orden jurídico que, se dice, se ha violado. 

Descendiendo a las ramas del proceso, la enunciación de fines se multiplica. 

Así. según las ya apuntadas definiciones del proceso penal las finalidades serian: Para Bettiol, 

fijar las condiciones de hacho de los cuales deriva el ius poniendi y el deber de sujetarse a la 

pena el reo; para MacLean Este nos, conducir a una sentencia condenatoria o de absolución; 

para Prieto-Castro. determinar si en el caso concreto el Estado tiene derecho a castigar; para 

De Pina. aplicar la ley penal."411 

"Florián clasifica tales fines en generales y espec(ficos. Los generales, a su vez. 

pueden ser inmediato.,· y mediatos. y los específicos se subdividen en investigar la verdad e 

incli,·iclualizar la personalidad de/justiciable. 

,· < ,\, 1 11 I_O SI Jlll:RANF.'i. Mig.ut:l Ang.d Op Cit. p b5 
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El fin Keneral mediato alcanza según Florián, los fines mismos del derecho 

penal- prevención y represión del delito-, en tanto que el inmediato, la aplicación de la nonna 

material de derecho penal al caso concreto. 

Teniendo en consideración este fin general, se advierte que el proceso penal, 

seg.Un sus características, puede ser penal represivo o penal preventivo. El primero procura 

sancionar la peligrosidad delictiva, en tanto que el segundo sólo pretende evitar la comisión de 

delitos. 

En México es desconocido el preventivo, cuyo ejemplo se encuentra en la ley 

española relativa a vagos y malvivientes. 

En los fines espec(f,cos, Florián destaca dos: La verdad histórica. como 

contrapartida a la verdad ficticia o formal; y la personalidad del justiciable, que ha llamado la 

atención a García Ramírez. 

En el caso de la verdad -que es única-, parece ilógico clasificarla, pero esto 

ocurre entre los juristas. Se alude así a verdad real o histórica, o a verdad formal. 

En la llamada verdad formal, la adecuación entre el hecho y la idea que del 

n1isn10 se tiene ocurre prácticamente por decreto. 

En la verdad históricu. conocida propiamente como la verdad real (verdad 

verdadera), la adecuación entre el hecho ocurrido en el pasado y la idea que del mismo nos 

formamos hoy resulta perfecta. Es en este sentido que se ha dicho que el juez es también un 

historiador" ... ') 

"Técnicamente la verdad material (o histórica) - dice Briseño Sierra - significas 

la 111:.ís eficiente reproducción del acontecimiento discutido: pero en el ámbito procesal y aun 

en el extenso campo de la juridicidad, esa reproducción suele estar impedida por razones 

legales. Así. cuando se considera la confesión como una declaración de voluntad, vinculativa 

,., lh1,k111 1~ l'il I' lllll 
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pura las partes y el juez, el valor de este medio de convicción resulta tasado o previo y aparece 

con10 una barrera en la búsqueda de esa verdad material" so 

"Por lo que hace a la personalidad del justiciable. importa que sea investigado, 

no soln para graduar la sanción en el caso que la sentencia fuera en contra. sino también para 

dclcnninar mediante el conocimiento de su persona si es o no imputable ( en los términos del 

derecho penal), y aun 

si puede figurar como parte dentro del proceso. 

Descendiendo del nivel del proceso penal a los procedimientos penales, habrá 

de advertir que sea cual fuere el procedimiento empleado (probatorio, cautelar, impugnativo, 

cte.) debe inspirar en sus fines a los ya mencionados ( del derecho del proceso en general. del 

proceso penal ). " si 

3.- Principios del proceso: 

A) Para nuestro estudio tiene relevancia el tratar los principios de 

indisponibilidad, irrevocabilidad o irretractibilidad del objeto del proceso, el cual consiste que 

una vez ejercitada la acción penal por el Ministerio Público ante el órgano jurisdiccional, este 

no se puede desistir de la acción intentada y se encuentra obligado a continuarla hasta que el 

juez ponga fin al proceso con una sentencia ya sea esta condenatoria o absolutoria. De esta 

forn1a. las partes no pueden en ningún momento disponer del proceso. establecer limitaciones 

o i1nponer al juez su criterio toda vez que este funcionario go?.a de las facultades para clasificar 

al delito de manera diversa a la realizada por el Ministerio Público, ya que dentro de las 

tilcultades que la ley confiere al juzgador son las funciones específicas decisorias. que el 

Ministerio Público al convertirse en parte carece por lo tanto de autoridad decisoria. 

~· 111{1,1 N<) ~ll:RRA. llumhcrt,~ Cons1dcra<:ioncs l!!encndcs sobre el Código l'n.>ecsal C-lril de~. 2" [dici,ln Edil l.imusa. 1'170. 
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El Ministerio Público que al momento de desistirse o reconocer la inocencia del 

inculpado invade facultades reservadas de la voluntad soberana del juez, convirtiéndose en un 

coadyuvante de este: ya que de conformidad con lo ordenado por los artículos 323 y 324 del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, "si el pedimento del procurador 

fuere de no acusación, el juez, al recibir aquél, sobreseerá en el asunto y ordenará la inmediata 

lihcrtad del procesado produciendo el sobreseimiento. los efectos de una sentencia 

ahsolutoria". 

Como sabemos. la jurisdicción consta de dos elementos a saber: el imperio, que 

se traduce en la facultad ejecutiva para ordenar que se cumplan las determinaciones judiciales 

y la decisión que se traduce en la facultad de que se encuentra investido el juez para aplicar las 

leyes al caso concreto. 

al 111on1ento de dictar su sentencia misma que supone la existencia de un juicio previo con 

todas las formalidades del procedimiento necesarias para determinar si el hecho es o no delito 

y si existe o no responsabilidad. En consecuencia el Ministerio Público invade la función 

decisoria del juez que equivale a disponer del proceso al abandonar la acción penal que se 

traduce en el sobreseimiento del negocio. 

B) Respecto del principio de inmutabilidad del objeto del proceso. este se hace 

consistir en que una vez constituida la relación procesal su desarrollo queda fuera del alcance 

de las partes. las que no pueden buscar una solución distinta a la soberana decisión del órgano 

.iurisdiccional. siendo este el único capacitado para decidir si el sujeto a quien se le imputa el 

delito es responsable o no. Este principio se deriva del carácter público del proceso penal en 

con1ra posición al proceso civil, donde las partes pueden renunciar o transigir y dar por 

tcrn,inado el proceso situación que evidentemente no opera en el proceso penal donde ni el 

Ministerio Púhlico. ni el acusado ni la defensa se encuentran facultados para detener el proceso 

~ darl1...· una solución distinta a la que el juez dicte. 
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"Sin embargo, de acuerdo con los artículos anteriormente citados del Código de 

Procedimientos Penales, concomitantemente con el artículo 298~ fracción I~ en relación con los 

aniculos 294, 295, 302, 303 y 304 del Código Federal de Procedimientos Penales, si el 

pedin1cnto del procurador fuere de confirmar o formular conclusiones no acusatorias, el juez, 

al recibir aquél, sobreseerá el asunto, lo que equivale a que el Ministerio Público invada 

funciones del órgano jurisdiccional, por lo que es necesaño que. confonne al artículo 21 

constitucional. independientemente de que el Ministerio Público formule conclusiones de no 

acusación, el juez., de acuerdo con sus funciones decisorias y en cumplimiento estricto de 

nuestra ley, debe valorar y comprobar los pedimentos de las partes y sentenciar de acuerdo a 

ello. pues sólo la declaración del juez debe tenerse como valor legal~ y debe rechazarse que el 

Ministerio Público esté autorizado para desistirse, aunque con ello reconozca la inocencia del 

inculpado, por que ello compete única y exclusivamente al órgano jurisdiccional" jl 

Para este principio existen casos de excepción por lo que hace a los delitos que 

se persiguen de querella, donde el ofendido por el delito, su 1cpcscntante legal o tutor especial 

1nanitiesten su voluntad de que no se persiga a quien cometió el delito otorgándoles el perdón. 

En consecuencia esta manifestación de voluntad. es la extinción de la responsabilidad penal y 

el cese del procedimiento o la ejecución de la pena. como se podrá notar en esta especie de 

delitos. es el juez quien decreta el sobreseimiento que lo n:ali7.a mediante una resolución 

judicial ejercitando su facultad decisoria para poner fin al proceso. 

4.- El acto investigatorio y jurisdicción: 

A) Valor probatorio de las diligencias practicadas por el Ministerio 

Público. 

Cometido un hecho delictuoso surge el derecho a castigar al autor de parte del 

Estado. y mediante la institución denominada Ministerio Público la obligación de ejercitar la 
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acción penal. apegada en todo momento al principio de legalidad consagrado en nuestra 

Constitución General. en estas condiciones el órgano acusador (Ministerio Público) inicia la 

fase denominada Averiguación Previa. Etapa procedimental en la que el órgano citado recibe 

de la ciudadanía las denuncias. acusaciones o querellas sobre hechos que pueden ser 

constitutivos de delitos y practica todas aquellas diligencias que sean necesarias para el 

esclarecimiento de la verdad, por lo que a la vez que investiga y persigue el delito se allega de 

las pruebas que le sean indispensables para ejercitar la acción penal, cumpliendo con los 

requisitos exigidos por el artículo 16 constitucional. 

De lo antes transcrito se infiere que en esta primera fase del proceso penal tiene 

por objeto el órgano acusador investigar delitos y reunir las pruebas suficientes para presumir 

la responsabilidad del delincuente y se habrá la causa penal correspondiente. 

No debe de ignorarse, "que la base legal y fundamental del procedimiento penal 

es la Averiguación Previa. la cual es practicada por el Ministerio Público. sus auxiliares. Jefes 

de Hacienda Federal y síndicos municipales. en suplencia, o sea. en los lugares en donde no 

exista dicha institución ... La Averiguación Previa viene a ser la piedra angular de ese edificio 

tan aparenten1ente bien construido denominado proceso penal, puesto que con ella el 

Ministerio Público debe plasmar las bases sobre las que se fincará. la jurisdicción del jue~ 

cuyos elementos fundamentales son la comprobación del cuerpo del delito (elementos del típo 

penal) y la presunta responsabilidad del acusado, bajo pena de nulidad del procedimiento y 

libertad del inculpado si falta alguno de ellos" '-
1 

Sentado lo anterior nos queda c.laro que la Averiguación Previa penal es la 

fase fundamental de la acción penal que incumbe al Ministerio Público. la cual debe 

desarrollarse 111cdiante un proceso adnünistrativo en el que dicha autoridad. ejerciendo también 

sus funciones de policía, procede a la investigación de la comisión de los delitos y a la 

'· 111 1 \ t 'RI ll. A;m.:w O¡, Cil p Q] 
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inter\·cnción de los autores aponando los elementos que comprueben los elementos del tipo y 

la presunta responsabilidad. Todas las diligencias e investigaciones que realiza el Minisrerio 

Público en la Averiguación Previa lo hace con el carácter de autoridad~ teniendo imperio, ya 

qut: esta facultado para imponer por vía de corrección disciplinaria multas que no excedan del 

i111portc de un día de salario mínimo general vigente en el distrito federal, arresto hasta de 

treinta y seis horas y el auxilio de la fuerza pública, de los artículos 20 en concordancia con el 

articulo treinta y tres fracción 111 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal. 

Cuando el Ministerio Público ejercita la acción penal pierde su carácter de 

autoridad decisoria y se convierte en parte y también queda sujeto a las determinaciones 

judiciales. 

Ahora bien en la fase investigatoria donde el Ministerio Público actúa como 

autoridad y en donde la fuerza probatoria de las diligencias que practica tiene la misma fuerza 

y el 1nismo valor que las diligencias que se practican ante el juez. esto se desprende de la 

fracción II del artículo 20 constitucional siempre y cuando se encuentre asistido de su 

detCnsor. El juez. en este sentido. al imponer una pena, tiene que atenerse a la valoración de la 

prucha que hace un agente del Ministerio Público. "estamos constriñendo al juez a la 

valoración que de ella ha hecho el órgano acusador y volviendo a los tiempos del sistema 

inquisitorio en que un sólo órgano es juez y parte en el proceso, lo cual es absurdo. ya que si el 

conslituyente de 1916·1917 tuvo extraordinario empeño en quitarle al juez sus funciones 

inquisitoriales. que lo convertían simultáneamente en acusador y en parte. por el contrario se 

considero conveniente que tales funciones las asumiera en lo sucesivo el Ministerio Público. 

pues resulta claro esle. durante la Averiguación Previa, actúa por si y ante si. con carácter de 

auloridad decisoria. y hace lo misn10 que antes hacían los jueces; es decir. por una parte recaba 

exolil'.io las pruebas de cargo. y. por otra, debe emitir un juicio de valoración razonada sobre 
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dichas pruebas a efecto de determinar si ejercita o no la acción penal en contra del acusado. 

por lo que el Ministerio Público realiza funciones de juez y parte. actuando en forma 

inquisitorial .. ~~ 

8) Poderes del juez en el curso del proceso. 

Comenzaremos por tratar de conceptuaJizar la noción de instrucción; señala 

Gnnz:ilez Bustamante, significa "enseñar, informar de alguna cosa o circunstancia". A su vez., 

instn1ctor proviene de instructoris. que significa supervisor. Trataremos de analizar la 

connotación del vocablo dentro del derecho procesal donde tiene dos acepciones: 

"a) La que implica el verbo instruir, es decir, enseñar. mostrar, formar, 

adoctrinar. ilustrar. preparar. encaminar, explicar, etc. 

b) La que denota aJ sustantivo instrucción, que quiere significar lapso o período 

dentro del cual se realizan diversos actos procesales. 

La instrucción no es privativa del derecho procesal penal. ya que existe 

instrucción en los procesos civiles, mercantiles, laborales o familiares. El que alguno de los 

trata<listas de estas áreas no le quieran nombrar así, no es óbice para negar su existencia ... 

recordemos a Cipriano Gómez Lara que en su obra derecho procesal civil considera la 

instrucción. cuyo propósito es "acercarle al juzgador todo el material informativo para que se 

produzca el juzgamiento con la propiedad jurídica y lógica debida"ss 

Motivo por el cual el órgano jurisdiccional no debe permanecer estático, en la 

sccul'la del procedimiento. como simple receptor de las pruebas que le aporten las partes, sino 

que debe de buscar los elementos de convicción adicionales para llegar a descubrir la verdad 

dt..• !ns hechos puestos a su jurisdicción~ si bien es cierto que el Ministerio Público valora todos 

k1s pruebas en la etapa de averiguación previa sus efectos no son tan trascendentales. como 
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cuando los aprecia el juez. ya que de dicha valoración se infiere la responsabilidad de la 

conducta realizada por el sujeto para emitir una sentencia. 

En estricto derecho el juez no reali7.a funciones investigatorias. con esto no 

quere,nos decir que el juez no pueda decretar y ordenar la práctica de alguna diligencia 

tendiente a aclarar alguna prueba ofrecida por las partes y que dicho órgano jurisdiccional 

considere obscura o insuficiente. El juez tiene la facultad para ordenar en los procesos sujetos 

a su jurisdicción. los trámites y providencias necesarios para la pronta y eficaz administración 

de justicia, ya que cuenta con el imperium necesario para la comprobación de los elementos 

del tipo con el goce de la acción más amplia para emplear los medios de investigación que 

esti111e conducentes. según su criterio. aunque no se encuentren detallados en la acción penal. 

" En tal sentido. no debe confundirse al juez con un investigador del delito. 

sustituyendo al Ministerio Público en sus funciones; el juez debe, en todo momento. cumplir 

con la función más alta que le ha confiado la sociedad: La de poder decidir y aplicar la ley en 

el caso concreto. y si esta investido de esa autoridad, puede decidir sobre la inocencia o 

culpabilidad de un procesado y, lógicamente, debe también valorar el grado de responsabilidad 

que se deduce en las constancias procesales. 

El Ministerio Público. en todos los casos. debe motivar una resolución de la 

jurisdicción: resolución que, por provenir de un juez. es apelable y recurrible, y si al Ministerio 

Público se le concede la facultad decisoria. sería un juez inapelable. cuyas decisiones no 

pueden impugnarse y, por tanto, sería irresponsable"~ 

Asimismo. el artículo 291 del Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal. en corroboración de lo antes transcrito: "nos ordena en caso de que el 

inculpado desee declarar será examinado sobre los hechos que se le imputan para lo cual el 

juez adoptará la forma términos y demás circunstancias que estime conveniente y adecuadas al 
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caso. a fin de esclarecer el delito y las circunstancias de tiempo y lugar en que se concibió y 

ejecutó". 

5.- l..a apertura del juicio y la acción penaL 

La preparación del juicio o debate se inicia mediante lo que podría considerarse 

un auto de apertura del proceso principal, y que en el ritual cotidiano de nuestros tribunales se 

identifica con la resolución que ordena se le "corra traslado al Ministerio Público, para que 

presente conclusiones" ... Esta fase termina en el momento en que se tiene por contestada la 

demanda del acusado; es decir, se tienen por presentadas las conclusiones de este, o se 

resuelve que fictamente se han presentado las de inculpabilidad. 

Esta subfase -que se suele llamar preparación del juicio o debate- consiste 

realmente en el momento postulatorio. en especial de concretas pretensiones. Es aquí donde 

ambas pares exigen del órgano jurisdiccional la declaración favorable en sus exigencias 

sustantivas. 

A) Conclusiones en general 

La discusión. deba/e, audiencia o vista. se inicia en el momento en que el 

tribunal cita a las partes para la audiencia de "vista", llamada también audiencia final, y 

anteriormente audiencia de fallo. Transcurrida la citada audiencia, la fase concluye con la 

declaratoria de "vlsto el proceso". 

El periodo decisorio comienza con la resolución del tribunal a través de la cual 

deja "citadas" a las partes para "oír sentencia". La fase concluye en el momento en que el 

tribunal dicta los "puntos resolutivos". firmando su determinación final (sentencia). s, 

Las pretensiones de las partes en el proceso son sometidas al tribunal que 

conoce del litigio y son los resultados de los elem,;ntos instructorios. cuya finalidad es que las 
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¡1.1r11.:s fijen de una forma concreta sus respectivas posiciones en relación con el debate que ha 

de rlantearse. 

Para Alcalá-Zamora y G. Cabanellas, nos indican que por conclusiones debe de 

entenderse los puntos de hecho y de derecho contenidos en el escrito que con tal non1bre, 

dehen presentar el Ministerio PUblico y el defensor del procesado, que han de contener: a) Los 

hechos que se consideren probados; b) El delito que integran; e) El autor, coautor y 

encubridores del mismo; d) Las circunstancias modificativas de la responsabilidad penal; e) La 

pena que debe imponerse o, en su caso, la absolución del procesado. 

Para Sánchez Colín las conclusiones son: "actos procedimentales realizados por 

el Ministerio Público, y después por la defensa, con el objeto, en algunos casos, de fijar las 

bases sobre las que versará el debate en la audiencia final, y en otros. para que el Ministerio 

Púhlico. fundamente su pedimento y se sobresea el proceso". 

8) Conclusiones del Ministerio Público. 

El Ministerio Público conforme a los elementos instructores del proceso. ha de 

precisar sus conclusiones. mediante las cuales podrá solicitar al órgano jurisdiccional que le 

sea aplicada una pena al infractor por considerarlo responsable de la comisión de algún delito. 

o hien. deberá de expresar las razones de hecho y de derecho en que se funda para no acusar y 

solicitar la libertad del procesado y el sobreseimiento de la causa. De lo antes transcrito se 

infiere que las conclusiones realizadas por la representación social podrán ser acusatorias y no 

acusatorias. en cualquiera de las dos hipótesis deberá cumplir con los requisitos ordenados por 

la legislación procesal penal vigente. ( los ar1iculos 315-325 del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal ). 

Las conclusiones elaboradas por el Ministerio Público deben de reunir ciertos 

rc4uisitos de forma y de contenido: deberán presentarse por escrito; señalar el órgano 

jurisdiccional ante quien se fonnulen; determinar el proceso a que se refiere; nombre del 
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procesado; una exposición de los hechos invocar los preceptos legales, doctrina y 

jurisprudencia aplicables y señalar los puntos concretos d~ la acusación. En cuanto al 

contenido estas deberán entrañar una exposición sucinta y metódica de los hechos. un estudio 

de los medios de prueba en relación con el delito y con la personalidad del delincuente; con el 

o~jeto de que el juez pueda individualizar e imponer, con forme al caso una pena o medida de 

seguridad. 

Formuladas las conclusiones del órgano acusador, el expediente se pone a 

disposición de la defensa para que a su vez formule las suyas. 

B) Conclusiones del defensor. 

En las convulsiones de la defensa se da la posibilidad de clarificar la posición 

del procesado dentro de su derecho de defensa, por Jo que la naturaleza jurídica de estas 

conclusiones es una verdadera contestación a la aLusación de que fue objeto. 

"En las conclusiones del penalmente demandado se consagra con plenitud el 

d,·rccho procesal de defensa, entendido este como oportunidad de contradecir las 

pr,·1,•nsiones del demandante. Vale decir, como derecho de contradicción o contrapretensión. 

Cuando el legislador concede el derecho de defensa o contradicción. no importa 

sahcr si el penaln1ente demandado tendrá o no buenas razones para exculparse n defenderse. 

Simple y sencillamente el legislador le da la oportunidad de que pueda contradecir las 

pretensiones del acusador. 

No vale entonces negar el derecho a contradecir, so pretexto de que no posee los 

derechos substanciales en que se pretenden fundar las excepciones del penalmente den,andado. 

En otro lugar dijimos que el derecho de de/en.fa es independiente del derecho material en que 

se sustenta la pretensión. 

Las pretensiones del demandado (contrapretensiones) a su vez se plantean en el 

c.:ucrpn de sus conclusiones. Las pretensiones de este, al igual que las del den1andante. 
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coinciden en que ambas exigen del órgano Jurisdiccional la declaración favorable a sus 

exi}.!encius sustantivas. 

Uno de los efectos que produce la presentación de conclusiones a cargo de la 

defensa- afinna Colín Sánchez es el fijar los actos de defensa sobre los que versará la 

audiencia, a la que mejor seria llamarle debate.51 

No poden1os tenninar de hablar de las conclusiones sin manifestar que las 

conclusiones definitivas del órgano acusador sólo pueden modificarse por causas 

supervenientes y en beneficio del procesado. La defensa podrá modificarlas libremente en 

cualquier tiempo. hasta antes de que se declare visto el proceso. 

'"lh11l.:m p J.'i:'> 
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1.- Definición y concepto de prescripción: 

Al abordar el concepto de prescripción, por razones obvias tendremos que 

recurrir a tratadistas civilistas. en virtud de que dicho concepto tiene su origen en el derecho 

ron1ano. como apunta Troplong -citado por Eduardo Pallares - quién nos indica: "Según el 

Derecho Romano. la citación en justicia no podía jamás transformar a una acción que, por su 

naturaleza era temporal, en perpetua. Para obtener este resultado era necesario llegar hasta la 

litis conlestatio a virtud de la cual se consideraba obligado el demandado a reconocer el 

derecho del demandante tal como existía en el tiempo de la litis. si este último probaba ese 

derecho. A virtud de este cuasi-contrato, la litis contestatio novava la acción original y de 

te1nporal se hacía perpet~ es decir, la hacía durar treinta años. Justiniano creyó deber 

111odi1icar esta jurisprudencia en lo concerniente a las acciones perpetúas por su naturaleza. es 

decir. que duraban treinta años, de acuerdo con las Constituciones de los emperadores. Quiso 

que la litis contestatio las prorrogase cuarenta. (Ley última del Código de Prescript. 30 vel 40 

annor. ). ""De esta manera, cuando se trataba de una acción temporal. la litis contestatio la 

prorrogaba hasta 30 años; cuando se trata de una acción prescriptible. la prorrogaba hasta 40. "" 

A<len1ás existía un principio fundamental en el Derecho Romano y que cita el mismo 

Troplong: "Por lo demás, dice, en tanto que el procedimiento continua, la prescripción no es 

posible. aunque la acción durase JO, 40 y 50 años. Se conoce la máxima: Actiones inclusae 

judicio non pereunt." Esta máxima esta tomada del título del digesto que enuncia las diversas 

reglas del derecho, entre las cuales figura la 139 que dice: "Todas las acciones que se 

extinguen por la muerte o por el tiempo. pennanecen salvadas. una vez que se han deducido en 
' • • u\•¡ 
JUICIO. 

Por lo antes transcrito inferimos que en el Derecho Romano la acción se hacía 

pcrJ)l:tua cuando el demandado contestaba la demanda, y al contrario sensu el hecho de no dar 
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contestación a la misma hacía que esta prescribiera dentro de los 30 o 40 años posteriores, 

segün la naturaleza de la acción. contados a partir de que la acción era exigible. 

A) Definición de prescripción: 

En virtud de que el presente trabajo, nos proponemos a estudiar la prescripción 

del ejercicio de la acción penal. abordaremos el tema desde la perspectiva del derecho penal, 

en virtud de que ese es nuestro objetivo, por lo que a continuación citaremos diversos 

conceptos. que como ya quedó asentado tienen su origen en el derecho civil; a mayor 

ahundamiento citaremos la definición plasmada en el diccionario jurídico Espasa que apunta: 

"La prescripción constituye una manifestación de la influencia que el tiempo 

tiene sobre las relaciones jurídicas y los derechos subjetivos. Estos a lo largo de aquel, nacen, 

se ejercitan y mueren. Aquí nos corresponde estudiar una de las causas que determinan la 

desaparición de aquellos: La prescripción extintiva. 

Pero bajo el término prescripción se recogen dos instituciones esencialmente 

distintas entre sí: La prescripción adquisitiva o usucapio y la prescripción extintiva. A pesar de 

su 111isma denominación las diferencias entre ambas figuras son substanciales. Brevemente 

dirc111os que la usucapio determina un efecto adquisitivo de un derecho real y que además de 

con el tiempo juega con el elemento fundamental de la posesión. En cambio la prescripción 

e:,.:tintiva provoca la desaparición de un derecho real o de un crédito o de una acción, y se basa 

en un dato puran1ente negativo como es el no ejercicio de su derecho por el titular del mismo. 

Esta diferencia entre ambas figuras tiene la importante consecuencia práctica de impedir la 

aplicación analógica de las normas de ambas. 

Puede definirse la prescripción extintiva como el modo de extinguirse los 

derechos y las acciones por el mero hecho de no dar ellos adecuadas señales de vida durante el 

paso lijado por la ley (De Castro). Así se pone de relieve con10 junto con el transcurso del 

1i1.:1npo lo caracteristico de la prescripción extintiva es la inacción del titular del derecho 
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dur.111tc toda la extinción de aquel; Es lo que se ha denominado con acierto como "el silencio 

de la relación jurídica" (Alas. De Buen y Ramos). 

Cuestión tradicionalinente problemática al estudiar la prescripción ha sido la de 

dctcrniinar cual sea su fundamento: pues en principio parece extraño que simplemente por el 

no uso pueda verse alguien privado de su derecho. Las justificaciones de la doctrina han sido 

n1uy diversas: se ha basado en la renuncia tácita del titular del derecho. en el mantenimiento 

del huen orden social. en el intento de evitar las dificultades en la prueba de las relaciones 

jurídicas que se prolongan indefinidamente en el tiempo ("Probatio diabólica"), en la idea de 

sanción contra el propietario que actúa negligentemente con sus bienes en la seguridad jurídica 

que no puede lograrse sin las situaciones inciertas se mantienen prolongadamente, siendo 

necesario que el derecho objetivo ponga fin a las mismas. Todas ellas son validas, si bien sólo 

contc1nplan aspectos parciales de la institución. Pero. en definitiva, lo cierto es que la 

prescripción aunque puede dar lugar en ocasiones a situaciones injustas, constituye una 

necesidad de orden social. pues sin ella se primaria la negligencia en el ejercicio de los 

derechos. gracias a la prescripción se logra una purificación en el tráfico jurídico que impide 

las reclamaciones desleales por parte de quienes no se consideran merecedores de la protección 

del ordenamiento. dada la pasividad con que se comportan sobre sus derechos. 

El estudio de la naturaleza jurídica de la prescripción exige partir de una 

pren1isa básica: la prescripción es un modo de extinción del derecho por la inacción de su 

titular durante el tiempo que marca la ley. De esta idea se desprende sus caracteres básicos. "60 

a) La prescripción al actuar por ministerio de ley. no permite que los 

pnrticulares amplíen o disminuyan el término de la misma, no obstante que no existe 

disposición legal que prohiba dichos pactos. 

,~, lllt t lll~ARIO JI IJ.1.lllll'I) l'SPASA ("Al.PI· 
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b} Con motivo de su origen legal la prescripción actúa Ipso iure una vez que se 

haya cumplido con el plazo respectivo, en materia civil no es estudiable por parte de los 

trihunales de oficio. y en materia penal sí. 

e) Son susceptibles de prescripción la mayoría de los derechos y acciones. con 

excepción de los relativos al estado civil, a la personalidad y los derechos de familia: aunque 

algunas veces algunas acciones tituladas por estos derechos estén sometidos a plazos de 

caducidad. 

d) Tampoco prescriben las acciones declarativas como son inexistencia, nulidad 

y sin1ulación. aunque algunas acciones restitutorias derivadas de las mismas si son 

susceptibles de prescripción. 

e) Las excepciones se ha discutido de que sí son prescriptible en nuestra opinión 

si lo son vgr. la preclusión. 

En el área de lo jurídico, la prescripción tiene diversas variantes, en materia 

ci\'il se dice que "prescripción es la facultad o el derecho que la ley establece en favor del 

<lcudor. para excepcionárse validamente y sin responsabilidad de cumplir con su prestación, o 

para exigir a la autoridad competente la declaración de que ya no se le puede cobrar en forma 

coactiva la prestación. cuando ha transcurrido el plazo que otorga la ley al acreedor para hacer 

ct~ctivo su derecho."111 

En este mismo orden de ideas. "consideramos que la prescripción penal puede 

dclinirse así: es el fenómeno jurídico penal por el que, en razón del simple transcurso del 

tic111po. se limita la facultad represiva del Estado. al impedírsele el ejercicio de la acción 

pcrs,:(;'utoria o la ejecución de las sanciones impuestas."62 

De la definición citada se obtienen las siguientes consideraciones: 

'e ,1 · 1 U fUU·/ Y <illN/Al.1./. Eme<U" IJ..,r,:.:ho de l:is Obli;;aóoncs ~a. Edición. Edit Caii.:a S A Mé•dco 11174 (1 7KCJ 

\ 1 1 , 1 KI VIÑC). s,·lF"' 1 a i'ro.crm,;ron en M:11en.1 rc-nat la Edición Edil. Trill:tl> s A MC:xi.:n IW~ 11 ~7 
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a) Se trata de un fenómeno jurídico penal; en virtud de contar con una 

regulación nonnativa y que forma parte del sistema de la legislación penal. 

b) La prescripción opera por el simple transcurso del tiempo; con el devenir del 

tic,npo el que hace funcionar al instituto de la prescripción tanto de la acción persecutoria 

con,o de la sanción y de la pena. en este talante es aplicable el criterio sustentado por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis cuyo rubro es: 

"PRESCRIPCION DE LA ACCION Y DE LA PENA. Hay dos clases de 

prescripción: la de la acción y la de la pena. La acción penal como derecho de persecución que 

nace cuando se ha cometido un delito. prescribe por el transcurso del tiempo si no se ejercita 

por el Ministerio Público. reclamando del órgano jurisdiccional, la reclamación del derecho en 

el acto que estima delictuoso y la detenninación de la pena que debe aplicarse al delincuente. 

Consecuentemente. la prescripción de la acción supone una inactividad del Ministerio Público 

por todo el tiempo que la ley señala como suficiente para extinguirse por su no ejercicio o 

actuación de ese derecho de persecución. En cambio, la prescripción de la pena supone el 

incu111plimiento de la sentencia y el quebrantamiento. en una pena pñvativa de la libertad. es 

cahahnente la fuga. 

Amparo directo 8793/60. Santos Rodríguez Maravel. 2 de mano de 196 J. 

llnanimidad de 4 votos. Ponente: Manuel Rivera Silva. Sexta Epoca. Primera Sala. Semanario 

Judicial de la Federación. Tomo XLV. página 63"'. 

e) La prescripción es limitativa del ejercicio de la facultad represiva del Estado, 

si: caracteriza por la limitación al ius puniendi que es el derecho penal en sentido subjetivo o 

derecho de penar y el derecho penal en sentido objetivo o ius pocnale. O sea. la prescripción 

tiene que ser entendido como uno de los casos de excepción al principio general que autoriza y 

ohliga al Estado a la persecución de los delitos y a la sanción de los delincuentes, excepción 

que 1i1.;ne como fundamento sólo el transcurso del tiempo. 
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La ley mexicana vigente se ocupa de tratar el problema de la prescripción en los 

articulas 100 a 118 del Código Penal, lo que revela la existencia de un conjunto de normas 

qui:. a nivel de Derecho Penal objetivo, tratan y regulan el fenómeno que, por el propio 

contenido sustancial de tales normas implican una limitación legal a la facultad represiva del 

Estado. o seas al Derecho Penal subjetivo o ius puniendi. 

d) La prescripción es de carácter personal ya que es aplicable única y 

exclusivamente al presunto responsable de un delito, en la etapa de averiguación previa, 

asin1ismo al sentenciado que se sustrae a la justicia una vez comprobada su responsabilidad y 

los t•len1entos del tipo penal. 

e) La prescripción producirá su efecto, aunque no la alegue como excepción el 

acusado; toda vez que en materia penal no hay excepciones. sin embargo el juez suplirá de 

oficio dicha salvedad tan Juego tengan conocimiento de ella, sea cual fuere el estado del 

proceso. 

t) El Ministerio Público en su doble función de autoridad (en la averiguación 

pn:,·ia). y como parte en el proceso. En el primer caso, se infiere de la lectura a contrario sensu 

de la fracción I del articulo 4 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 

l)istrito Federal. en virtud de lo anterior, la Representación Social debe de abstenerse de 

ejercitar acción penal entre otras razones cuando haya operado la prescripción. Y la otra 

hipótesis se encuentra regulada cuando este órgano deja de ser investigador y se convierte en 

parte de confonnidad con lo ordenado por los artículos 6 y 8 del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal. solicitando "la libertad del procesado ... en los casos ... de 

prescripción ... ". Cabe hacer notar que el Ministerio Público solicita y es el Juez quien resuelve. 

B) Concepto de prescripción: 
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De conformidad con lo supracitado y con nuestra forma de ver el objeto de 

estudio de esta investigación. referente al concepto de prescripción, esta es: "la autolimitación 

que el Estado se impone para perseguir los hechos con apariencia de delito o ejecutar las 

sanciones impuestas a los delincuentes, por razón del tiempo transcurrido".6
'. 

En este orden de ideas la autolimitación a que se refiere el concepto es que en la 

mayoría de las legislaciones que regulan el fenómeno de la prescripción, el propio Estado 

Sohcrano el que, por medio y a través de sus sistemas legislativos, se impone limitaciones a su 

derecho y deber de perseguir y sancionar las transgresiones a sus leyes penales. 

Si recurrimos a la teoría tripartita de la división del poder, nos encontramos que 

dentro del mismo Estado, el poder supremo se encuentra dividido para su ejercicio, y por 

mandato de disposiciones constitucionales podemos afirmar que todo lo relativo al delito 

(acción persecutoria. fijación y ejecución de las sanciones), es facultad exclusiva del propio 

Estado con apego a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En 

consecuencia, el gobierno es el primer obligado a restringir su actividad represiva, en 

acata111iento a las normas jurídicas que legisla. ejecuta y aplica, en este orden de ideas quedan 

reflejados a los poderes Legislativos, Ejecutivos y Jurisdiccional. 

Como observamos la finalidad de la autolimitación en ejercicio de su soberanía 

el Estado regula el fenómeno de la prescripción para dos hipótesis que son absolutamente 

diferentes: el ejercicio de la acción persecutoria y el ejercicio de las sanciones que se hayan 

in1pucsto en una sentencia firme. 

"Es completamente falso que del delito nazca acción penal. entendido como 

co1núnmente se entiende el término acción; del delito lo más que nace es la pena y, y por tanto, 

el derecho o el deber del Estado de castigar esa conducta. La acción penal nace como 

consecuencia de la realización de un hecho que reúne las apariencias de un delito. calificado 

,., lhilk·m fl t,7 
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así '.i priori'; de la actividad que desarrolle el Ministerio Público respecto de ese hecho con 

apariencia de ser delictuoso resultará la intervención del único órgano estatal facultado para 

dar una calificación cenera y legal del hecho. en cuanto a que sea o no constitutivo de delito. 

órgano que. contOrme hemos visto, es el jurisdiccional." 11,,1 

Para que opere el fenómeno de la prescripción en cuanto a la acción 

persecutoria. la ley alude el término medio aritmético de la pena, que ha sido interpretado 

cnn10 el deducible de la individualiución de la pena legal correspondiente a los delitos 

consumados. pero sin modalidades. 

Sirve de sustento a lo antes mencionado la jurisprudencia emitida por la 

Corte en ese mis,no sentido, cuyo rubro es: 

"ACCION PENAL, PRESCRIPCION DE LA. "En cuanto al ténnino de la 

prescripción de la acción persecutoria, la ley alude al término medio aritmético de la pena. que 

se ha interpretado como no deducible de la individualización judicial sino de la 

indi, idualización legal correspondiente a las entidades delictivas consun1adas. pero sin 

n1l1dalidades. 

Amparo Directo. 8793/60. Santos Rodríguez Marvel. 2 de marzo de 1961. 

l fnanilnidad de 4 votos. 

Amparo Directo 3002/74. Salvador Cadena Higuera. 23 de octubre de 1974. 

lJnanin1idad de 4 votos. 

Amparo Directo. 2842176. Ramón Luna Avila. 2 de septiembre de 1976. 

l :n.ininlidad de 4 votos. 
Amparo Directo. 2174176. Faustino Sánchez Rea. 27 de septiembre de 1976. 

lln,1ni1nidad de 4 votos. Amparo Directo. 4681/78. José Duran Ramos. 26 de febrero de 
197R. 5 votos. 

Séptima Época. Primera Sala. Apéndice de 1975. Tomo 11. Tesis 7. página 6". 

,., lt,1.tnu r> 71 
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Para poder dar un concepto de prescripción penal. debemos de encontrar su 

fundamento en la definición antes proporcionada y tener congruencia este fenómeno de la 

prescripción con el conjunto de normas que la regulan; en ese mismo orden de ideas y con la 

firn1e convicción de la naturaleza jurídica de la prescripción, habremos de referirnos a la 

norn1atividad que la regula, como ya se ha afirmado la prescripción es un fenómeno natural (el 

tr.inscurso del tiempo) con valoración jurídica, que la convierte en una institución propia de la 

ciencia del derecho. 

Para Sergio Vela la prescripción "es la auto limitación que el Estado se impone 

para perseguir los hechos con apariencia de delito, o ejecutar las sanciones impuestas a los 

delincuentes, por razón del tiempo transcurrido."''~ 

Ahora bien prescripción es: " La pérdida -Femando Castellanos- por el 

transcurso de cierto tiempo, de la atribución del Estado para ejercitar la acción penal contra el 

indiciado, o para ejecutar la pena impuesta al condenado. "M 

De los conceptos vertidos podemos rescatar que la prescripción es la 

autoli1nitación que se impone el Estado para perseguir y castigar conductas que pueden ser 

constitutivas de delito. Se han dado diversas explicaciones de parte de la doctrin~ por ejemplo 

la prescripción de la sanción se fundamenta en que su tardía ejecución carecería de objeto: ya 

que no colmaría los fines de la represión y tampoco resultaría útil para lograr la readaptación 

del delincuente. En virtud de que la prescripción es una institución de orden público, en aras 

del interés social; motivo por el cual los jueces deber.in hacerla valer de oficio. 

El Doctor Femando Castellanos. citando a Goldstein nos manifiesta: "El 

transcurso del tiempo tiene fundamentales consecuencias en el ordenamiento jurídico; 

mcdi..1nte él pueden adquirirse o perderse derechos. En el ámbito penal. su influencia radica en 

''' lhukm r fi7 
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la conveniencia política de mantener una persecución contra el autor de un delito a través de 

un lapso cuya duración determinan las leyes minuciosamente. 

Con la prescripción. el Estado circunscribe su poder de castigar a limites 

ten1porales excedidos los cuales. considera inoperante mantener la situación creada por la 

violación legal incurrida por el agente. 

La prescripción se puede operar con respecto a la acción, es decir. relativa la 

persecución del judiciable; y con respecto a la pena, en cuanto se busca su efectiva ejecución. 

Conviene tener presente que la prescripción hace desaparecer el derecho del 

Estado para perseguir o para ejecutar la pena, pero no elimina el delito, que queda subsistente, 

con todos sus elementos pero sin la consecuencia final de la aplicación de la pena misma. El 

delito no se extingue; se esfuma en cambio la posibilidad de castigarlo."67
• 

A 111ayor abundamiento y en reafinnación a lo afirmado por los autores 

supracitados. la Suprema Corte de Justicia de la Nación a sustentado el criterio de que la 

prescripción es una institución de orden público, de conformidad con la siguiente 

jurisprudencia. que a la letra dice: 

"ACCION PENAL, PRESCRIPCION DE LA. La prescripción producirá sus 

ef'ectos aunque no la alegue como excepción el acusado; los jueces la suplirán de oficio en 

todo caso, tan luego como tengan conocimiento de ella, sea cual fuere el estado del proceso. 

Quinta Época. Primera Sala. Apéndice de 1995. Tomo 11. Tesis 9. Página 7. 

Amparo en Revisión. 2246/26. Toscano Jesús y coag. 9 de diciembre de 1926. 

Unanimidad de diez votos. 

Amparo en Revisión. 1160/26. Sepulveda Elíseo. 16 de agosto de 1927. 

lJnanimidad de nueve votos. 
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Amparo en Revisión. 4074/27. Pérez Primitivo. 7 dejmño de 1929. Mayoría de 

tn:s \"O[OS. 

Amparo en Revisión. 2585/28. Arrieta Eligió. 11 de octubre de 1929. Cinco 

voto~ 

Amparo en Revisión. 2364/29. Legorreta Juan de Dios. 14 de enero de J 931. 

/'vk1yoria de tres votos". 

Es in1portante resaltar que la institución de la prescripción en materia penal y 

siendo reiterativos, en el sentido de que la misma es de orden público y de que no es 

obligación del indiciado hacerla valer como excepción, en virtud de la obligación legal a que 

se encuentran constreñidos los tribunales, opera la suplencia de la queja, de conformidad con 

la siguiente tesis: 

"PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL V SUPLENCIA DE LA 

QUE.JA. Si de acuerdo con el articulo 183 de la Ley de Amparo, esta Primera Sala debe suplir 

l.i deliciencia de la queja cuando estando prescrita la acción penal el quejoso no la alega. por la 

n1isn1a razón jurídica debe considerar la extinción de la acción persecutoria cuando. aducida en 

l.i apelación, la responsable deja de estudiarla. Es decir, en puridad~ esta Sala siempre debe 

estudiar como presupuesto de las violaciones de fondo que se invocan, si la acción penal esta o 

no prescrita, pero si, como sucede en la infinita mayoría de los asuntos el quejoso no la 

argun1enta como concepto de violación y además no existe tal prescripción resultaría ocioso 

hact:"r relación de ella. Como consecuencia, no es el caso de que se conceda el amparo para el 

clCcto de que la responsable estudiara la prescripción, en virtud de que como se ha dicho. esta 

Supn:111a Corte de Justicia. por imperativa del artículo 183 mencionado. tiene la obligación 

pn:ICrcnte de resolver la citada prescripción tratándose de la acción penal. 
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Séptima Época. Amparo Directo. 10753/66. José Luis Patiño Velazco. 9 de 

111a~ o de 1969. cinco votos. Ponente: Ernesto Aguilar Alvarez. Primera Sala. Semanario 

.ludiL:ial de la Federación. Tomo V. Página 43". 

Ahora bien, es importante dejar aquí asentado que para comience a correr la 

pn:scripción de la acción penal se debe de tomar en consideración. el simple transcurso del 

tie1npo como ya quedo detallado y deberá tomarse el término medio aritmético del delito que 

.se trate sin to1nar en consideración las modalidades del mismo, que son objeto de resolución 

de l.i autoridad judicial, sirve de fundamento a nuestras afirmaciones las siguientes tesis 

jurisprudencia les: 

"PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL. Para que opere el fenómeno 

extintivo de 13 acción penal, la ley alude al término medio aritmético de la pena que se ha 

interpretado con10 no deducible de la individualización judicial, sino del legal. correspondiente 

a las i:ntidades delictivas, pero si modalidades. 

Amparo Directo. 2147/76. Faustino Sánchez Rea. 27 de septiembre de 1976. 

llnani,nidad cuatro votos. 

Amparo Directo 2842/76. Ramón Luna Avila. 2 de septiembre de 1976. 

l lnoni1nidad de cuatro votos. Ponente: Ernesto Aguilar Alvarez. 

Séptima Época. Primera Sala. Semanario Judicial de la Federación. Tomos XCI 

y XCVI. Página 39". 

"PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL. Para que opere el fenómeno 

de la prescripción en cuanto a la acción persecutoria, la Ley al término medio aritmético de la 

pl·na l!UC se ha interpretado como deducible de la individualización legal correspondiente a las 

i:ntidades delictivas consumadas, pero sin modalidades. La acción penal es la potestad jurídica 

qw.: '-'I Estado delega en un órgano especifico para exigir del poder jurisdiccional una decisión 

concr'-·ta respecto a una relación jurídico material de derecho penal. que en el caso de condena 
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actualiza la pretensión punitiva del propio Estado. La acción penal no puede concebirse, sino 

en relación a un determinado hecho correspondiente a una figura de delito; de ahí que se 

atirn1c que del delito surge la acción penal. o más propiamente de la sospecha del delito. Se 

considera que la prescripción implica la cesación de la potestad punitiva del Estado, al 

transcurrir un período de tien1po determinado, en virtud de que el propio Estado abdica de su 

potc:-tad punitiva, por razón de que el tiempo anula el interés represivo, apaga la alarma social 

y dificulta la adquisición de pruebas respecto a la realización del evento delictivo, la 

prescripción penal, por la esencia misma del ordenamiento punitivo, opera coactivamente. Es 

un 111andato impuesto por el Estado para que el órgano delegado específicamente, la institución 

del Ministerio Público. conforme al artículo 21 constitucional, se abstenga de toda acción 

represiva del delito, y para que el órgano jurisdiccional decrete la extinción de la pretensión 

punitiva~ y por ello, se aplica de oficio y en cualquier grado y estado de la causa. Entendida la 

acción penal como el fundan1ento y marco de la decisión jurisdiccional y la prescripción co1no 

una causa extintiva de la acción de orden coactivo, es lógico concluir que para calcular el 

término de su operancia, debe atenderse a la pena conminada en abstracto para el delito simple 

y no la pena en concreto que habría debido infringirse, computadas las circunstancias objetivas 

y sul~jetivas del delito. La acción penal al ejercitarse y mover al órgano jurisdiccional tiene un 

contenido concreto, pero le compete al órgano decisorio su calificación técnica. El Ministerio 

Púhlico sólo la ejercita por hechos que estima delictivos. en el auto de formal prisión o de 

forn1.i\ procesamiento deberá el Juez natural fijar el tema del proceso y esta determinación se 

dictara por el delito que se estime comprobado en forma genérica. sin precisar las modalidades 

del delito, que son materia de la sentencia definitiva. En tal sentido. si la acción penal, en el 

acto de consignación, se ejercita únicamente por hechos delictivos y el Juez natural dicta 

fonnal prisión o sujeción a proceso por el delito simple sin considerar sus n1odalidades. y la 

prescripción atiende al término medio de la pena conminada en abstracto, e.s obvio que si la 
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cx1inción de la acción penal por prescripción opera de oficio y en cualquier estado de la causa, 

no es posible. por ningún concepto. atender a la personalidad aplicable por el delito calificado 

por n1odalidades cuya existencia es materia de la sentencia definitiva. Si se atendiera a la 

penalidad del delito considerado como calificado, ello daría lugar a que la prescripción 

dependiera del arbitrio del Juez que tendría que definir en una fase procesal previa, 

circunstancias que Je compete decidir en el fallo que pone fin al proceso; y, lógicamente, daría 

lugar a que se prejuzgase en agravio del imputado, con violación de los principios que norma 

el ins1ituto de la prescripción de la acción persecutoria. 

Amparo Directo. 8431/63. Mario Valdéz González. 17 de abril de 1968. 

Mayoría de tres votos. Ponente: Ernesto Aguilar Alvarez. 

Amparo Directo. 5848/59. Meliton Gómez Moya. 10 de febrero de 1960. 

llnanimidad de cuatro votos. Ponente: Agustín Mercado Alarcon. 

Sexta Época. Primera Sala. Semanario Judicial de la Federación. Tomo CXXX. 

Página 19". 

"PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL. Opera, en términos generales, 

en función de la penalidad fijada a la entidad delito por el legislador (individualización legal), 

y no atendiendo a la sanción señalada al delincuente a posteriori por los jueces, 

( indi\·idualización judicial). 

A1nparo Directo. 178/61. Mauro Martínez Rivera. Resuelto el 30 de noviembre 

de 11)61. por unanimidad de cuatro votos. Ausente el Sr. Mtro. González de la Vega. Ponente: 

Mtro. Mercado Alarcon. Srio. Lic. Rubén Montes de Oca. 1' Sala. Boletín 1962, Página 65". 

Agotados pues. tanto el concepto de prescripción de la acción penal como los 

di\l'rsos criterios jurisprudenciales emitidos por nuestro más alto tribunal. abordaremos la 

naturaleza jurídica de la institución en estudio. 

2.- Naturaleza jurídica de la prescripción. 
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Una vez que ya ha quedado anotado que la prescripción es un fenómeno 

jurídico que se refleja en la imposibilidad de la calificación legal de determinados hechos, por 

lo que se refiere de ejecutar sanciones legalmente impuestas nos enfrentamos a la cuestión 

relati\'a de la naturaleza jurídica de dicho fenómeno. 

Por el momento mencionaremos las posiciones de los tratadistas que mencionan 

que la prescripción, prin1eramente como parte del Derecho Penal, la que la ubica dentro del 

Derecho Procesal y una tercera posición ecléctica, que pretende explicar el instituto que nos 

ocupa con vertientes de las dos posiciones antes mencionadas y antagónicas. En adelante 

abordaremos dichas posiciones de manera individual. 

A) Teoría de la prescripción como instituto del derecho penal. 

Tradicionalmente y de conformidad con la formación que tenemos como 

ahogados con la creación del estado moderno corresponde a éste ejercitar el derecho a 

perseguir los hechos realizados por sus súbditos con la apariencia de delictuosos e imponer y 

ejecutar las sanciones que previamente se hayan determinado y que son aplicables a los 

delincuentes, es decir. en ejercicio del ius puniendi, con que se encuentra facultado el propio 

Estado y que se encuentra relacionado con el Derecho Penal, también llamado Derecho Penal 

Material. 

Es por esta razón que la doctrina ha manifestado que estos estados organizados 

se sirven de este Derecho Penal como un aliado para reprimir ciertos actos que perjudican su 

propia existencia. "Ese derecho indicativo puede presentarse. en cuanto a su ejercicio. en las 

dos l(1rmas mencionadas: persiguiendo la declaración de delito y de delincuente mediante el 

ejercicio de la acción penal. o ejecutando las sanciones impuestas al delincuente ya calificado 

cnn10 tal. Siguiendo esta idea. dice Vera Barros que ' se sostiene que la prescripción es un 
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instituto de derecho material. por que lo que caduca con el transcurso del tiempo es la 

pretensión punitiva del Estado su derecho a castigar en el caso concreto"."ª 

En virtud de lo anterior el Estado pierde por el simple transcurso del tiempo el 

derecho a perseguir y en su caso a ejecutar la sanción impuesta al delincuente con detrimento 

directo del ius punendi que impide al derecho penal alcanzar sus fines represivos, reeducativos 

o de readaptación social del delincuente. Ya que pierde toda posibilidad el Estado de calificar 

legalmente un hecho concreto en delito y a su vez a ejecutar la sanción impuesta a la persona 

del delincuente. 

Por lo que concluimos que: "si la prescripción implica una limitación a la 

l'acultad del Estado para perseguir los hechos con apariencia de delitos y ejecutar las sanciones 

legalinente impuestas, afecta, en realidad, al ius puniendi y como consecuencia es un 

fenómeno propio del Derecho Penal material."69 

B) Teoría de la prescripción como instituto del derecho procesal penal. 

La presente teoría tiene su origen en la legislación francesa posterior a la 

codificación napoleónica según lo manifiesta Quintana Ripollés, en virtud de que a diferencia 

de nuestra legislación la prescripción se encuentra regulada en el Código Procesal Penal 

Francés. mientras en nuestro medio la prescripción se encuentra insertada en el Código Penal. 

La premisa principal de la doctrina que nos ocupa consiste en que la 

prescripción no es 

otra cosa que un impedimento u obstáculo puesto para la iniciación o prosecución del 

procedimiento penal. sin anuiar o disminuir la facultad propia del Estado de perseguir y 

castigar los delitos: en función del tiempo transcurrido . 

... \ 11 \ l'IU·VIÑtl. ,,:rg10 0¡'1 Cit I" XI 
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" Sauer. afirma que en la institución de la prescripción ' no pertenece ya al 

Dt:rccho Penal material·, puesto que se trata de impedimentos procesales (impedimentos de 

persecución y de ejecución) que condicionan mediatamente la solución de la querella penal ... 

En sin1ilar sentido se expresa Maurach, diciendo que 'la ley distingue entre prescripción penal 

y prescripción de la ejecución de la pena. la primera impide la propia incoación del proceso 

penal: la segunda se dará en todos aquellos casos en los que la firme sentencia condenatoria no 

pueda ser ejecutada dentro de un determinado plazo (por ejemplo, por la fuga del condenado). 

An1bas especies de prescripción se presentan, pues, como impedimentos procesales' ... Los 

in,pedimentos procesales no son situaciones de hecho, sino de estricto derecho."70 

C) Teoría mixta, que considera la prescripción como instituto de derecho 

penal y de derecho procesal penal. 

"Dice Mezger que 'por el transcurso del tiempo desaparece la pena, bien por que 

el transcurso del tiempo excluye la posibilidad de la persecución penal (la llamada 

prescripción de la persecución penal), bien porque el transcurso del tiempo excluye la 

posibilidad de ejecutar la pena impuesta por sentencia firme (la denominada prescripción de la 

ejecución de la pena)' ... Los dos ordenamientos juridicos, material y fonnal se confunden 

aparentemente en una zona constituida por normas e institutos de carácter mixto (ejemplo. 

prescripción. rehabilitación, remisión. etc.), pero esencialmente la distinción se mantiene y se 

mani tiesta segura a quien quiera que tenga recto sentido juridico."71 

Como podemos observar el autor en comento. toma como punto de partida una 

distinción entre la prescripción de la acción persecutoria y la de la sanción impuesta, y toda 

vez que son diferentes las situaciones de igual forma deben serlo la prescripción de cada una 

de ellos, dotándolas luego entonces. de un carácter mixto; ya que en la prescripción de la 

"ºlhukm flfl R4y115 
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acción se in1pide o se paraliza el procedimiento tendiente a la calificación del hecho 

dctenninado y de su autor. mientras que en el caso de la prescripción de la ejecución de la 

sanción impuesta. en el procedimiento penal ha quedado previamente concluida con la 

sentencia ejecutoriada y lo que se impide por el fenómeno de la prescripción es la ejecución de 

la sentencia en el delincuente. 

3.- Titulares de la declaración en orden a la prescripción: 

Co1no hemos venido mencionanc!o la prescripción funciona en función del 

tiempo transcurrido y sus efectos se producen de oficio no obstante que la ley nos ordena que 

el presunto responsable no la invoque como excepción. Ya que este fenómeno jurídico que en 

el Derecho Penal recoge elementos extra jurídicos de tratamiento especial toda vez que la 

prescripción tiene que ser motivo de una declaración en la que se aborde un caso concreto para 

aplic.irle las nonnas reguladoras de este fenómeno. Ya que mientras no haya la declaración 

correspondiente de quien o quienes tengan la facultad para hacerlo, no existe prescripción y es 

h.ista que haya la declaración correspondiente y esta quede finnemente establecida es cuando 

puede decirse que- h.i operado la prescripción. 

A) Titular de la declaración de prescripción de la acción persecutoria. 

" No es nuestra intención abordar los múltiples problemas que el concepto de 

acción penal nos plantea; sólo deseamos dejar establecidas dos cuestiones. por su relación 

estrecha con el tc-ma de la prescripción: la primera es que entendemos que la acción penal es 

un 1nonopolio que nuestra Constitución ha puesto en manos del Ministerio Público ( artículo 

21 ) salvo discutibles casos de excepción que pudieran plantearse en relación con 

responsabilidades oficiales: y la segunda es qu-: sin acción penal ejercitada por su titular 

n1nnopolistico. los tribunales penales, encargados de administrar justicia penal en los casos 

concretos. no tienen posibilidad alguna de llevar a efecto su función jurisdiccional ... Existe una 
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tcsi:-. de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se refiere a las etapas por las que pasa la 

aci:ión penal y que consideramos es clarísima en cuanto a lo que venimos tratando. Dice así: 

Durante el proceso, la acción pasa por tres etapas: de investigación, durante la 

cual se prepara su ejercicio; de persecución, en que ya hay ejercicio ante los tribunales; y de 

acusación, cn que la exigencia punitiva se concreta. 

Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Volumen XXXIV, Página 9, 

A.D. 746/60. Luis Castro Malpica." 72 

En virtud de que reconocemos que el titular monopolistico de la acción penal es 

el Ministerio Público y que a el mismo corresponde la investigación de los hechos con 

aparicncia de delitos y la persecución de ellos para efectos de su calificación final por la 

autoridad judicial es claro que es el Ministerio Público como entidad en esta etapa sea motivo 

de titularidad para realizar las declaraciones de prescripción que procedan. siempre y cuando la 

ley no faculte expresamente a una autoridad diferente. 

" Con lo anterior queremos significar que durante la llamada etapa de 

investigación, o de averiguación previa cuando aún no se ha ejercitado la acción penal. el 

Ministerio Público es el titular del derecho para declarar la prescripción de la acción 

persecutoria. sin violar ningún derecho, ley o principio." 13 

Corrobora nuestra afirmación los siguientes preceptos legales. a nivel federal el 

articulo 137 fracción l!I del Código Federal de Procedimientos Penales. que consigna: "El 

Ministerio Público no ejercitará la acción penal ... 111. Cuando esté extinguida legalmente"; 

por lo que hace a la materia local, en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 

del l)istrito Federal. en su artículo I fracción IV. indica que es facultad del Ministerio Público 

~jcn.:itar la acción penal cuando proceda y que a esta afirmación de la ley tenemos que asociar, 
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por sazón natural. la facultad de abstenerse de tal ejercicio de la acción penal, cuando ella no 

proceda; entre las causas que hacen que no proceda el ejercicio de la acción penal está la 

prescripción. 

Con las aseveraciones antes manifestadas, consideramos que la facultad que 

crcen1os es propia de Ministerio Público en esta etapa del procedimiento no implica una 

invasión a la esfera de facultades de los órganos jurisdiccionales en cuanto a la calificación 

linal de que un hecho puede o no ser delictuoso, sino simplemente la declaración de la 

existencia de un impedimento para lograr la declaración de existencia de delito y de 

delincuente. 

Por lo que en síntesis afirmamos que durante la etapa de averiguación previa en 

preparación del ejercicio de la acción persecutoria. el Ministerio Público es el titular del 

derecho a declarar la prescripción. Creemos que la etapa que nos ocupa va desde que se tiene 

no1icia del hecho aparentemente delictuoso hasta que se acude ante el órgano jurisdiccional 

haciendo valer la pretensión punitiva. 

Una vez que el Ministerio Público ha actuado ante los jueces. ejercitando la 

acciún penal y abriendo con ello la actividad jurisdiccional, puede decirse que abdica de su 

titularidad para resolver con referencia a la prescripción de la acción persecutoria. Ya que se 

con\'ierte en una parte del procedimiento penal y obviamente pierde la facultad que le era antes 

propia para declarar la procedencia de la prescripción del ejercicio de la acción penal y ella 

pasa en exclusividad a los jueces. Como lo ordena el artículo 101 del código penal para el 

Distrito Federal y para toda la República en materia Federal y de su idéntica terminología con 

los códigos de los Estados de la República. 

El numeral en comento en su párrafo segundo. dice: 
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" La prescripción producirá sus efecto. aunque no la aleguen como excepción el 

acusado. Los jueces la suplirán de oficio en todo caso. tan luego como tengan conocimiento de 

ella. sea cual fuere el estado del proceso". 

" En cuanto a que el Juez puede resolver sobre la prescripción de la acción fuera 

de lo que se entiende por proceso, podemos citar la siguiente tesis de la Suprema Corte de 

.Justicia de la Nación: 

ACCION PENAL PRESCRIPCION DE LA. Si conforme a las disposiciones 

de la ley penal relativa. la acción para perseguir un delito está prescrit~ la orden de 

aprehensión que se libre contra el indiciado importa una violación de los artículos 14 y 16 

constitucionales. 

Semanario Judicial de la Federación. Quinta Época, Volumen XVIII, Página 

1024. Guzmán Cid Benito. 

Consideramos que es clara la posición en la tesis precedente en cuanto a que es 

perfectamente posible y aún diríamos obligado. estudiar y resolver sobre prescripción de la 

acción persecutoria al momento de librar una orden de aprehensión que. obviamente. es 

anterior a la iniciación de un proceso. con lo que se confinna, según nuestro punto de vista. la 

correcta interpretación del párrafo segundo del artículo I OJ del Código Penal en el aspecto que 

antes apuntamos." H 

Con lo expuesto queda precisado que la titularidad de la facultad para resolver 

en cuanto a la prescripción de la acción persecutoria en favor del Ministerio Público en la 

etapa en que actúa como autoridad y del órgano jurisdiccional desde el momento en que recibe 

la consignación y hasta que pronuncie una sentencia que resuelva en definitiva la facultad 

punitiva propia del Estado. 

·, ll>ukm f' f' IOJ, 11~ 
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B) Titular de la declaración de prescripción de la sanción legalmente 

impuesta: 

('on10 quedó apuntado en el inciso anterior la facultad para realizar la 

declaración de la operancia de la prescripción de la acción penal en las diversas etapas y que 

corn.:sponde en la primera de ellas al Ministerio Público y ya dentro del proceso propiamente 

al Juez. Por lo que respecta a la prescripción de la sanción no es tan clara, toda vez que no 

existe una norma clara y precisa que se ocupe de este supuesto y que nuestro legislador 

pern1anente no ha establecido nonna alguna en la que se precise cual de los órganos de la 

Ad111inistración Pública sea el facultado para declarar la prescripción de la sanción legalmente 

impuesta por la autoridad judicial. En la praxis sin ningún apoyo legal esta facultad se le ha 

atribuido a la propia autoridad judicial, por Jo que carece de los requisitos de ser fundado y 

n1oti\·ado. 

A propósito. Cameluti ha dicho que " La jurisdicción de cognición presenta en 

di1nensiones macroscópicas los caracteres del ius decere; verdaderamente, la misma se agota 

en una dictio. que es el discurso mediante el cual el Juez declara positiva o negativamente la 

certeza del delito y por eso condena o absuelve al imputado; aquello que por el Juez se dice es 

ius. en sentido indicado antes de estatuir relaciones jurídicas." H 

Como podemos observar el Juez agota su jurisdicción en el momento que dicta 

una sentencia condenando o absolviendo al demandado y conforme a nuestro derecho positivo 

esto viene a ser la verdad legal. Por ello es lógico y jurídico que la prescripción de la sanción 

dche de existir previamente una sentencia condenatoria que ha causado estado, y con ella 

111is111a ha tern1inado la jurisdicción del Juez en lo concerniente a la naturaleza delictuosa o no 

d1.·\ictuosa de un hecho. 
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" Trayendo la cuestión al área de la prescripción de la sanción. y más 

concretamente, a la titularidad de la declaración respecto de ella. considerarnos que si la 

prescripción de la sanción presupone la sentencia ejecutoria, lo que es obvio no puede pensarse 

en una facultad en favor de los jueces si entendemos la jurisdicción en su manera primaria; 

pero si la hacemos extensiva a la jurisdicción de ejecución, es sostenible la afirmación en el 

sentido de que el titular de la facultad de declaración de prescripción legalmente impuesta lo 

sea el propio juzgador, a quien corresponde colaborar para la consecución del derecho del 

Estado para ejecutar la sanción que se ha impuesto a un delincuente." 71
' 

No podemos negar que la sentencia pone fin al procedimiento penal, no es 

111cnns cierto que para el derecho penal y su eficacia en sus finalidades esenciales es que la 

sentencia realmente se aplique al delincuente y no se convierta más que en una mera 

declaración siendo contraria a la meta final que persigue. Es por lo que el Juez puede y debe 

actuar después de dictada la sentencia para hacerla efectiva, también es natural que posea la 

facultad para resolver los casos en que la sentencia se vuelva inejecutable por haber 

transcurrido el término necesario para que opere la prescripción de la sanción impuesta. Lo 

perlCcto sería que existiera una norma concreta que así lo dispusiera para resolver en orden a la 

prescripción de la sanción legalmente impuesta; pero el silencio de la ley nos ha llevado a 

concluir que es una facultad discrecional de los órganos jurisdiccionales. 

4.~ La prescripción de la acción persecutoria atendiendo a la clasificación 

de los delitos en orden a la conducta: 

Toca ahora tratar las cuestiones relativas a la prescripción de la acción 

persecutoria referidas a la forma en que se haya manifestado la conducta productora del hecho 

rclc\·ante para el Derecho Penal. Nos referimos a el acto externo del sujeto que contradice el 

orden jurídico. Es por ello que es un requisito indispensable que algo realice alguien y que esta 
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acción afecte o transgreda intereses jurídicos protegidos por el tipo penal. para que nazca el 

derecho estatal a perseguir al sujeto autor para la imposición de las consecuencias legales 

previamente establecidas. Toda vez que al Derecho Penal se interesa en la represión de lo que 

significa en un principio una conducta delictuosa; lo segundo es la valoración de la llamada 

peligrosidad predelictual. 

" Citando a Ruiz Fundes, dice Fairén Guillen que ' el concepto de estado de 

peligrosidad significa la vehemente presunción de que una persona quebrantará la ley. Valora 

el delito como síntoma 

de una personalidad antisocial. .. para creer que el delito cometido no es un episodio aislado y 

que si no se toman las medidas asegurativas habrá de repetirse sistemáticamente ( peligrosidad 

delictual ) ... se trata de corregir una actividad antisocial y dañ.osa, que es índice seguro de una 

conducta reveladora de inclinación al delito ( peligrosidad predelictual o sin delito )". 77 

Como podemos observar en líneas anteriores hablamos de dos casos diferentes 

en su esencia: En uno hay una conducta manifestada y en el otro hay un estado sintomático; en 

an1bns puede haber peligrosidad, sólo en el primer caso es delictual y en el otro es predelictual 

o sin delito. Para efectos de nuestro estudio, o sea la prescripción solamente nos interesa el 

pri,ncr caso, ya que es el único que puede dar motivo al nacimiento de la pretensión punitiva 

del Estado para perseguir el hecho y buscar su calificación a través del procedimiento 

correspondiente, quedando claro y manifiesto que lo que le da interés al hecho es la conducta 

realizada. no tanto el autor de la misma . con esto no queremos decir que le restamos 

i111portancia al autor de la conducta. ya que estamos bien consientes que el sujeto, pero sobre 

todo el delincuente es el motivo central del Derecho Penal. Con esto deben1os entender que 

para los efectos de la posible prescripción de la acción persecutoria es con base dctenninante 

en l,1 t:onducta y no el autor de la misma . 
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A n1ayor abundamiento y de conformidad con lo ordenado por el artículo 11 O 

del ('ódigo Penal. podemos confirmar este criterio con la mención de los casos en que se 

interrumpe el curso de la prescripción por la investigación del hecho, aún cuando se ignore 

quien es el autor del mismo. Dice el numeral en cita: 

" La prescripción de las acciones se interrumpirá por las actuaciones que se 

practiquen en averiguaciones del delito y del delincuente, aunque por ignorarse quienes sean 

estos. no se practiquen las diligencias contra persona determinada". 

De Jo anterior podemos detenninar de donde la ley dice " averiguaciones del 

delito y del delincuente". en estricta realidad se esta refiriendo a la averiguación de los hechos 

y de sus autores. por la razón ya expuesta de que el delito es motivo de una calificación que 

resuha como consecuencia de una sentencia firme y el delincuente es quien es considerado 

con1n penalmente responsable, también con una sentencia ejecutoriada que obviamente se 

refiere al hecho y al sujeto pero que siempre aparece tal calificación hasta que el hecho y su 

autor fueron juzgados y no cuando se esta en la etapa de averiguación como lo menciona el 

artículo t I O antes transcrito. 

A) Los delitos de acción. 

Dice el anículo 7 del Código Penal que " delito es el acto u omisión que 

sancionan las leyes penales ". y que nos sirve de base para el estudio de los delitos de acción. 

De tal fOrma que la presentación de la conducta que puede ser constitutiva de delito son 

con1etidos mediante una acción o una omisión. La denominación de acción para la primera 

fonna de manifestación de la conducta y desde esta misma se esclarece una situación de 

diferenciación con la omisión, la segunda fonna de manifestación de la propia conducta. 

Para los efectos de este trabajo, podemos entender como acción la conducta 

voluntaria consistente en hacer algo, que produce una mutación en el mundo exterior. 
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" Beuiol se ha expresado a este respecto diciendo que se puede definir ' la 

acciún como un n1ovimiento muscular voluntario conscientemente dirigido a la realización de 

un lin. Concurren. por tanto. a caracterizar la acción tres momentos: uno objetivo. uno 

su~jc1ivo. y uno tercero teleológico. Sólo la consideración de estos tres elementos permite 

llegar a una concepción verdaderamente humana e integraJ de la acción que lleve a su 

inserción en el n1undo de los valores' ".71 

Ji1nénez de Azúa. nos dice : " Aunque la palabra acción, en sentido amplio, 

puede valer con10 sinónimo del acto, preferimos utilizarla en un sentido propio y estricto, 

corno comisión opuesta a las clases omisivas del delito ... En cambio, acto aunque aparezca 

con1n sinónin10 de acción. también lo es del hecho y posee así más elasticidad semántica " ( 

Tratado. tomo 111. página 331 ). 

Maurach. da esta definición: " La acción es una conducta humana. regida por la 

voluntad orientada a un determinado resultado" (Tratado.tomo 1, página 182 ediciones Ariel, 

1962 ). Por su parte Maggiore apunta que acción es una conducta voluntaria que consiente en 

hacer o no hacer algo. que produce alguna mutación en el mundo exterior. ( Derecho Penal, 

volumen l. página 309. edición de 1954 de Temis. Bogotá). Es de la máxima importancia, 

con10 podrá percibirse la cuestión terminológica. la acción se puede confundir con la conducta, 

que cubre lo activo y lo omisivo; nosotros tomamos la voz acción en su expresión restringida, 

para referirla al hacer. en contra posición con el no hacer, que es la omisión~ ambas son 

conducta. pero nuestra ley nos induce a aceptar la terminología por la que optamos ". '" 

P:1r.1 los efectos de la prescripción de la conducta activa con10 una 

n1anitestación de la conducta delictiva se integra de tres elementos el primero lo constituye la 

ac1ividad misn1a. es decir el movimiento corporal el querer hacer algo, y que es perceptible por 

los sentidos, elinlinando los pensamientos en términos de la acción, como dice Antolisei. " los 

·• 1h11lcrn 11 12'1 

lh1ek1n 11 11'1 
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actos puramente internos, los actos que acaecen solamente dentro del ámbito de la conciencia 

y que no le interesan al Derecho Penal; no son punibles. ". 1111 

El segundo elemento lo constituye la voluntad que debe contener el movimiento 

corporal o la actividad desarrollada, sólo lo que es producto de la voluntad del sujeto; no se 

requiere que la voluntad valla encaminada a la realización del delito. por que ello impediría la 

aparición de las acciones culposas que se caracterizan por no pretender como finalidad 

delinquir. Este elemento ha sido expresado por Maurach quien dice que: " la distinción entre 

estas dos últimas categorías ( lo doloso y lo culposo ) está fundada no en el si concurre. sino 

solan1ente en el como concurre la dirección de la voluntad; mientras que en los hechos dolosos 

es el resultado desaprobado ( típico o legal ) lo que constituye el objeto de la manifestación de 

la voluntad, se caracterizan los hechos imprudentes por ser fenómenos desviados ( pretensión 

final de un determinado resultado regularmente neutro para el derecho, y producción causal del 

evento legalmente desaprobado )". 11 

Como tercer elemento, aparece la modificación en el mundo preexistente, o sea 

el resultado que con motivo de la voluntad del sujeto la cual puede presentarse modificando 

111atcrialn1ente las condiciones existentes o produciendo un estado de desprotección a un 

interés tutelado por la norma penal. Siendo conveniente citar lo expresado por Zaffaroni, quien 

indica que: " una afirmación, proveniente nada menos que de uno de los autores que coloca la 

piedra angular de la llamada teoría o concepto naturalistico ( causalista ) de la conducta. Liszt, 

nos ¡,arece incuestionable: es inherente a todo delito el requerimiento de un resultado. Sí en 

lugar de Verbrechen (delito) décimos conducta, el acertó es irrebatible: cualquier movimiento 

<le nuestro cuerpo tiene un resultado en el mundo fisico. "81 

,, 1111.ISI-I. l·raod10:sc" La xc1ón y el re5Ultado en d delito Ed,1 Jt.h:a Mexicana. México. IQSQ. p :U, 

\1 \l 'R,\l"II. Rcmhan Tr.uado d,: Di:rccho Penal. Edil. 8osh f~. 195',1 p 177 

•· / \11 -\IUINl. l·n~,·m,• l.:01i3,Jd Delito Edil l:dillr Argentina 1•nJ r, 107 



83 

Para efectos con la prescripción de la acción persecutoria tratándose de delitos 

de acción, es menester tomar como base de partida el nacimiento del derecho del Estado a la 

persecución del hecho concreto; o sea la prescripción comienza a correr a partir del momento 

de que puede ser ejercitada la acción penal, o resumiendo que es " al momento del nacimiento 

del derecho estatal para perseguir que se inicia el curso de la prescripción ... u 

Como sabemos nuestra legislación acepta la teoría llamada unitaria, mixta o de 

la ubicuidad, que considera al delito cometido en el tiempo en que han tenido tanto verificativo 

la actividad y el resultado. de esta manera resulta que la facultad estatal para ejercitar la acción 

persecutoria nace con respecto a un hecho concreto cuando esta adquiere relevancia en el 

campo del derecho penal y esto ocurre al momento que aparece una conducta típica. mediante 

la cual se satisface los elementos propios de la conducta. incluyendo el resultado consistente 

en la afectación de un interés jurídicamente protegido por algún tipo penal. Esto significa que 

el resultado unido a la actividad es lo que da nacimiento a la acción persecutoria y base para el 

inicio del curso de la prescripción. 

" Con lo que se ha expuesto. podemos ya entrar a una precisión del fenómeno 

de la prescripción de la acción persecutoria en !os delitos o hechos, expresado esto con más 

propiedad, que se manifiestan activamente. La precisión seria formulada en los siguientes 

térn1inos: 

a) Todos los delitos de acción implican un hacer algo, una actividad muscular, 

que realizada voluntariamente produce un resultado, que puede ser material o jurídico. 

b) Cuando se ha realizado la conducta activa, integrada por los elementos 

enunciados (actividad.voluntad y resultado). nace el derecho del Estado para perseguir lo que 

se considera un hecho relevante. 

"'VI 1 ,\ rRfVINO. Scr1:ru Op Ci1 p IJl 
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e) El inicio del término necesario para que opere la prescripción es coetáneo con 

el 11acin1iento del derecho a la persecución. 

d) La relación conducta·tipo es la que da relevancia penal a un hecho 

concreto. nlW 

Para elt!ctos de la prescripción de una acción penal en relación a un hecho 

concreto que ha adquirido relevancia para el derecho penal. funciona tomando en 

consideración el tipo básico que haya sido afectado al producirse el resultado. sin tomar en 

consideración las calificativas del tipo penal, es decir, un tipo complementado, cualificado o 

agravado. Ósea. la prescripción se establece en razón de la relación conducta-hecho y que los 

ele111cntos ajenos a ella no son tomados en consideración para efectos del fenómeno 

prescriptivo. En este sentido transcribimos las siguientes ejecutorias de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación: 

" PRF.SCRIPCION DE LA ACCION. En cuanto al término de la prescripción 

de la acción persecutoria. la ley alude al término medio aritmético de la pena, que se ha 

in1crpre1ado como deducible no de la individualiz.ación judicial sino de la individualiz.ación 

legal correspondiente a las entidades delictivas consumadas, pero sin modalidades. 

Sexta Época. Segunda parte. Volumen XXV. Página 88. A.D. 552/59. Clemente 

Holguin Carmona. Mayoría 3 Votos. Volumen XLV. Página 59. a.C. 8793/60. Santos 

Rodríguez Marvel. Unanimidad 4 Votos. 

PRESCRIPCION. El derecho que indica la prescripción de la acción penal es 

de que esta no se ejercite o no surta efectos en razón del tiempo transcurrido desde la comisión 

del delito: por tanto. la penalidad a que debe atenderse para decidir si ha prescrito o no una 

aceiún penal es la que fija la ley como correspondiente en abstracto. en modo alguno a la 

penalidad concreta que se llegue a in1poner. 

"lhuk!II r 1.1~ 
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Sexta Época. Segunda parte. Volumen LVIII. Página 55. a.C. 4562/61. Gabriel 

Tarula Barrera. 5 Votos." 

Es el artículo 102 del Código Penal quien nos proporciona la pauta para el 

cón1puto del término necesario para la prescripción de la acción persecutoria, por Jo que se 

refiere a delitos en los que la conducta se manifiesta activamente. 

En relación al numeral en cita, es el mismo quien nos confronta con tres 

hipótesis; la del delito consumado, la del llamado delito continuo y la de la tentativa. En los 

tres casos se presenta la conducta de una forma activa que se manifiesta en el mundo exterior; 

en materia de delitos consumados cuando se produce la conducta que da como resultado típico 

y es a partir de ese momento cuando se inicia el curso de la prescripción de la acción 

persecutoria. Para los delitos continuos la prescripción comienza a transcurrir a partir de que 

cesa la conducta tipica y finalmente la tentativa punible será prescriptible a partir del momento 

del Ultimo acto de ejecución tendiente a crear un resultado externo y con consecuencias para el 

Derecho Penal. 

B) Los delitos de omisión. 

Como ya sabemos nuestra legislación penal persigue y sanciona los delitos que 

pueden manifestarse. en cuanto a la forma de la conducta, mediante una acción o una omisión. 

('orno se desprende de la simple lectura del artículo 7 de nuestro Código Penal vigente en el 

Distrito Federal en materia de el fuero común y para toda la República en Materia Federal. por 

lo que de la definición legal deducimos que la conducta típica se puede manifestar 

indistintamente por una acción o por una omisión y que la ley a ambas formas de 

n1anifestación de la conducta la considere delitos. 

" Siguiendo lineamientos dados por Jescheck, la búsqueda de ese concepto 

fund;llnental de conducta debe guiarse por cuatro ideas rectoras, que son: en primer ténnino. 

qu1..· t.'11 el conc1.:pto dado puedan tener cabida todas las posibles formas de la conducta humana; 
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en segundo. que el concepto carezca de valoraciones en orden a la antijuricidad y a la 

culpabilidad: en tercero. que el propio concepto permita eliminar del ámbito penal, en forma 

radical. los comportamientos carentes de relevancia penal y, finalmente. que contenga cierto 

grado de concreción y que no sea una mera abstracción .. podemos decir que la omisión es la 

conducta voluntaria, consistente en la inactividad, que produce un resultado. Se trata, en el 

caso. de un concepto puramente jurídico. dada la naturale7.a jurídica del campo en el que se 

desenvuelve: destaca, por ende, la característica de voluntariedad que se ha incluido, ya que, 

con10 dice el propio Baumann, ' lo que no puede atribuirse de ningún modo a la voluntad 

hun1ana no puede ser objeto de valoración penal."15 

La manifestación de la voluntad de los delitos de omisión tiene una estructura 

parecida a los delitos de acción~ ya que en ellos se manifiesta la voluntad libre y una actuación 

derivada de la misma. A mayor abundamiento podemos afirmar que la voluntad que adquiere 

relevancia penal para la conducta en los delitos de omisión es cuando el sujeto, pudiendo optar 

entre un hacer y un dejar de hacer algo omite el hacer al que esta obligado con una finalidad 

consiente o sea. que el sujeto tenga conciencia de que al dejar de hacer algo esta 

transgrediendo o lo que es lo mismo siendo contrario a la obligación legal de hacer ese algo de 

una n1anera consiente. 

" El resultado que produce la conducta que se manifiesta mediante la 

inactividad ha sido. por su relación del concepto de la causalidad, uno de los problemas más 

arduos en la doctrina moderna. Dice Stratenwerth que 'la discusión~ prolongada durante más de 

un siglo, y aun en modo alguno concluida, sobre si la omisión es. al igual que la acción activa. 

causal para el resultado penalmente relevante. habrá de pasar sin significación práctica. Sin 

n1irar atrás si de una causalidad en la omisión se quiere hablar. queda como requisito decisivo 

la posibilidad de evitación del resultado, y en ello hay una causalidad hipotética no real'. Sin 

.. lh1tkr11 p l Je, 
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en1hargo. sea real { naturalistica o hipotética ) la causalidad en la omisión, siempre hay un 

resultado que es precisamente, el que da a la conducta omisiva su relevancia penal. "
86 

Con10 ya afirmamos cuando la conducta manifestada de una forma activa es 

cuando da inicio el curso de la prescripción y en materia de omisión esto ocurre cuando se ha 

integrado a la conducta el aspecto relativo a su tipicidad, es decir, cuando una conducta 

on1i.siva es típica. De esta forma creemos que la perseguibilidad de las omisiones en su justo 

lugar. es cuando les corresponde en función de la violación de un deber jurídico que se 

in1ponía al autor de la conducta la obligación de evitar un resultado típico. entendiendo de este 

concepto de resultado en una acepción amplia el resultado material ( modificación del mundo 

material ) y el jurídico ( modificación del mundo jurídico ) y quedan incluidas las dos formas 

de presentación de la omisión perseguible ( comisión por omisión ). que viola el autor de la 

conducta con la existencia previa de un deber jurídico. 

En estas condiciones. el Estado tendrá pleno derecho a perseguir una conducta 

01nisi,·a cuando se haya producido un resultado típico que el autor de la conducta estaba 

ohlig.ado a evitar. 

La existencia de esta obligación implica la necesidad de una conducta activa 

que tiene que ser la idónea para no afectar un interés jurídicamente tutelado. Si se omite la 

conducta exigible. independientemente de cual sea la que se realice, aparece una omisión que 

adquiere relevancia penal al no evitarse el resultado típico. La formulación de este principio 

general no dispensa, del imperativo de averiguar. en cada caso particular. existencia y 

extensión del deber de acción. del deber de evitar el resultado. Nuestra legislación ha 

cnglohado a las omisiones en cuatro grandes grupos atendiendo a su fundamentación: la legal. 

la lihrc aceptación. por comunidades de vida y de peligro y por el hacer anterior. 

"' lh1,km I' l l7 
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La prescripción de la acción persecutoria de las conductas manifestadas 

on1isivarnente. es posible afirmar que la acción penal para perseguir una omisión nace cuando 

se , iola el deber jurídico de evitar el resultado ( material o jurídico ) que el tipo penal 

partit.:ular in1ponia; en consecuencia, el curso de la prescripción se inicia también al sobrevenir 

el re5ultado atribuible a la conducta. 

Por lo que se confinna de nueva cuenta la relación conducta-tipo que da 

naci1niento a la acción persecutoria, puesto que en delitos de omisión no es la omisión misma 

la que es perseguible, sino la vinculación entre ella y el resultado que produce al no acudirse a 

los 111edios idóneos par al evitación; cuando el deber jurídico consiste en evitar el resultado. si 

este sobreviene. ya sea por el dolo o por la culpa y en forma material o jurídica, es porque se 

ha violado la posición de garante que el sujeto tenia a su cargo. Al producirse el resultado, 

desaparece el deber de actuar, por que el tipo ha quedado satisfecho y la conducta ( omisiva ) 

que no evito el resultado sobrevenido se convierte en una conducta típica que, es perseguible 

por el Estado para efectos de su calificación. 

" ... debe insistirse en que la conducta, sea cual fuere su forma de manifestación. 

adquiere relevancia penal al producirse el resultado tipico y que ello obliga a adoptar criterios 

unifonnes que no implican. en forma alguna la eliminación del análisis de cada caso particular. 

atendiendo al tipo que haya quedado satisfecho."". 

C) Los delitos unisubsistentes. 

Se denomina delitos unisubsistentes aquellos en los que la conducta queda 

agotada y consumada en un sólo acto. Para los efectos de la prescripción de la acción 

persecutoria en esta clase de delitos. debemos de estar a lo ordenado JX)r el ya supracitado 

artkulo 102 del Código Penal. cuando establece " los términos para la prescripción de la 

aci.:iún penal serán continuos y se contaran desde el día en que se cometió el delito si fuere 

• lhhkl11 ,, 141 
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consu1nado ". de lo que se desprende una asociación que surge entre la consumación del delito 

y el inicio de la prescripción de la acción persecutoria. 

De las características propias de los delitos unisubsistentes es que no se permite 

una división o fraccionamiento en el tiempo de la conducta que los identifica, ya que pueden 

manifestarse en orden a la conducta igual por medio de una acción o de una omisión, siempre 

y cuando no haya posibilidad de fraccionar la conducta, ya que la fonna en que esta redactado 

el lipo permite al titular de la facultad decisoria resolver el momento de la consumación y 

agota1niento de la conducta. 

Para la prescripción objeto de esta investigación la acción para perseguir los 

delitos unisubsistentes, el problema tiene una clara solución, ya que la conducta, manifestada 

típica111ente en un solo acto, ya sea acción u omisión, coinciden con el nacimiento del derecho 

a la perseguibilidad y en ese mismo instante se inicia también el tiempo necesario para la 

operancia de la prescripción. 

Si bien es cierto que nuestro Código Penal no contiene una regulación 

especifica tratándose de los delitos unisubsistentes, también es cierto que de la simple lectura 

del aniculo 102 del código en comento, que regula los ténninos para la prescripción de la 

acciOn penal ·• serán continuos y se contarán desde el día en que se cometió el delito "; como 

y.i lo hemos afirmado y en ello no hay discrepancia a nivel doctrinario, el delito unisubsistente 

se consuma y agota en un solo acto, o sea, que es plenamente aplicable el numeral en cita. que 

111anrja como punto de partida en el momento consumatorio; a mayor abundamiento se afirma 

lo anterior en virtud de que los delitos unisubsistentes no permiten la tentativa. esto implica 

4uc el delito unisubsistente sólo es presentable en la forma consumada, por tanto se aplica la 

perfección el principio regulador del artículo en cita, es decir que esta clase de delitos la acción 

pt:-rsccutoria nace con el agotamiento y consumación de la conducta y con ella. también inicia 

su curso la prescripción. 
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D) Los delitos plurisubsistentes. 

Esta clase de delitos se han definido como aquellos que se integran por una 

conducta que se manifiesta en actuaciones fraccionadas. Dice Porte Petit " que existe delito 

rlurisuhsistente " cuando se consuma ( se refiere al delito ) con varios actos ... los actos 

cons1ituyen la acción, o sea. en este caso la acción fue susceptible de fraccionamiento". Ra 

En virtud de la forma especial como se manifiesta la conducta en los delitos 

plurisubsistentes, en relación con nuestra preocupación de detenninar el momento que da 

inicio el curso de la prescripción de la acción persecutoria; si como se ha expuesto el delito 

plurisubsistente se caracteriza por estar la conducta integrada por varios actos, lo que debe 

precisares, en cada caso, es si la perseguibilidad se refiere a los actos o a la conducta; por lo 

que respecta a nosotros consideramos que el derecho a la persecución nace cuando se integra 

una conducta típica. independientemente de la fonna de presentación de la misma; lo anterior 

lo deducimos del razonamiento de que: el Derecho Penal tutela bienes o intereses jurídicos, y 

es hasta el momento en que el autor de la conducta afecte esos intereses jurídicos, es cuando 

nace el derecho del Estado a perseguir esa conducta. Debemos de reconocer, que la forma en 

que se encuentra redactado el tipo habrá de servir de base para la determinación de una 

conducta típica existente. de donde resulta que si el tipo aparece como descriptivo de una 

conducta plurisubsistente, éste adquirirá su integridad hasta que se haya producido la 

satislilcción del tipo particular. 

Lo importante tratándose de los delitos plurisubsistentes se ubican en lo que ha 

1.!xpue~to Soler. en el sentido de que los " hechos ( actos ) integrantes de una sola figura no 

constituyen. a su vez. un delito autónomo ",19 lo cual quiere decir que cada acto. visto 

'"1'111{ 11 l'I TIT. Cdeslino Arun1a1m<.'l\ln~ de la panc general del Derecho Penal Edil llarla S.A .• Mb:ico. 1980 p 2]J 

• ,1 11 J lt. ",chasu;m Derecho l'l:nal An;cmm•• romo I Edil Tipt)f.r.l.fica cdi1ora Arg<.'ntina A~,mtina. 19~6 p 2!t~ 
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aisladamente. no es perseguible, sino que lo es sólo la reunión de todos ellos conforme al tipo 

parLicu)ar. 

De conformidad con lo antes señalado, la perseguibilidad de los delitos 

plurisubsistentes y consecuentemente el inicio del curso de la prescripción de la acción 

persecutoria se presentará hasta que la reunión de los actos integre la conducta típica. 

El precepto rector de estas diversas situaciones que pueden presentarse en 

cuanto a los delitos plurisubsistentes en lo relativo a la prescripción de la acción para 

perseguirlos sigue siendo el artículo 102 del Código Penal, y será importante precisar si se 

trata de una conducta típica plenamente consumada o de una figura de tentativa. quedando 

an1has hipótesis incluidas en el texto del numeral en comento. 

En este orden de ideas podemos afirmar que la prescripción inicia su curso 

tratándose de delitos plurisubsistentes en cuanto aparece integrada una conducta típica que es 

por tipica perseguible, quedando a salvo los casos en los que no se llega a la consumación. 

pero que pueden significar una tentativa punible. En consecuencia. sigue latente en todo 

111011,ento la relación entre la conducta típica y la perseguibilidad como base para el inicio del 

cómputo de la prescripción de la acción persecutoria. 

E) Los delitos complejos. 

Dice Pavón Vasconcelos que " el delito complejo se integra con varios hechos 

que si bien considerados en forma aislada se califican de delictuosos. para los efectos penales 

no son sino elc111entos constitutivos o meras circunstancias de agravación de un sólo delito "90
• 

Vela Treviño, citando a Ramieri apunta " que el concepto de delito complejo 

fue n1otivo de discrepancias doctrinarias, ya que en algunos casos se le asimilaba con el delito 

plurisuhsistente y en otros con el delito progresivo; sin embargo, la incertidumbre de la 

•· l'I\ \ t 1\: VI\S('C)!'.l ·1 IJl'-. 1-ranci~co (."oncul"',O anarcntc de norma~. 411 Ed í:.Ji1. Pomia. S A M(\1co l<N4 11 1 ~¡¡ 
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doctrina fue superada cuando el articulo 84 del Código Italiano definió el delito complejo 

diciendo que se presentaba: 

" .. .<.:uando la ley considera como elementos constitutivos o como circunstancias agravantes de 

un sólo delito, hechos que por si mismos serían delitos ".91
• 

En materia de prescripción de la acción persecutoria, es manifiesta la 

i111portancia de saber si un delito es o no con1plcjo. ya que si como se ha expuesto, vistas 

aisladan1ente las conductas que constituyen el delito complejo son calificables como 

delictuosos, los términos para el inicio del curso de la prescripción quedarían supeditadas a la 

naturaleza propia de cada uno de los delitos vistos en forma aislada; pero si se contemplan los 

supuestos desde la óptica del delito complejo, el inicio del curso de la prescripción será, 

necesariamente, coincidente, con la aparición de la figura compleja. En éste sentido veamos la 

tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que dice: 

" PRESCRIPCION. EN EL DELITO COMPLEJO NO PRESCRIBEN 

SEPARADAMENTE LAS ACCIONES DE LOS RESULTADOS LESIVOS. Cuando 

existe Acumulación de procesos seguidos inicialmente en forma separada contra un acusado 

por diversas infracciones consumadas, el interés social para que se sancione circunscribe a 

cada hecho y permite, por tanto, que separadamente prescriban las acciones penales 

correspondientes; pero ello no ocurre si en un sólo evento se realiza un delito complejo 

constituido por la lesión a diverso bienes jurídicos que aisladamente integran tipos delictivos, 

ya que en razón de la unicidad anímica de la gente se conjuntan para su persecución y castigo. 

toda vez que si fue un sólo evento, el interés social supetvive para que se sancionen por la 

totalidad de los daños y no por uno de sus efectos lesivos. Como en el caso de un homicidio 

culilicado con la concurrencia de asalto, robo e inhumación clandestina. no pueden prescribir 

scp,irudamente las acciones penales correspondientes por motivo a que están ligadas al tema 

",·11 ,\ 1 RrVIÑO. S<11:t1tl Op Cil p 1511 
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del delito principal y este es el que rige para la operancia o improcedencia del fenómeno 

extintorio. Prescripción. extinción de la acción penal cuando no opera. Prescripción, 

interrupción de la, por presentación de la demanda. 

Amparo Directo 1126/57. Rosendo González Cossio. Fallado el 21 de octubre 

de 1957, Unanimidad 4 Votos. Ponente Ministro González Bustamante. la. Sala. Informe 

1957. pp. 37." 

Es clara la posición que ha asumido nuestro más alto Tribunal para el 

tratamiento de los delitos complejos. ya que los ve como una sola unidad delictiv~ integrada 

por conductas que son lesivas de varios bienes jurídicamente tutelados y que, atendiendo a la 

gravedad de la figura que se crea, debe merecer un mayor lapso del curso para la prescripción, 

contemplándose como figura rectora para estos efectos la compleja, con forme a la redacción 

del tipo y no a las varias que la integran como elementos concurrentes para la complejidad. 

Estamos plenamente conscientes del hecho de que la regla general en materia de 

prescripción de la acción persecutoria parte de la base abstracta señalada en la ley para el caso 

de que se trata. sin considerar modalidades del mismo. Sin embargo,. consideramos que, de 

conformidad con la definición de delito complejo que nos proporcionaron los autores citados 

al principio del presente apartado, hay ocasiones en que las circunstancias agravantes integran 

parte de la co1nplejidad del delito que venimos tratando, puede parecer que en el caso hubiere 

una contradicción sustancial. 

La Suprema Corte ha sostenido como regla general la siguiente: 

" PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL. La prescripción de la acción 

penal. en delitos que ameriten pena de prisión. opera. en términos generales. tomando como 

h.:1se la sanción abstracta fijada por el legislador al delito de que se trate y no la específica 

señalada por el juzgador al delincuente. de acuerdo con las circunstancias concurrentes que 
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pueden dis111inuir aquella y aún rebasar el máximo de la misma, por circunstancias accesorias 

4ue agraven la penalidad. 

AD 459/1961. Silvestre Barrientos. Unanimidad 5 Votos. la Sala. Boletín 1962. 

pp. 367." 

" Consideramos que en realidad la aparente discrepancia no existe en el caso de 

los delitos complejos: lo que ocurre es que en estas figuras, la técnica legislativa ha creado la 

especial forn1a de presentación de los tipos de los delitos complejos, integrándolos con una 

conducta aparentemente autónoma y que vista aisladamente pudiera ser delictuosa, pero que en 

estricta interpretación es parte de una figura legal distinta, como lo es la del delito complejo. 

Por ello. la prescripción de la acción persecutoria tiene que tomar como base la unidad que 

surge de lo complejo del tipo y no de la que le proporciona una de las entidades integrantes de 

la con1plejidad tipica."91 

F) Los delitos habituales. 

Los llamados delitos habituales han sido definidos por Manzini como" aquellos 

cuya noción exige, como elemento constitutivo, la reiteración habitual o profesional de hechos 

que. tomados singularmente. no serían delitos, "93
• Se estima que el momento decisivo es aquel 

en que se realiza el último acto que completa la habitualidad exigida por la ley. para referirse a 

la integración del delito habitual. 

En este tipo de delitos resalta un especial interés en cuanto se refiere a la 

prescripción de la acción para perseguirlos, ya que al componerse de varias conductas siempre 

será 111otivo de preocupación establecer cual es el momento preciso de su perseguibilidad. Si 

consideramos que el delito habitual es una fusión de hechos, ligados entre si por la intención 

del sujeto agente y que al igual que en otras figuras supracitadas, surge hasta el momento en 

.. , lh1d.:m I' lf>I 

• 1\1 \'/INI Vu:cn.r" lrmad,.,d,:111,:r,:cho l'c:nal l II l'd1:u Editores. Argentina. 1941. r.111. 
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4uc queda satisfecha la tipicidad de la conducta, siendo en este momento cuando inicie su 

curso la prescripción de la acción persecutoria. 

" Los delitos llamados habituales consideramos que no penniten la fonna de la 

tentativa punible de acuerdo con nuestro sistema penal, ya que en ellos el acto que 

reiteradamente se manifiesta implica la imposibilidad de fraccionar el inter-criminis; la 

consumación adquiere una especial forma de presentación por medio de la ficción de la ley, 

pero creemos que no es concebible que los actos constitutivos del delito puedan presentar, en 

caso de interrupción, una figura de tentativa de delito habitual, sino, si acaso. una figura típica 

diferente, o bien un caso de ausencia de tipo. Hemos mencionado por lo anterior, por que 

consideramos que en el artículo 102 del Código Penal es el que rige. el fenómeno de la 

prescripción de la acción persecutoria de los delitos habituales, pero referido el precepto 

solan1cnte a la hipótesis del delito consumado. ya que no creemos en la existencia de tentativa 

de delitos hahituales. ·i.i 

Desde nuestro punto de vista, el de mayor importancia para los efectos que 

\'Cni111os tratando es la cuestión en dar una connotación precisa del concepto de habitualidad. 

por ello lo prin1ero es depurar terminológicamente el concepto en comento y partiendo de que 

en nuestra legislación en el articulo 21 del Código Penal hace referencia a la delincuencia 

hahitual. cuando preceptúa: 

" Si el reincidente en el mismo género de infracciones comete un nuevo delito 

procedente de la misma pasión o inclinación viciosa, será considerado como delincuente 

hahitual. sien1pre que las tres infracciones se hayan cometido en un periodo que no exceda de 

diez allos ". 

("01110 podemos observar el concepto de habitualidad manejado con10 forma de 

la rcincidcnci.i se entiende establecido al sujeto ( delincuente ) y no al hecho ( conducta); ya 

., , 11 , no \'l~o. ~"rl!'" 'lfl d1 11 u,.1 
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que quien se vuelve reincidente es el sujeto, cuando incurre en tres conductas delictivas, dentro 

del plazo fijado por la ley, de la misma naturaleza y con ello la aplicación de un tratamiento 

especial respecto de las sanciones de conformidad con el articulo 65 del Código Penal. En tal 

virtud es diferente por lo que se refiere a la connotación de delitos habituales. que no es si no 

una <le las formas en que los delitos pueden ser clasificados en orden a la conducta. La 

habitualidad para efectos de la clasificación del delito en orden a la conducta, es precisamente 

la reiteración de la conducta ( dos o más hechos tipificados ), que vistos aisladamente no 

constituyen delito. 

5.- La prescripción de la acción persecutoria atendiendo a la clasificación 

de los delitos en orden al resultado. 

En este apartado abordaremos la conducta, partiendo de la base aceptada entre 

nosotros en cuanto a que toda conducta para adquirir relevancia en el Derecho Penal. debe 

producir un resultado igual al tipo especial de que se trate. 

En efecto, Jo que nos importa es la clasificación de los delitos ( conducta ) en 

orden al resultado, por las implicaciones que ello tiene para la prescripción de la acción para 

perseguir las conductas relevantes. Toda vez que como ha afirmado Zaffaroni " la ley penal es 

la que asigna relevancia a un resultado y al nexo causal, porque la asocia a una conducta."."'. 

La clasificación que habremos de seguir en este apartado. tiene un fundamento lógico en lo 

siguiente: todos los delitos implican la existencia de un resultado material o jurídico, que 

establece la vinculación entre la conducta y el tipo y dota de relevancia jurídica-penal a 

detern1inados hechos. 

Entre más nos profundicemos en el estudio de la fenontcnología de la 

prescripción de la acción persecutoria. debemos de insistir en la relación que existe entre la 

"'' /·\11.\IUlNl.l·I{ Tcnr,;1ddl>ditn l'diar Aricmina 1973 p 110 
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conducta y el lipo y el nexo vinculatorio. que viene a ser el resultado, que sólo se entiende 

cuando se asocia a una figura especial de delito. 

Esta vinculación determinada por la ley misma. ha pennitido resolver en ciertos 

casos la relevancia e irrelevancia de algunas conductas que siendo aparentemente delictuosas, 

en algunos casos son punibles y en otros no. Por ejemplo el delito de atentado al pudor 

descrito por el anículo 260 del Código Penal y el adulterio a que se refiere el anículo 273 del 

n1isn10 ordenamiento, ya que dichos delitos para ser punibles deben de haberse consumado, 

como lo ordena los anículos 271 y 275 de la ley que nos ocupa, ya que no habrá 

perseguibilidad. cuando no haya consumación. 

A) Los delitos instantáneo. 

La mayoría de los doctrinarios en materia penal coinciden, en que la conducta 

hu,nana infringe la norma penal regularmente de dos formas a saber: de forma instantánea o 

pcr111anente. 

De forma instantánea se da, cuando el comportamiento humano, al mismo 

ticn1po que viola la norma penal, destruye o disminuye el bien jurídico que la misma norma 

tutela. y en consecuencia actualiza las condiciones que producen la destrucción o disminución 

del hien jurídico. y en virtud de su naturaleza la conducta le resulta imposible prolongarse en 

el tie111po más haya de la afectación del bien jurídico que nos ocupa. 

" Para claridad de la idea que se maneja en esta cuestión de la instantaneidad, se 

cita el caso del tipo de homicidio. en el que " la conducta de matar a otro que integra el delito 

de ho111icidio es de naturaleza instantánea. pues en el instante del ataque, violatorio de la 

nor111a penal que prohibe matar. se destruye o se pone en función las condiciones que producen 

la Jc!,lrucción del bien jurídico de la vida. sin que sea óbice para lo que se acaba de afinnar, 

que el ataque se integre por una serie de actos realizados en forn1a sucesiva."<)(, 

( • \ 11 \ J'RI VIÑO . ..._.r¡?.111 Op Cit p 11>11 
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La corte se ha expresado en relación a los delitos instantáneo de la siguiente 

manera: 

" DELITOS INSTANTÁNEOS. Son aquellos cuya duración concluye en el 

n10111cnto mismo de perpetrarse, por que consienten en actos que, en cuanto son ejecutados, 

cesan por si mismos. sin poder prolongarse. como el homicidio. el incendio, las lesiones, etc. 

Semanario Judicial de la Federación. Quinta Época. Tomo XXXI. Página 

1709.". 

Con lo antes expuesto hasta este momento podemos afirmar que para la 

detenninación de la existencia de un delito que pueda ser considerado como instantáneo, se 

requiere: 

" a) Una conducta; esto es tan definitivo que no necesita mayores comentarios, 

ya que sin conducta nunca podría haber delito; 

b) Un análisis de la norma jurídica violada; en efecto. para que cualquier 

conducta adquiera relevancia jurídico-penal es menester que ella viole una norma jurídica de 

naturaleza penal; ahora bien. las normas típicas, que a ellas obviamente nos referimos. tienen 

la n1isión de tutelar o proteger un determinado bien o interés jurídico. Es la naturaleza del bien 

o interés que se encuentre incluido en la nonna el que nos puede dar, en su caso. la forma de 

atCctarlo. Es, por ejemplo, valido el caso del homicidio, que tutela el bien " vida " y que al 

afectarse, produce instantáneamente el resultado que se pretende evitar. Lo mismo ocurre en 

los casos de afectaciones a la integridad corporal (lesiones), de dañ.o en propiedad ajena y 

otros: 

e) Consumación y agotamiento, que son igualmente instantáneo; la 

consu1nación se entiende como la correspondencia exacta y completa entre el hecho concreto y 

el tipo legal que lo describe. el agotamiento se da cuando la conducta particular de que se trata 
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produce las consecuencias que el tipo de que se trate ha previsto. sin posibilidad de extenderlas 

en atención a la naturaleza del bien tutelado en el propio tipo ,.<},. 

La relación que existe entre un delito instantáneo y la prescripción de la acción 

persecutoria es evidente; toda vez que hemos establecido en todo momento que el curso de la 

prescripción se inicia cuando nace la perseguibilidad de una conducta determinada. en el caso 

de los delitos instantáneo la perseguibilidad surgirá cuando se haya consumado y agotado la 

conducta típica y en ese preciso momento se iniciará el curso de la prescripción de la acción 

persecutoria en el caso particular. 

Confonne a nuestro sistema legal, el articulo 102 del Código Penal en su 

pri1nera hipótesis. es el rector en materia de prescripción de acción por lo que se refiere a 

delitos instantáneo. En virtud de que el delito instantáneo requiere la consumación y 

agota,niento de la conducta. y en ese momento da inicio el curso de la prescripción; 

atendiendo siempre a la forma en que aparece redactado el tipo en particular por que de ello se 

hahrá de obtener la instantaneidad del delito del que se trate. Por ejemplo en materia de robo la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha manifestado en el siguiente sentido: 

" ROBO CONSUMADO. Confonne a la teoría legal mexicana, si al agente se 

le :-.orprende en posesión de los efectos. aún cuando los abandone se tendrá por consumado el 

ilícito. siendo irrelevante que por esta situación el activo no alcance la finalidad perseguida 

con el delito, o que al sujeto pasivo no le cause perjuicio patrimonial. AD 

88211961. Emilio Martinez García. Resuelto el 18 de enero de 1962. Unanimidad de 5 votos. 

Ponente: Sr. Mtro. Mercado Alarcon. Boletín de Información Judicial. 1962. Primera Sala. pp. 

68." 

" ROBO CONSUMADO Y ROBO AGOTADO. Confúndese con frecuencia 

el 1.u.:to de consumación de un robo con su agotamiento. siendo que para el prin1ero es 
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suficiente la verificación de haber realizado la lesión patrimonial o mutación de la vida de 

rel..1ción, mediante el apoderamiento de la cosa ajena mueble contra la voluntad o en ausencia 

del consenti1niento del titular. aun cuando después sea abandonad~ en tanto que el 

agota111iento. al ser finalidad personal perseguida por el autor, no siempre se realiza, o se 

alcanza parcialmente o sobrepasando la intención de beneficio, dado que la ley establece que 

se dará por consumado el robo desde el momento en que el agente tiene en su poder la cosa 

aun cuando la abandone o lo desapoderen; en consecuencia, es punible la conducta del ladrón 

de un automóvil por el valor de este y no tan solo de los objetos que sustrajo de su interior. sin 

tener relevancia que a posteriori hay aducido que exclusivamente se lo llevó para apoderarse 

de los efectos. 

A.D. 1094/59/ 11. José Carlos Jiménez Palma. Fallado el 29 de abril de 1959. 

Por unanimidad de 4 votos. Ponente: Sr. Mtro. Mercado Alarcon. Informe de actividades de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 1959. Primera Sala. Página 61. 

B) Los delitos instantáneo con efectos permanentes. 

Estos delitos instantáneos con efectos permanentes se presentan en los casos en 

que la duración de la conducta delictiva no puede considerarse como consumación, sino que 

existe un proceso de agotamiento instantáneo, pero donde perduran los efectos que se causan. 

En este mismo sentido Bettiol afirma que " no hay que confundir. sin embargo, el delito 

instantáneo con el permanente, cuando de uno de los primeros se derivan efectos que pueden 

considerarse permanentes en cuanto se prolongan en el tiempo. La lesión personal puede 

producir consecuencias lesivas para el organismo del sujeto pasivo; la usura, que se consuma 

en el momento en que se estipula el contrato usurario, continúa desarrollando sus efectos 

n1ii:ntras esta en vigencia el interés usurario. 
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Por efecto se refiere a las consecuencias nocivas que pueden derivarse, pero no 

alcanzan a alterar la estructura en lo relativo a la instantaneidad de la consumación." 111
• 

Como podemos observar este tipo de delitos que ahora analizamos, 

corresponden en su esencia a los delitos instantáneos, con la salvedad de que los efectos que 

producen la conducta perdura en el tiempo, más allá del acto de consumación y agotamiento. 

De lo anterior Porte Petit ha sostenido que " los elementos del delito instantáneo con efectos 

pennanentes son: a) una conducta; b) una consumación y agotamiento instantáneo, y e) 

perdurabilidad del efecto producido. ,.c¡q 

" En relación con nuestro tema de la prescripción, los delitos instantáneos con 

efectos permanentes no tienen diferencia con los solamente instantáneos; para clarificar la 

posición y justificar la afirmación. baste decir que la diferencia entre unos y otros delitos se 

encuentra en la perdurabilidad de los efectos que, como es natural, son posteriores a la 

realización de la conducta y a su consumación y agotamiento; significa esto que en los delitos 

instantáneos con efectos permanentes, hay una conducta típica, consumada y agotada, cuyos 

c1Cc1os permanecen en el tiempo. Si hemos considerado en todo momento que la 

perscguibilidad de un hecho detenninado es consecuencia de que pueda ser calificado como 

conducta típica. es obvio que la duración en el efecto que la conducta produce es irrelevante 

pnra el inicio del curso de la prescripción de la acción persecutoria, ya que esto es 

conte1nporáneo de la perseguibilidad que, a su vez, proviene de la satisfacción de la tipicidad 

de: la conducta." mu 

l)ebemos de tener en cuenta que la pennanencia de los efectos que causa la 

conducta no altera en forma alguna la n1ecánica mediante la cual opera la perseguibilidad y por 

ende el curso de la prescripción de la acción persecutoria; como se advierte de la simple 

~111 111c11.(;,u,,,:pp,, l>.:rcd1<,rcnal p"'1,:(,.,n,:ral l"Ui1 T ... -mis (ºolomhia IW,5 p 471 

"1•1 11( 11 l'I 11 r. < ·.:1.:~1ino Prt1"rama d,: la rarh: f ieneral del Ucrc,;ho Penal Fdi1 Pomia. S A Mé.,1co l'-15ll p 21' 

•.• \ 11 \ nu VfÑO. S.:r¡!ill Or, Cit f' 111, 



102 

lectura del principio regulador contenido en la primera hipótesis del artículo 102 de nuestro 

('t'1<lign Penal. 

Toda vez que tanto los delitos instantáneos como los delitos instantáneos con 

c1"1..·ctns pcrn1anentes; son regulados por el numeral en cita, ya que la conducta típica se surte, y 

pnr 1anto es perseguible con independencia de la duración, ya que los efectos producidos como 

hcn1ns sostenido en todo momento da inicio al curso de la prescripción de la acción 

persecutoria que es contemporáneo con el momento de la perseguibilidad ya sobrevenida. De 

lo anterior se infiere en cualquier alteración de la salud que el sujeto activo cause ( conducta 

típic,1 ). por ejemplo en un delito de lesiones y no el efecto. que no es sino la consecuencia de 

la conducta y altamente trascendente para determinar la penalidad, pero ajeno a la 

pcrscguibilidad en abstracto. Lo que rige es la conducta típica y por ello, en materia de 

prescripción de la acción, la permanencia en los efectos queda relegada a un segundo término. 

C) Los delitos permanentes. 

Este tipo de delitos adquieren su denominación de la clasificación formulada 

por lo doctrina, ya que, en nuestra legislación penal no encontramos dicha denominación. 

" La verdad es que los doctrinariamente llamados delitos permanentes son los 

111is111os que la ley penal denomina delitos continuos. Dice Pavón Vasconcelos que " frente al 

delito instantáneo se coloca al delito permanente, también llamado continuo o sucesivo." En 

este ,nismo sentido se ha expresado Porte Petit cuando afirma que las denominaciones de 

delito permanente o continuo son equivalentes, destacando en todo momento que esta 

identidad debe ser claramente entendida para evitar caer en la confusión de asimilar 

cont..:eptualmente a los delitos permanentes o continuos con los continuados, que serían 

tr~lla<lns por nosotros en orden a la prescripción en otra parte de este estudio y que son, 

oh\ 1a1nente. figuras técnicas diferentes." 1º1 

11, .. 1 ,u r, 1711 
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La Corte, ha diferenciado adecuadamente al delito permanente del continuo, 

mediante la tesis que dice así: 

" DELITO PERMANENTE Y DELITO CONTINUADO. La ley contiene la 

noción del delito pennanente al hablar de la prolongación en el tiempo de la acción u omisión 

criminal, o sea el una persistencia en el resultado durante el cual el sujeto activo mantiene su 

voluntad delictiva y, por ende, la antijuricidad que es su consecuencia. Son ejemplos 

especificas el rapto y la privación ilegal de la libertad, en nuestro medio, o el secuestro y el 

plagio de otras legislaciones, y se opone a dicho concepto el del delito instantáneo, que 

tennina con la producción del efecto como el robo, que se agota con el apoderamiento, el 

fraude, con la obtención del lucro. o el homicidio con la privación de la vida. 

Amparo Directo. 4660/56. Beatriz Limón Vivanco. 4 de septiembre de 1957. 

Unanimidad de 4 votos. Ponente: Juan José González Bustamante. Semanario Judicial de la 

Federación. Sexta Epoca. Volumen 111. Segunda Parte. Página. 72." 

Para el objeto de nuestro estudio, que es la prescripción de la acción 

persecutoria de los delitos permanentes adquiere relevancia la prolongación en el tiempo del 

n10111cnto consun1ativo, como se deduce del multicitado artículo 102 del Código Penal, que 

nos ordena que el término inicia su curso a partir de la cesación de la conducta típica continua 

o pennanente. de donde se resalta el principio de la actividad antijurídica, por ejemplo en los 

delitos de la privación de la libertad y el rapto, y el fenómeno de la prescripción le es 

irrclc\'ante la detención y el apoderamiento del sujeto pasivo respectivamente. por el contrario 

lo que: se da co1110 base para el inicio del curso de la prescripción, lo es la cesación de la 

con1prensión antijurídica del bien jurídico afectado. En este sentido tanto la legislación como 

la doctrina son acordes y sostienen que en los delitos permanentes el término para que empiece 

a correr la prescripción es cuando cesa con el estado de consumación. 

D) Los delitos de simple conducta o formales. 
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Este lipa de delitos, son denominados de forma distinta por la doctrina, ya que 

para algunas personas los llamados delitos de simple conducta o formales, por ejemplo para la 

doctrina alemana los denomina como delitos de actividad. Si tomarnos en consideración que el 

ohjcLo de este trabajo es determinar los problemas relativos a la prescripción de la acción 

pcr:-.~1.:utoria atendiendo a la cl:1sificación de los delitos en orden al resultado, y es lo que nos 

pcnnite ubicar a ciertos delitos en el grupo de los de simple conducta o formales. 

Vela Treviño, citando a Cuello Calón nos dice que " delito formal es el que 

jurídicamente se consuma por el sólo hecho de la acción o de la omisión del culpable, sin que 

sea precisa la producción de un resultado externo ". De igual forma Mezger afirma que en los 

delitos de simple actividad se agota el tipo penal en el n1ovimiento corporal del agente no 

siendo necesario un resultado externo. En este mismo orden de ideas se expresa Pavón 

Vnsconcelos, cuando afirma " Sírvanos de ejemplo la postura de Maggíore cuando al referirse 

a los delitos sin resultado material, de simple acción o mera conducta, comienza por externar 

que naturaleza no es únicamente la materia sino todo lo exterior al espíritu y, por 

consecuencia, se le contrapone: de ahí considera correcto definir el resultado como cualquier 

ca111hio del mundo exterior. sin excluirse de él, en forma arbitraria al Derecho. por ser 

precisamente el mundo de la exterioridad, contrapuesto al mundo de la interioridad, propio de 

la 1noral; posición sui generis que involucra. dentro del concepto del resultado. la modificación 

de la acción del hombre en el ordenamiento jurídico, posición estrictamente naturalística. pero 

excluyente del contenido material como exclusivo del evento, estableciendo una diferencia de 

grado entre resultado material y resultado natural." 

" Lo que quiere significarse con las citas precedentes es que los tipos tienen una 

clahoración determinada que les ha dado el legislador, en virtud de la cual, en algunos casos, 

no se requiere en fonna precisa que para un hecho concreto pueda llegar a ser valorado como 

típico se haya de n1odificar sustancial y materialmente el mundo exterior; en otros casos. el 



105 

hecho mismo ha sido previsto en el tipo como necesariamente modificador de la realidad 

material preexistente. El resultado que la conducta produce es, en estas condiciones, 

pura111ente jurídico en el primer caso y eminentemente material en el segundo. Puede citarse 

co1no ejemplo de la primera hipótesis el delito de portación de arma prohibida que al 

producirse tipican1ente, en nada altera una realidad material preexistente; caso ejemplificador 

de la segunda hipótesis nos lo da. claramente, el delito de daño en propiedad ajena en el que si 

no se n1odifica dañando una cosa material, no podrá existir la figurajurídica."m2 

Si los delitos formales quedan consumados por la simple realización de la 

conducta ( activa u omisiva ), descrita por el tipo, es nuestra obligación encuadrarlos y 

son1etidos al tratamiento de delitos consumados; por no caber las hipótesis de la permanencia 

o de delitos continuos. toda vez que de la misma consumación coinciden con la realización de 

la conduela. Ta111poco admiten la tentativa punible ya que para que se tipifiquen deben de 

consun1arse jurídicamente. En este tipo de delitos formales siempre hay una idea que los 

gohicrna. y es la consumación jurídica, independientemente del resultado material y esta 

consu1nación se da con la realización de la conducta descrita en el tipo. 

Por lo antes expuesto y excluyendo dos de las hipótesis de las previstas por el 

articulo 102 del Código Penal. y tomando en consideración la referente a que el inicio del 

curso de la prescripción es a partir del día en que se cometió el delito, toda vez que como 

he111os afirmado nos encontramos en presencia de delitos consumados en todos los casos. Es la 

integración de la conducta típica. misma que ha sido prevista por el legislador como 

pn,ductora de un resultado jurídico. 

E) Los delitos de resultado o materiales. 

La ubicación para este tipo de delitos se encuentra, lógicamente en el resultado 

111isrnn que producen y las características propias del mismo resultado. ahora bien Fontán 

'' ·1h1tkt11 ¡, 1 X7 
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Balc:-ara define a los delitos de resultado material como • aquellos para consumación se 

requ1c:re un resultado distinto de la acción misma. Así, el perjuicio en la estafa, el daño en el 

cuerpo o en la salud. en las lesiones, etc." Maggiore, sostiene que• el delito material es el que 

no se consuma sino al verificarse el resultado material ( por ejemplo, la muerte en el 

ho111icidio. el apoderarse de una cosa y el desapoderar de elJa a su propietario en el hurto, el 

acopla1niento en la violencia camal, etc. ), de esta manera el mismo autor afirma que los 

llan1ados " delitos de resultado el tipo exige. además del movimiento corporal del agente, un 

resuhado externo. en la inteligencia de que previamente ha definido el resultado como la total 

realil.ación típica exterior que comprende tanto la conducta del agente como el resultado 

externo causado por ella, ejemplificando con el delito de homicidio en el que el resuhado 

comprende desde la conducta de apuntar y halar el gatillo de un arma; el curso de la bala y el 

toque de ella en el cuerpo humano al que produce la muerte es ya un resultado externo. " 

Es el artículo 102 en su primera hipótesis mediante la cual se fundamenta el 

inicio del curso de la acción persecutoria, atendiendo a que el delito que nos ocupa es de los 

llan1ados consumados, salvo los casos, de las figuras ordenadas para la tentativa punible. 

independientemente de lo previsto por el numeral en comento el criterio rector de la 

consu1nación como base para la operancia de la prescripció~ en este mismo sentido. la 

Supre1na Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado en los siguientes términos: 

" PRESCRIPCION DE LA ACCION. Para que opere la prescripción de la 

acciún penal es preciso que transcurran como mínimo tres años y como máximo el término 

1nedio aritmético de las penas corporales aplicables. contándose a partir del momento en que el 

<lcliln se consuma. sin que produzca efecto favorable la declaración a posteriori del leso 

reduciendo el n1onto del daño patrimonial por haber reducido un abono, al constatarse que el 

tip1l delictivo estaba agotado en sus elementos conformadores. desde antes de la denuncia. 



107 

Amparo Directo. 1670/53. Promovido por Lorenzo Anaya Apodaca. 

l inani1nidad de 4 votos, ausente el Señor Ministro Olea y Leyva. Fallado el 24 de agosto de 

1955. Ministro Ponente: Lic. Agusfín Mercado Alarcon. Srio. Lic. Rubén Montes de Oca. la. 

Sala. Informe 1955. página 64." 

F) Los delitos de lesión. 

Esta clase de delitos, que también se llaman delitos de daño, son aquellos que 

requieren para que se tipifiquen una efectiva lesión del bien jurídicamente tutelado por el tipo. 

Dentro de las características de estos últimos y de los cuales se encuentran contenidos en la 

n1ayoría de los códigos penales. son aquellos que una vez consun1ados ocasionan un daño 

directo y efectivo en un bien jurídicamente protegido. En estos tipos se contiene una 

valoración que el órgano legislador referente a la necesidad y conveniencia de proteger 

dercnninados intereses que tienen relevancia tanto al Estado como a la sociedad; de ahí que 

poda111os afirmar que todos y cada uno de los tipos penales que integran los códigos penales y 

leyes especiales pretenden tutelar los intereses jurídicos que cada uno de ellos presenta, 

n1cdiante el Derecho Penal. Partiendo de esta base los intereses jurídicamente protegidos, por 

el tipo pueden at'ectarse en algunos casos mediante la conducta ( activa u omisiva ), que los 

dalle o lesione en forma directa y efectiva. 

Para ejemplificarlos podemos tomar el homicidio. el daño en propiedad ajena. 

que al momento de consumarse afectan el bien jurídico de la vida o aquel que daña una cosa 

integrante de un patrimonio ajeno; y en ambos casos tanto la vida como el patrimonio se en 

encuentran protegidos por el tipo penal correspondiente. 

" En cuanto se refiere a la prescripción de la acción para perseguir esla clase de 

delitos y. n1ás concretamente expuesto. el inicio del cómputo del término necesario para la 

prescripción. se toma a partir del momenro consumativo. Destaca, en este aspecto. lo dicho por 

Puig Peiia. en el sentido de que son delitos de lesión " los que una vez consun1ados ocasionan 
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un daño directo y efectivo en un bien jurídican1entc protegido ", ya que es clara la posición en 

cuanto a que los delitos de lesión son necesariamente consu1nados. por Jo que nos permite 

ubicar la cuestión relativa al inicio del término para la prescripción en la primera de las 

hipótesis del artículo l 02 del código penal que hemos transcrito en varias ocasiones anteriores. 

Desde luego, hay que entender que los tipos de lesión o de daño corresponden a 

una forma especial de presentación de la conducta típica, Jo que significa que normalmente son 

tipos consumados. pero ello no impide la presentación de la tentativa punible, que estará, como 

es natural, regida por otro principio normativo, en el que no se torne como punto de partida el 

mon1ento de la consumación ". 10
' 

Debemos de tener en consideración para los efectos de la prescripción de la 

acción persecutoria que independientemente del grupo en el que pueda quedar incluido un 

delito detern1inado, hay una uniformidad del criterio que es el relativo a que la conducta 

punihle debe de exteriorizarse y crear nuevas situaciones en la realidad social y sólo ahí es 

cuando comenzará a transcurrir el tiempo necesario para que opere el fenómeno de la 

prcscnpción. 

G) Los delitos de peligro. 

Este tipo de delitos son opuestos referente a los llamados delitos de lesión o de 

daño. son los delitos de peligro; ambos de daño y peligro, referidos a la afectación al interés 

juridicamente protegido en el tipo penal. 

En este sentido se ha manifestado diversos autores, por ejemplo tenemos a 

Carncluti quien sostiene que la distinción entre daño y peligro es bien obvia. y que de la 

1nisn1a se desprende que la noción de peligro puede considerarse establecida en la probabilidad 

d1.·I dalio. Mientras que Mezger parte de la causalidad para llegar al concepto de peligro y sus 

,1k·anccs en el Derecho Penal. sostiene que la causalidad hace comprensible el concepto de 
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peligro y la puesta en peligro de un bien jurídico por que " un determinado suceso puede. con 

arn.:g\o a la general experiencia y a las concepciones de la vida practica, ser generalmente 

idón.:o. para la producción de un resultado detenninado, por más que esto no se haya 

producido en el caso concreto y esto puede revestir importancia jurídica ... agregando: el 

concepto peligro significa la posibilidad inmediata, la probabilidad cognitiva de la producción 

de un determinado acontecimiento dañoso." 

Por lo anterior podemos destacar que el interés del legislador. se centra en la 

necesidad de preservar los intereses protegidos por el tipo penal y por Jo tanto hace que nazca 

los 1ipos de peligro. independientemente del daño que llegaren a producir. Ya que la simple 

puesta en peligro de los intereses jurídicamente tutelados, da a esas conductas, la clasificación 

de hecho delictuoso. 

Este tipo de delitos se comete por el sólo hecho de incurrir en la conducta 

descrita, independientemente del resultado que pueda sobrevenir por que ese solo hecho ya 

crc,1 un peligro común. No es posible en estos delitos la tentativa punible. Lo anterior con 

fundainento en el anículo 12 de nuestro código penal; ya que implica que en el inter criminis 

la ,oluntad del sujeto va orientada hacia un delito determinado; en los delitos de peligro por la 

especial configuración que les ha dado el legislador los mismos no producen daño, son por si 

n1is111os constitutivos de un tipo en el que la noción de peligro al que se ve sometido el bien 

juridico crea una consumación típica. 

" La desaparición de la tentativa punible en los delitos de peligro reduce la 

prnhlcn1ática de la norma aplicable a la prescripción de la acción persecutoria en estos delitos: 

no h,1hiendo tentativa nos queda sólo la figura del delito consumado, de donde resulta que la 

hipútcsis nonnativa aplicable es la contenida en el artículo 102 del código penal. referente a 

4uc el inicio del curso de la prescripción lo determina el día en que el delito ( conducta típica) 

se co1netió. por tratarse de delitos consumados. 
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El momento consu1nativo y, por ende, el inicio del concurso de la prescripción 

es contemporáneo con la realización de la conducta típica; al desplegarse una conducta, sea 

acti\·a u ornisiva. que trae como consecuencia la desprotección o peligro a un interés 

juridicamente tutelado, se ha satisfecho la tipicidad y el hecho realizado es perseguible. No se 

escapa de estas manifestaciones que hacemos la posibilidad de que el delito de peligro pueda 

presentarse como figura permanente o continua, como es el caso de los delitos de omisión de 

cun1plimiento de las obligaciones de asistencia fa1niliar. en cuyo caso la prescripción de la 

acción persecutoria tiene que iniciar su curso a partir de la cesación de la conducta on1isiva que 

pone en peligro el bien tutelado en el tipo. 

6.- La prescripción de la acción persecutoria atendiendo a la clasificación 

de los delitos en orden al tipo. 

Para que un hecho que ocurra en el mundo adquiera interés para el Derecho 

Penal. se debe de manifestar mediante una conducta atribuible a un sujeto que se encuentre 

son1etido al imperio de las normas penales. Esa conducta debe de concurrir la antijuricidad, la 

culpahilidad y la punibilidad, sólo entonces se podrá decir que existe un delito. 

La Corte se ha manifestado en el sentido de que de la sospecha de delito surge 

la acción penal que al ser ejercida por el Ministerio Público se obtiene la tipicidad. Por ello 

dcbc1nos de estar de acuerdo con lo afirmado por Jiménez Huerta en el sentido de que " las 

figuras típicas son los marcos que delimitan los hechos punibles y los pórticos de entrada a sus 

territorios profundos, ya que los tipos penales llevan con sigo la descripción de las conductas 

que el legislador. en su soberanía. ha valorado como prohibidas por ser afectadoras de los 

intereses jurídicos trascendentes y que en cada caso se encuentran incluidos en el tipo 

particular." 

Es el propio tipo el que marca y delin1ita los límites entre lo prohibido y Jo 

pcrn1itido ya que da la pauta para penetrar a la antijuricidad tipificada. 
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A) Clasificación de los delitos en orden al tipo, atendiendo a su ordenación 

metodológica. 

En la mayoría de lo códigos penales. que algunos autores llan1an catálogos de 

tipos. para hacer referencia que en ellos se encuentran los tipos que el legislador con base en 

sus f'acultades constitucionales ha elaborado en figuras de delito, no obstante la agrupación 

prin1aria (códigos penales), y la evolución que ha sufrido nuestra sociedad se ha dado una 

tendencia muy fuerte de tipificar delitos en leyes especiales verbigracia la Ley Federal de 

Armas de Fuego y Explosivos, el Código Fiscal de la Federación, la Ley Federal de Derechos 

de Autor, etc. No obstante eJlo la creación legislativa siempre se ha guiado por el método 

n1ediante el cual ha ido ordenando las figuras delictivas atendiendo al bien jurídicamente 

tutelado. Así tenemos: " delitos contra la humanidad, contra la seguridad pública, en materia 

de vías de con1unicación. contra la autoridad, contra la salud, contra la vida y la integridad 

corporal. 

En las últimas legislaciones la determinación de los títulos que integran los 

tipos de delitos particulares, y se van agrupando según el bien que jurídicamente se intenta 

proteger y bajo la denominación de el se agrupan los tipos delictivos que conculcan ese propio 

bien. como ya quedo asentado. Ahora bien esta agrupación de delitos bajo el mismo título esta 

en razón y proporción a la similitud que entre ellos se presenta cuando se viola un determinado 

bien jurídico. 

El fenómeno de la prescripción de la acción persecutoria se encuentra 

in1i111amente ligada a la fonna de presentación del tipo, como ya hemos apuntado en diversas 

situ::u:iones. con la aparición del hecho típico que a su vez implica la sospecha de un delito y 

en ese 111omento surge el ejercicio de la acción persecutoria; cuya finalidad en definitiva 

1111..·diante la fuerza de la verdad legal es llegar a la conclusión de que ese hecho determinado y 
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su autor son o no calificables la primera corno delito y su autor como delincuente 

respectivamente. 

Motivo por el cual en este mon1ento corresponde a nuestra investigación 

clasificar a los tipos en tres grupos: tipos básicos. especiales y complementados, con 

agn:l\ antes y con atenuantes. 

a) Los tipos básicos. Se ha sostenido que este tipo de delitos. son aquellas 

conductas que con cualquier lesión que se cause a un determinado bien jurídicamente tutelado 

es n1ás que suficiente para integrar un delito. De estos tipos básicos podemos hablar del 

ho111icidio a que se refiere el artículo 302. el robo descrito por el articulo 367 y el fraude 

genérico que se contiene en el artículo 386 del Código Penal. .. En cada uno de estas figuras 

típicas. al lesionarse el interés jurídicamente protegido, se integra el hecho que resulta 

relevante y que motiva la necesidad de su determinación en orden a su calidad, o en su caso 

falta de calidad delictuosa. No debe pasar inadvertida la mecánica tendente a la clasificación: 

el tipo. una vez surtido, crea la presunción de estar frente a un delito; pero será en definitiva en 

una sentencia donde habrá de resolverse al respecto, ya que el fenómeno de la subsunción de la 

conducta al tipo tan sólo crea la tipicidad, quedando aún pendientes de ser satisfechos los otros 

elen,entos integrantes del delito." 104
• 

En cuanto se refiere a la prescripción de la acción persecutoria, el tipo básico. 

dehe necesariamente lesionar algún interés jurídicamente protegido. motivo por el cual para 

que opere el fenón1eno de la prescripción el delito debe consumarse y se actualiza la hipótesis 

contenida en el artículo 102 del Código Penal; o sea que al ocurrir la lesión y consumarse el 

tipo. se inicia el curso del tiempo necesario para que opere la prescripción de la acción 

pcrs'-·cutoria. A mayor abundamiento. a continuación citaremos el criterio de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación donde se expresa con referencia al tipo llamado básico. y que dice así: 

.... lt>nkm f1 202 
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" PRESCRIPCION DE LA ACCJON. Para que opere la prescripción de la 

acción penal. es preciso que transcurran como mínimo tres años y como máximo el ténnino 

n1cdio aritmético de las penas corporales aplicables, contándose a partir del momento en que el 

delito se consun1ó, sin que produzca efecto favorable la declaración a posteriori del leso 

reduciendo el monto del daño patrimonial por haber recibido un abono, al constatarse que el 

tipo delictivo estaba agotado en sus elementos conformadores, desde antes de la denuncia. 

A.D. 1670/53. Lorenzo Anaya Apodaca. Unanimidad de 4 Votos. ausente el 

se11or Ministro Olea Leyva. Fallado el 24 de agosto de 1955. Ministro Ponente: Lic. Agustín 

Mercado Alarcon. Sri o. Lic. Rubén Montes de Oca. 1 a. Sala. Informe 1955, página 64. •• 

Co1no podemos observar en la parte final de la tesis transcrita. se hace hincapié 

del tipo delictivo agotado y que es a panir de su consumación Jo que motiva la acción 

persecutoria. Asimismo se hace especial referencia a que opera la prescripción y esta se 

encuentra directan1ente relacionada con la sanción aplicable con su media aritmética. Es decir 

la su111a del minin10 y máximo de la pena probable. dividida en tres dos. 

b) Los tipos especiales. La doctrina considera como tipos especiales aquellos 

que tutelan un bien jurídico ya protegido por un tipo básico, trayendo como consecuencia 

establecida en le ley un aumento o una disminución de la antijuricidad de la conducta 

tipificada. Y en este sentido se pueden presentar dos diferentes casos de tipos especiales el 

pri111ero que aparece cuando la ley en forma expresa establece un tratamiento n,:ís grave en 

orden a la penalidad y se le denomina tipo especial agravado y el segundo en contraposición, 

es a4uel que la ley señala una penalidad inferior y se le denomina tipo especial privilegiado. 

Para la mejor comprensión de esta clasificación. debemos de tener en cuenta 

que la parición de un tipo especial sea gravado o privilegiado, se excluye la aplicación del tipo 

h;,lsico. no in1portando que en las hipótesis legislativas la tutela penal contenidas en los tipos se 

rclicra a delitos que tutelan el misn10 bien jurídico~ como ejemplo podcn1os hablar del 
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honlicidio sin1ple regulado por el articulo 307, a cuyo autor se le impondrá una pena de ocho a 

\'einte años e.le prisión. mientras que el parricidio como tipo especialmente agravado es 

s.incionado con una pena de diez a cuarenta años como se desprende del anículo 323, ambos 

del Código Penal para el Distrito Federal, en ambos tipos el bien jurídicamente tutelado es la 

vida. 

En este mismo orden de ideas un ejemplo de lo que vendría a ser un tipo básico 

privilegiado vendría a ser la segunda hipótesis contenida en el artículo 308 de la ley en 

co1nento. o sea el homicidio cometido en duelo y que al autor una pena de dos a ocho allos de 

prisión. podemos ver que en el caso que nos ocupa el bien jurídicamente tutelado sigue siendo 

la vida, con una variación en la pena aplicable al delito que nos ocupa. Y para todos ellos la 

prescripción de la acción persecutoria comienza a partir del momento en que los homicidios se 

consumaron. 

No podemos dejar de asentar en este sentido, que las modalidades que agravan 

o privilegian a los tipos analizados, serán el resultado de la secuela procesal y en la resolución 

de los mismos ( sentencias ) se impondrán las sanciones aplicables al caso concreto. 

B) Clasificación de los delitos en orden al tipo, atendiendo al alcance y 

sentido de la tutela penal. 

" En la actualidad, como dice Roxin, " en la teoría del tipo ocupa un lugar 

pron1inente la interpretación con forme al bien juridicamente protegido '", ya que no existe la 

n1i.:nor duda en cuanto a que inmerso en cada tipo penal creado por el legislados hay un bien o 

interés jurídico que la sociedad considera digno de la especial tutela que brinda el Derecho 

Penal. Desde el momento mismo en que el tipo adquiere vida al entrar en vigor la ley que lo 

contenga. un bien socialmente valioso es elevado al rango de interés jurídico penal. al quedar 

incluido en el tipo de que se trate. 
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Los tipos por otra parte, son portadores de una hipútesis general, que describe la 

fonna como la conducta del sometido al imperio de la norma puede afectar el interés jurídico 

protegido en el propio tipo; es decir, que el legislador, consciente del valor del principio " 

nul/11n1 crimen sine /ege ". hace la descripción de la conducta punible en forma tal que queden 

incluidos en el tipo todos los comportamientos que la ley no desea se produzcan. 

En esta forma y atendiendo a la naturaleza del interés jurídico. " el legislador, 

en su tarea de acuñar figuras típicas. no solo toma en consideración aquellas conductas 

productoras de un daño para el objeto material u objeto del ataque en que encama el bien 

juridicamente protegido, sino también aquellas otras que implican la probabilidad de que 

dichos objetos puedan ser dañados. pues la común experiencia y los conocimientos de la vida 

práctica revelan en forma inequívoca la existencia de conductas proclives a la causación de un 

resultado dañoso. "'°s. 

Para efectos del estudio nuestro referente a las implicaciones que en cuanto al 

curso del tien1po necesario para la operancia de la prescripción de la acción persecutoria puede 

tener el hecho de que el tipo, independientemente de que sea de daño o de peligro debe de 

to1narse en cuenta la conducta que es el motivo del proceso lógico de subsunción, o sea, la 

adecuación típica, por la relación que implica entre conducta y el tipo. En este sentido como se 

ha expresado con claridad Jiménez Huerta, " el concepto de adecuación típica presupone un 

tipo lógico. en el que se afirma que la premisa histórica, esto es, la conducta humana, esta 

contenida o subsumida en la premisa legal. es decir. en la figura típica que en cada caso entra 

en función. " w,,_ 

a) La prescripción de la acción persecutoria. tratilnllose de tipos de daño. 

, .. , lh1<k1t1 I' 22:' 
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Debemos de entender por tipos de daño aquellos para cuya perfección juridica 

es 1ncncster que el bien jurídicamente tutelado sea destruido o en alguna forma disminuido. 

Por tanto la afectación por daño al bien tutelado por el lipo es al mismo tiempo con la 

adc,uación típica y en ese momento opera el proceso de subsunción por el cual la conducta se 

encuentra adecuada con la hipótesis referida en el tipo y el bien jurídico tutelado se daña. y 

estan .. ·111os en presencia de un tipo de daño. 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 105 de nuestro Código Penal, el 

cón1puto del tiempo necesario pera la prescripción de la acción persecutoria proviene de la 

penalidad señalada para el delito ( tipo ) de que se trate; los tipos de daño necesariamente 

deben de ser consumados ya que la aparición de la adecuación típica aparece cuando se da el 

resultado de destrucción o diminución del bien del que se trate, por lo que intuimos que para 

efectos de la prescripción de la acción persecutoria esta debe darse en términos de la primera 

hipótesis consignada en el artículo 102 de la ley en comento. que nos ordena que los términos 

para la prescripción de la acción penal serán continuos y se contaran desde el día en que se 

co1nc1ió el delito si fuere consumado. 

Para los efectos de la prescripción debe de quedar satisfecha la relación 

conducta tipo y en este sentido nuestro más alto tribunal se ha manifestado en los siguientes 

ténninos: 

" ACCION PENAL, SU EXISTENCIA. El Ministerio Público, en 

cumplimiento constitucional de su contenido, acude a los Tribunales ejercitando la acción 

penal en su fase persecutoria, consignando hechos que estima punibles. no importa que señale 

tal o cual delito o determine nombre o nombres indicados y corresponde al Organo 

Jurisdiccional clasificar legalmente al tipo. 
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A.O. 489/60. la. Pedro Torrea Botello. 24 de octubre de 1960. Unanimidad de 4 

Votos. Ponente: Ministro Agustín Mercado Alarcon. Secretario Lic. Ignacio Cal y Mayor. la. 

Sala. Informe 1960. Página 17. " 

Como podemos observar de la tesis antes transcrita es facultad en última 

instancia del Organo Jurisdiccional de cambiar la clasificación hecha previamente por el 

Ministerio Público; no con esto queremos decir que el propio órgano de persecución no pueda 

clasilicar tal o cual delito, toda vez que siempre lo hace, al ejercitar la acción penal en la fase 

persecutoria. Por lo que respecta a los tipos de daño ambos órganos se encuentran facultados 

para fijar entre otras cosas lo relativo al curso de la prescripción; si tomamos en consideración 

que la acción persecutoria es consecuencia de hechos ciertos, una vez valorados. 

" La mayoria de los tipos contenidos en el Código Penal corresponden en su 

clasilicación a los tipos de daño, situación que mencionaremos para descartar la importancia 

que 1iene el conocimiento del inicio del curso de la prescripción de la acción persecutoria en 

los de su clase. En efecto, por las consecuencias extintivas de la pretensión punitiva que lleva 

consigo la operancia de la prescripción, es conveniente tener siempre la idea exacta del 

momento en que pueda haberse iniciado el curso de la prescripción, tanto por el titular de la 

acción persecutoria. cuanto por el juzgador, quien confonne a la ley debe declararla de oficio 

en el momento en que se percate de que ha funcionado la prescripción y, además, por el propio 

inculpado y su defensor. los que por razones de seguridad jurídica serán los más interesados en 

el 111~jor conocinliento del fenómeno. " 10
'. 

b) La prescripción de la acción persecutoria tratándose de tipos de peligro. 

" Ratiglia. citado por Jiménez Huerta afinna que en los delitos de peligro " el 

legislador transliere el momento consumativo del delito, de aquel de la lesión a aquel de la 

\ 1 t \ J'RI VIÑtl. Ser~•·• , .... C11 I' 227 
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a111('naza, y considera perfecto el delito en el momento en que el bien o interés penalmente 

tutelado se encuentra en una condición objetiva de probable lesión. " 

Como es preceptible. hay una substancial modificación en la estructura del tipo 

de pt..'ligro. en con1paración con el de daño, puesto que mientras este último requiere para su 

perfeccionamiento una verdadera alteración en el interés o bien jurídicamente tutelado, en el 

prin1t:ro. tal requerimiento no existe, sino que basta que un bien, tutelado típicamente, quede 

expuesto a una posible lesión para que el tipo quede perfeccionado. Esto en razón de que, 

con10 lo dice con certeza el propio Jiménez Huerta, razones " de política criminal por el 

propósito de reforzar la protección jurídica impelen frecuentemente al legislador al crear 

concretos tipos de peligro. en orden a algunos intereses jurídicos en los que su fundamental 

trascendencia para la vida de relación o su vulnerabilidad puesta de relieve por la potencial 

intensidad o extensibilidad lesiva de los medios que puedan atacarlos, hace necesario o 

conveniente protegerlos específicamente frente a estos riesgos o amenazas. " 1011
• 

Este tipo de delitos para los efectos de la prescripción se consideran perfectos 

desde el rnon1cnto en que el bien o interés jurídico queda expuesto al peligro. Esto significa 

que el mon1ento consumativo efectivamente aparece al surgir el peligro o crearse la 

desprotección. lo que nos lleva por razón natural a fijar que el fenómeno de la prescripción en 

esta clase de tipos se encuentra regulada por la hipótesis del multicitado artículo 102. que 

ordena que se contará desde el día en que se cometió el delito si fuere consumado. Esta 

consumación debe coincidir con la exposición al peligro, y en ese momento se da la 

:idl'cuación entre la conducta y el tipo de peligro. 

En consecuencia en el momento en que nace el Derecho del Estado. Debemos 

de tl·ner en estos tipos bien claro las descripciones de peligro efectivo y peligro presunto; ya 
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que de la adecuación típica viene a precisar el momento consumativo de la conducta y en 

consecuencia a fijar el inicio del curso de la prescripción, según se manifiesta el peligro. 

" Dice Antolisei que " el peligro efectivo consiste en la probabilidad de un 

resultado dañoso ( en sentido estricto ), o sea, de un resultado lesivo para el interés ". En estos 

tipos de peligro efectivo se requiere para su cabal integración la prueba de la exposición al 

peligro del interés jurídicamente protegido". 109
• Como ejemplo de tipos de peligro efectivo, 

podemos citar el peligro de contagio a que se refiere el articulo 199 bis del Código Penal; que 

a la letra dice: 

" El que a sabiendas de que esta enfermo de un mal venéreo u otra enfermedad 

grave en periodo infectante. ponga en peligro de contagio la salud de otro, por relaciones 

sexuales u otro medio transmisible, será sancionado de tres días a tres años de prisión y hasta 

cuarenta días de multa ... " . 

De la anterior transcripción, deducimos que para los casos de tipo de peligro 

efectivo, y en consecuencia el inicio del curso del tiempo necesario para la operancia de la 

prescripción depende, naturalmente de la completa y total satisfacción del tipo que sólo podrá 

darse cuando se acredite que efectivamente hubo una real exposición al peligro del bien 

jurídicamente tutelado. En consecuencia para el caso del numeral en cita si el sujeto activo del 

delito desconocía la posibilidad de contagio del mal transmisible; no es posible la tipicidad 

necesaria y en consecuencia el juicio de reproche que le asiste al Estado no se actualiza, por la 

no satisfacción del tipo. 

Quede ahí. nuestro comentario al respecto toda vez que la investigación que nos 

ocupa no se refiere a la tipicidad de los diferentes tipos aquí tratados, pero no podernos dejar 

pasar el con1cntario en el sentido de que el Estado tiene la obligación de tipificar la conducta 

''"' \' 11 )1 1..;r1. f·r:iod1csi:,, 1 :, a.:cu'ln, d lk~ullm.1<' co el l>.:lito Edil. Juridii:a Mcxii:;,n:, MCi,:ico IQ~tJ r 201 
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de su.s gobernados y hecho que haya sido, perseguirlos ejerciendo las acciones penales 

corn:spond icntes. 

Ahora bien. por lo que respecta al denominado peligro presunto y al decir del 

propio Antolisei " es en el que se presume un peligro con una presunción que no admite 

pnu:ha en contra. o sea que es la propia ley la que valora como peligrosa una determinada 

conducta y no permite la prueba que pudiera acreditar que no hubo peligro real para el bien 

tutelado por el tipo." 110
• 

Como ejemplo del tipo de delitos de peligro presunto podemos citar el que se 

refiere al abandono de persona, sea niño incapaz o persona enferma a que se refiere el artículo 

335 de nuestro Código Penal. En dicha disposición se castiga la conducta de abandonar al 

111cnor incapaz o al enfermo. existiendo la obligación de cuidarlos y es aquí donde se da la 

figur.i del peligro presunto. que se tipifica por el simple abandono; sin necesidad de que los 

pasivos ( ,nenor incapaz o enfenno ). se encuentren en peligro. 

Por lo que respecta al curso de la prescripción de la acción para perseguir los 

tipos que nos ocupan se encuadra dentro del supuesto contenido en el artículo 102. primera 

hipótesis ya que inferimos nos encontramos en presencia de delitos que deben de ser 

consun1ados para que opere la misma. Ya que es hasta el momento de la exposición al peligro 

o tic la desprotección cuando se adecua la tipificación y en consecuencia el principio de la 

prescripción de la acción persecutoria. 

C) Clasificación de los delitos en orden al tipo, atendiendo a la unidad o 

plur11lidad de bienes tutelados. 

Para este tipo de delitos el criterio utili?.ad~ para su clasificación parte del 

principio de que todos los tipos llevan consigo la tutela de bienes jurídicos. siendo valido en 

este criterio la opinión vertida por Carrara quien no se refirió expresan1ente al interés 

., .. n, .. 1.-111 " 204 
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protegido. si no al Derecho Lesionado, quien manifestó que: " los delitos se pueden distinguir 

en si1nples y complejos y que se llaman simples los que lesionan un sólo derecho y complejos 

los que violan más de un derecho." 111
• 

Ya en tiempos más recientes Jiménez Huerta indica respecto a la clasificación 

de los delitos en orden al tipo que " los tipos de delitos que tutelan un sólo bien jurídico se 

deno,ninan sin1ples y complejos, los que tutelan dos o más bienes jurídicos. " 112
• Para 

eje,nplificar a los llamados delitos simples podemos señalar al homicidio consagrado en el 

anículo 302 del Código Penal; en donde el bien jurídicamente tutelado es la vida. no 

necesitando mayor explicación. En este mismo orden de ideas en lo referente a delitos 

co1nplejos poden1os citar el daño a la propiedad ajena, a que se refiere el artículo 397 del 

ordenamiento en cita, donde se protegen a las personas en su patrimonio, y por la enumeración 

de los medios comisivos a que se refiere dicho numeral ( incendio. inundación, explosión, etc. 

). se tutela de igual forma la seguridad pública. 

En este sentido y tomando en consideración las cuestiones relativas a la 

pr('scripción de la acción persecutoria en los tipos de delito, lo haremos tomando en 

consideración la simplicidad o complejidad de los tipos correspondientes. Para los tipos 

sin1ples. no existe mayor problema para determinar el inicio de la prescripción que será en el 

n10111cnto mismo cuando se afecte el bien jurídicamente tutelado. Para los tipos complejos, en 

In rclerente a la prescripción será necesario probar por medio de la adecuación típica la 

alCct.ición de uno o más de los bienes tutelados en los mismos. En consecuencia del examen 

n.·alizado al aniculo 102 de la ley en cita la prescripción para este tipo de delitos se pueden 

encuadrar dentro de las cuatro hipótesis que contempla el numeral en comento. 

7 .- El curso total del tiempo necesario para la operancia de la prescripción 

dl' la acción persecutoria. 

' 111 ( ( \RIA. ("csar l"rruaóos tk In" Oditos y do: las PL-nM. 6a Edición 1:d11 l'orrúa. S A Mé>.u:n 19QS f1 )~ 
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Para la operancia de la prescripción debemos de tener bien claro el tiempo de 

inicio y el tiempo cuando finaliza. en virtud de que la misma es una creación del hombre, y 

para poderle dar validez en el mundo del Derecho debe de contar con un espacio temporal 

limitado, por las nom1as jurídicas aplicables. En el desarrollo de la presente investigación nos 

he1nos concretado a estudiar este fenómeno jurídico tomando en consideración la conducta y la 

tipicidad y la manera en que opera la prescripción de la acción persecutoria. Asimismo en el 

presente apartado estudiaremos el tiempo necesario del fenómeno de la prescripción, hasta que 

llega a producirse el efecto que la caracteriza, o sea, cuando el Estado se encuentra legalmente 

i1npedido para perseguir un hecho con apariencia delictuosa y en consecuencia se ve impedido 

de calificar definitivamente si el mismo es o no un delito y si la persona que realizó la 

conducta es o no delincuente. Debemos de poner especial énfasis, en que operando la 

prescripción. el Estado ya no califica y en consecuencia resuelve sobre la naturaleza de la 

conducta y la calidad de las personas que la realizaron; simplemente se produce una nueva 

situación jurídica en la que el hecho y el autor quedan sin una resolución con fuerza definitiva, 

no es óbice que por otra vía se logre el resarcimiento del bien jurídicamente tutelado y que 

haya sido violado, y se reivindique ante otra jurisdicción estatal no penal y obtener una 

calificación como hecho ilicito con todas y cada una de las consecuencias legales que trae 

aparejada dicha situación. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, se ha manifestado a este respecto en 

los siguientes términos: 

" PRESCRIPCION. LA ACCION DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

PROVENIENTE DE ACTOS ILICITOS QUE CONSTITUYAN DELITOS, 

PRESCRIBEN EN DIEZ AÑOS CONTADOS DESDE QUE LA OBLIGACION 

RESPECTIVA PUDO EXIGIRSE. Para determinar el plazo en que opera la prescripción de 

h1 acciún para reclan1ar la responsabilidad civil proveniente de actos ilícitos delictuosos. debe 
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tenerse en consideración lo que establece al respecto el Código Civil. El artículo 1159 dispone: 

" Fut:-ra de los de excepción, se necesita el lapso de diez años, contados desde que una 

obligación pudo exigirse, para que se extinga el derecho a pedir su cumplimiento ", y el 

artículo 1161 señala: "prescriben en dos años: ... V. La responsabilidad civil proveniente de 

actos ilícitos que no constituyan delitos. La prescripción corre desde el día en que se verifican 

los ,1c1os.". An1bos preceptos se encuentran dentro del capítulo " De la prescripción negativa ". 

Más adelante. en el capítulo " De las obligaciones que nacen de los actos ilícitos ", el artículo 

1934 expresa: " La acción para exigir la reparación de los dañ.os causados en los términos del 

presente capitulo, prescribe en dos años contados a partir del día en que se haya causado el 

daiio.". A.D. 7556/1966. Sucesión de José García Femández. Abril 14 de 1971. Unanimidad. 

Ponente: Mtro. Alfonso López Aparicio. Sala Auxiliar. Séptima Epoca. Volumen 28. Séptima 

Partt:-. Página 67. ". 

Ahora bien, frente a la generalidad del artículo 1934 están los artículos 1161, 

fracción V, y 1159 antes transcritos y que, aunque a primera vista pudieran parecer en 

desacuerdo con aquel precepto, vienen a complementarse para establecer un sistema armónico. 

que es el que debe privar en la ley y en su recta interpretación. Es sabido que los dispositivos 

legales deben interpretarse conforme a las reglas de la hermenéutica jurídica, en forma tal que 

todos puedan tener aplicación. por que para ello fueron dictados por el legislador. De acuerdo 

con lo anterior. se observa que dentro del género" actos ilícitos" están comprendidos los que 

constituyen una de sus especies: los actos ilícitos delictuosos, penales o simplemente delitos; 

lo releva la redacción misma del articulo 1161. cuando en su fracción V habla de ilicitudes que 

no l:nnstituyen delitos. Pero debe observarse. asimismo, que mientras todo delito constituye un 

¡1cto ilícito. la afirmación contraria no es exacta, pues, se repite, el género es el acto ilícito y la 

especie el deli10. La disposición clara del artículo 1161, fracción V, dispone, por una parte. la 

conlinnación del artículo 1934 respecto a que el término para la prescripción de la acción que 
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dcri\·a de los actos ilícitos, en general es de dos años; pero, por otra pane, viene a establecer 

t<.1111bién la excepción a dicha regla, ya que expresamente señala como caso especial sustraído a 

la rcgl:1. del artículo 1934, el de los actos ilícitos delictuosos. ya que justamente la fracción V 

ordena que se trate de actos ilícitos" que no constituyan delitos". Luego, a contrario sensu. 

esta fracción dispone que no prescriben en dos años la acción derivada de actos ilicitos 

dclic1uosos. 

" Lo que quiere destacarse es que la prescripción de la acción persecutoria esta 

li1nitada a la calificación final y definitiva del hecho, en orden a si constituyó un delito y. en su 

caso. a lo relativo al autor; pero que si por medio de un sistema normativo diferente del penal 

puede obtenerse su calificación acerca de si es o no un hecho ilícito, esto último no implica en 

rnr111a alguna que se alteren los principios de la prescripción en materia penal; en efecto. lo 

dclic1uoso sólo puede ser resuelto confonne a las nonnas penales y si la prescripción ha 

operado, desaparece tal posibilidad; pero puede quedar expedita la posibilidad de acudir a un 

sistc111a diferente, ajeno al penal y del que. si bien pueden extraerse consecuencias de derecho, 

nunca podrá llegarse a la resolución en orden al binomio delito-delincuente." 11
·
1

• 

A) Presupuesto para el inicio del curso de la prescripción. 

Hemos venido manifestando reiteradamente durante la presente investigación 

que el inicio del curso de la acción persecutoria surge en el mismo momento en que nace el 

derecho del Estado a la persecución del hecho con características de delito. En este mismo 

scnlido se ha manifestado Welzel, cuando expone que '' la prescripción puede empezar a correr 

a parlir del momento en que habría podido ser ejercida la acción penal ".114
• 

Con el objeto de que el cómputo que se tenga que realizar sea ajustado a 

derecho. es necesario precisar que el inicio del curso de la prescripción es a partir de que tal 

\"11 \ l"l{FVIÑO. Ser~1,1 011 Cil 1111 23~·236 
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derecho es ejercitable por el Estado. Lo anterior tiene su fundamento en lo preceptuado en los 

artículos 102. 107 y 110 todos ellos del Código Penal, y en los cuales se afirma con precisión 

que el inicio del transcurso de la prescripción de la acción persecutoria es a partir del día en 

que hayan acontecido los hechos previstos por las normas aplicables." Así, el 102 se refiere a 

que los términos para la prescripción serán continuos y se contaran desde el día en que se 

co111etió el delito si fuere consumado, desde que cesó si fuere " continuo " o desde el día en 

que se hubiere realizado el último acto de ejecución cuando se trata de tentativa; por su parte, 

el 107. que se refiere a la prescripción de la acción en materia de delitos de querella. indica que 

el término será de un año, contado a partir del día en que la parte ofendida haya tenido 

conocimiento del delito y del delincuente y en tres años. independientemente de esta 

circunstancia; finalmente el 110 que menciona las causas de interrupción del curso de la 

prescripción. concluye diciendo que " si se dejare de actuar, la prescripción comenzará de 

nuevo desde el día siguiente de la última diligencia", Todas las hipótesis se 

refieren a la posibilidad de ejercer el derecho a la acción. 

No hay la menor duda. creemos nosotros, de que en los casos de prescripción se esta 

ante un término computable por días naturales y nunca de momento a momento. En 

consecuencia. es valido sostener que el inicio del curso de la prescripción se toma a partir del 

dia en que el Estado adquiere el derecho a la persecución de un caso concreto. 

8) Regla general para determinar el tiempo necesario para la operancia de 

la prescripción. 

La regla general para determinar la prescripción de la acción persecutoria. o sea 

el ticn1po necesario que debe transcurrir lo determina la penalidad probable :según el delito de 

que se trae. Esta generalidad se encuentra preceptuada en lo dispuesto por el artículo 105 del 

Código Penal. que a la letra dice: " La acción penal prescribirá en un plazo igual al término 
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n1edio aritmético de la pena privativa de la libertad que señala la ley para el delito de que se 

trate. paro en ningún caso será menor de tres años .... 

Co1no es sabido, nuestra legislación penal, establece para cada delito una 

sanción que. cuando esta es privativa de la libertad, se consigna entre un mínimo y un máximo 

de su duración, siendo una facultad del órgano jurisdiccional al momento de individualizarla 

en caso de condena. sujetándose en todo momento, dentro de los límites previamente 

señalados por la misma. Para los efectos del artículo en cita la mecánica para precisar el 

tien1po necesario que requiere la prescripción de la acción persecutoria y la misma opere se 

hace sumando el mínimo y el máximo de la pena probable y dividiendo entre dos el resultado 

de la 111isma. El resultado de la división que nos ocupa, será el tiempo necesario para que opere 

la prescripción de la acción persecutoria. Lo anterior puede considerarse como regla general en 

materia de prescripción de la acción persecutoria y pone en evidencia la necesidad que tiene 

una correcta ubicación del hecho en cuanto a su clasificación en orden a la conducta, al 

resultado y al tipo, ya que con una valoración jurídica de los tres elementos antes señalados 

nos llevará invariablemente a detenninar de que delito se trata y en consecuencia a determinar 

la pena aplicable al caso concreto y al mismo tiempo a determinar el tiempo necesario que se 

requiere para la operancia del fenómeno de la prescripción. 

A mayor abundamiento. nuestro más alto tribunal se ha manifestado en el 

sentido de que para la operancia de la prescripción de la acción persecutoria se debe de estar a 

la penalidad fijada por el legislador ( individualización legal ), y no a la sanción señalada al 

delincuente con posterioridad por los jueces ( individualización judicial ). y es por ello el 

térnlino medio aritmético de la pena aplicable ordenado por el aniculo 105 del Código Penal. 

C) Excepciones a la regla general de la operancia de la prescripción. 

Como hemos venido apuntando, nuestra legislación contempla como regla 

general la del término medio aritmético para detenninar, en general el lapso de tiempo 
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necesario para que opere la prescripción de la acción persecutoria, como se desprende de la 

si111ple lectura del artículo 105 de nuestro Código Penal, sin embargo existen diversas 

excepciones que a continuación detallaremos: 

Primera.- Cuando de la semisuma de la sanción probable establecida para el 

delito del que se trate se obtenga un resultado inferior a los tres años, no se aplica la regla 

general. sino la especial contenida en el mismo artículo 105, cuando preceptúa: 

" La acción penal prescribirá en un plazo igual al término medio aritmético de la 

pena privativa de la libertad que señala la ley para el delito de que se trate, pero en ningún caso 

sera 111enor de tres años. " 

" Como es visible, la ley esta señalando en fonna expresa que nunca el plazo 

total de la prescripción podrá ser inferior a tres años, con lo cual crea una excepción a la regla 

consignada, puesto que. como se indicó antes, cuando de la semisuma de la pena probable de 

un resultado sea inferior a tres años, este último ténnino será el determinante para señalar el 

curso total de la prescripción. "11
~. 

A 1nayor abundamiento la misma Corte se ha manifestado en este mismo 

sentido consignando que: 

" PRESCRIPCION DE LA ACCION. En cuanto al término de la 

prescripción de la acción persecutoria. la ley alude al término medio aritmético de la pena, que 

se ha interpretado como no deducible de la individualización judicial sino de la 

individualización legal correspondiente a las entidades delictivas consun1adas, pero sin 

111odalidadcs. 

Sexta Epoca. Segunda Parte. Volumen XXV. Página 88. A.D. 552/59. Clemente 

llolguin Carmona. Mayoría de tres votos. Volumen XLV. Página 59. A.D. 8793/60. Santos 

Rndríguez Marvcl. Unanimidad 4 votos.''. 

"' \'/ J \ l"IU· VIÑO. ~1¡?10 Op Cil. r, 240 
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" PRESCRIPCION DE LA ACCION. Para que opere la prescripción de la 

acción penal, es preciso que transcurran como mínimo tres años y como milximo el término 

n1edio aritmético de las penas corporales aplicables, contándose a partir del momento en que el 

delito se consumo. sin que se produzca efecto favorable la declaración a posteriori del leso 

reduciendo el 1nonto del daño patrimonial por haber recibido un abono, al constatarse que el 

tipo delictivo estaba agotado en sus elementos conformadores, desde antes de la denuncia. 

A.O. 1670/53. Promovido por Lorenzo Anaya Apodaca. Unanimidad de 4 

Volos. ausente el señor Ministro Olea y Leyva. Fallado el 24 de agosto de 1955. Ministro 

Ponente: Lic. Agustín Mercado Alarcon. Srio. Lic. Rubén Montes de Oca. la. Sala. Informe 

1955. Página 64." 

De la simple obseivación que hagamos a la legislación penal. son muchos los 

delitos que tienen señalada una pena inferior en su media aritmética de los tres años. en 

consecuencia estos se encuentran sometidos al régimen de la prescripción de la acción, 

expuestos en ésta excepción a la regla general. 

Segunda.- La siguiente excepción al principio del término medio aritmético de 

la pena aplicable. lo encontramos para el caso de los delitos cuya pena no sea privativa de la 

libertad y en consecuencia nos encontramos en la imposibilidad de determinar el curso de la 

prescripción en función del tiempo de la pena probable. En estos casos el Código Penal 

resuelve estos casos en términos de lo previsto por el articulo 104. el cual nos ordena: 

" La acción penal prescribe en un afio. si el delito sólo mereciese multa. Si el 

delito mereciere. a demás de esta sanción la corporal o fuere alternativa se atenderá en todo 

caso a la prescripción de la pena corporal, y lo mismo se observará cuando corresponda alguna 

otra sanción accesoria. " 

·· Interpretando el precepto transcrito. tenemos que en el la ley plantea dos 

difi:n.:nlcs hipótesis. la segunda con variantes. En primer término, aparecen los casos de 
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prescripción de la acción persecutoria tratándose de delitos que tienen la n1ulta como única 

sanción. En esta hipótesis, el curso total de la prescripción es de un año, el cual empieza a 

contarse a partir de que el hecho de que se trate sea perscguible por la satisfacción de la 

relación conducta-tipicidad; en todo caso en esta clase de delitos hay una excepción a la 

n1encionada regla general, puesto que se carece de la base aportada en función del tiempo de la 

pena probable, simplemente la prescripción produce sus efectos al año de que sea perseguible 

el hecho. 

En la segunda hipótesis que aborda el articulo 104 citado, tenemos los casos en 

que el delito de que se trate tenga señalada. a demás de la sanción de multa, una corporal; 

creen1os que es claro que, habiendo pena corporal, los tales casos se regirán por la regla 

general relativa a la media aritn1ética de la sanción prevista, como lo manda el artículo 118 

(sic): por otra parte, si ese término n1edio aritmético de la pena probable es inferior a los tres 

aiios. el principio que se aplica es el contenido en el artículo 105 es decir el de tres años. 

Habíamos anticipado que la segunda de !as hipótesis del artículo 104 contiene 

\'ariantes; en el párrafo inn1ediato anterior ya se hizo referencia a la primera de ellas, con su 

correspondiente solución legal, a saber: el caso de que la ley establece para un delito 

dctenninado las sanciones, corporal y de multa; puede además, presentarse como variante la 

situación de las llan1adas penas alternativas, que son aquellas en que la ley usa la disyuntiva 

"o" t1I establecer la pena probable y deja al arbitrio del juzgador la individualización de una u 

otra de las penas señaladas .. En estos casos, si en la altematividad propuesta por la ley se 

consigna una pena corporal. el lapso necesario para el curso total de la prescripción será 

detcrn1inado en función de la pena corporal." 11 6. 

Tercera.- Una excepción más a la regla general, es la contenida en el artículo 

106 del Código Penal, por lo que se refiere a algunos delitos que no tienen señalada pena 

"• Ibídem l'-T' 241-242 
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corporal. y en consecuencia es imposible obtener una media aritmética de los mismos. 

T~n1poco nos encontramos en delitos previstos por el articulo 104 del ordenamiento en cita. ya 

que. 1an1poco son delitos con una sanciones abstracto de multa o pena alternativa ( prisión o 

n1ulta ). ya que nos encontramos en casos de sanciones como son: destitución. suspensión, 

pri\~H:ión de derecho o inhabilitación, y en estos casos la acción persecutoria se extiende a dos 

años: y nos encontraremos en presencia de las llamadas sanciones accesorias. 

D) Condiciones posteriores al hecho, que deben darse para que el plazo de 

la prescripción siga su curso. 

Como hemos venido apuntando en diversas partes de esta investigación, el 

inicio del curso de la prescripción nace contemporáneamente con el derecho de que se agencia 

el L'stado para perseguir el hecho determinado. Como ya reiteramos este hecho con sus 

características necesarias de conducta y tipicidad, es el presupuesto indispensable tanto para la 

persecución 111isn1a del hecho, como el inicio de la acción persecutoria. Y operando la 

pcrseguibilidad. la prescripción de la correspondiente acción persecutoria continuará cuando se 

presenten una u otra de las siguientes condiciones: " que el Estado, pudiendo y debiendo 

ejercitar acción penal no lo haga dentro de los límites temporales del caso particular, o bien, 

que habiendo realizado el acto procesal de ejercicio de la acción persecutoria, no logre el 

propio Estado que el o los sujetos queden sometidos a la jurisdicción de los tribunales. Cuando 

ocurre lo anterior. aparecen satisfechas las condiciones necesarias, posteriores al hecho, para 

que la prescripción de la acción persecutoria siga su curso; en sentido contrario, si el Estado 

lle, a ante los tribunales su pretensión punitiva. buscando que un hecho y su o sus autores sean 

tin,1\tnente calilicados como delito y delincuente en su caso y ello lo hace pidiendo y logrando 

el sn1nctimie1110 del o los sujetos a la jurisdicción. el curso de la prescripción. ya se había 

iniciado. se ve cortado ( no interrumpido ) sin posibilidad de una nueva computación del 

1ie1npn. s.:1lvo cuando el sujeto se sustraiga a l.i jurisdicción. 
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1) Condición consistente en el no ejercicio de la acción persecutoria. De 

conformidad con lo preceptuado por los artículos 17 y 21 de la Constitución Política de los 

E~tados Unidos Mexicanos. nos queda claro que el Monopolio de la acción persecutoria se 

encuentra dada en favor de el Estado, lo anterior se deduce de la simple lectura de los 

dispositivos citados. que a la letra dicen: 

" ... Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma ni ejercer violencia 

para reclamar su derecho. Los tribunales estarán expeditos para administrar justicia en los 

plazos y términos que fije la ley; ... " 

De la lectura del precepto transcrito se obtiene la prohibición para los 

gohernados de hacerse justicia por si mismos y la obligación de acudir a los tribunales a hacer 

\·aler sus derechos; en materia penal esta obligación de concurrir al órgano jurisdiccional para 

el restablecimiento del derecho violado no lo hace directamente el súbdito; ya que la ley 

expresamente establece que tal acto lo debe de hacer el Ministerio Público, ya que así lo 

ordena el articulo 21 constitucional cuando prevé que: " La persecución de los delitos incumbe 

al Ministerio Público y a la policía judicial. la cual estará bajo la autoridad y mando inmediato 

de u4uel." 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, se ha manifestado respecto al 

ejercicio de la acción penal y el monopolio existente de la misma en favor del Ministerio 

Púhlico. en los siguientes términos y criterios reiterados para establecer jurisprudencia, en los 

siguientes términos: 

" ACCIÓN PENAL. Su ejercicio corresponde exclusivamente al Ministerio 

Púhl ico. de manera que cuando el no ejerce esa acción, no hay base para el procedimiento; y la 

scntl.'ncia que se dicte sin que tal acción se haya ejercido por el Ministerio Público importa una 

\'Ínhu:ión de las garantias consagradas en el artículo 21 constitucional. 

Quinta Epoca; 



Tomo VII. Página. 262. Revuelta Rafael. 

Tomo VII. Página. 1503. Tellez Ricardo. 

Tomo IX. Página 187. Hemández Trinidad. 

Tomo IX. Página 567. Ceja José A. 

Tomo IX. Página 659. Carrillo Daniel y Coag." 
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Como deducimos de la jurisprudencia citada nos queda claro que en materia 

penal mientras el Ministerio Público no haya ejercido la acción persecutoria ante los 

tribunales, estos están impedidos para determinar si un hecho determinado y quien o quienes lo 

hayan ejercitado son respectivamente delito y delincuentes. " Al mismo tiempo, puede también 

afirn1arse que si el propio Ministerio Público no hace uso de tal facultad, el inicio del curso de 

la prescripción que había partido desde el nacimiento del derecho para ejercitar la prescripción 

correspondiente, continua corriendo hasta su total agotamiento, que implica la actualización de 

los electos extintivos que trae con sigo la prescripción de la acción persecutoria." 111
• 

La acción persecutoria que en el proceso penal es titular del monopolio de la 

1nis111a el ejercicio de la facultad que le confiere el articulo 21 constitucional al Ministerio 

Público. pasa por varias etapas procedimentales. que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ha determinado, en el siguiente criterio: 

" Durante el proceso la acción pasa por tres etapas: la investigación. durante la 

cual se prepara el ejercicio; de persecución, en que ya hay ejercicio ante los tribunales; y de 

acusación. en que la exigencia punitiva se concreta. 

Semanario Judicial de la Federación. Sexta Epoca. 2a. Parte. Volumen XXXIV. 

Página 9. A.D. 746/60. Luis Castro Mal pica.". 

Diversos autores denominan a la primera etapa citada en la tesis supracitada de 

111~1ncra distinta. caso concreto García Ramírez la denomina como periodo persecutorio y Je da 

•· !hhkm p 24'1 
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mayor amplitud. la verdad es que existe en la praxis. un lapso en el que la acción penal sin 

salir de la esfera de las atribuciones constitucionales del Ministerio Público, se encuentra en 

preparación para reunir todos y cada uno de los requisitos exigidos por el artículo 16 

constitucional~ en consecuencia la representación social prepara el posible ejercicio de la 

acción persecutoria a partir del momento en que tiene conocimiento de la existencia de un 

hecho que amerita su intervención como titular de la acción penal y continua con esa función 

de preparación hasta que acuden ante el órgano jurisdiccional deduciendo su pretensión y 

ejercitando su derecho. Como ya hemos expuesto, es en este momento cuando inicia el curso 

de la prescripción de la acción persecutoria que es contemporáneo con el nacimiento del 

derecho estatal a la persecución. 

" ... de la prescripción de la acción persecutoria, circunstancia que apuntamos 

porque. como ya se dijo antes, el fenómeno del curso del tiempo depende de la naturaleza 

propia del hecho y no del conocin1iento que de él tenga el Ministerio Público. Con esto 

quercn1os destacar que, independientemente de que el Ministerio Público tenga la " notitia 

crin1inis ". la prescripción ya ha empezado a cubrir el lapso para su operancia extintiva, porque 

el derecho del Estado a la persecución existe, sepa o no el Ministerio Público de la realización 

del hecho. Esto no es sino la consecuencia natural de la adecuada interpretación de los textos 

legales. pues. como dice el artículo 101, basta para que la prescripción funcione el" simple 

transcurso del tiempo señalado por la ley ", mismo tiempo que se determina, según lo dice el 

artículo 102, por la consumación, la cesación de los efectos o el último acto de ejecución, 

según también la forma como el hecho se haya presentado; pero en ninguna parte de la ley 

condiciona la pcrseguibilidad al conocimiento del hecho por parte del Ministerio Público, todo 

lo cual pone de relieve la importancia que tiene la llamada etapa de preparación del ejercicio 

de la acción persecutoria. "11 x. 

'" f¡,r,km fl 1.:'iO 
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Por lo anterior en esta primera etapa a la que nos hemos venido refiriendo y 

tn111ando en consideración la realización del hecho la investigación se puede prolongar por 

d1,·crsas causas y en consecuencia la acción penal no se puede ejercitar y prescriba 

produciendo los efectos extintivos ya señalados, a continuación analizaremos estas causas: 

a) Ignorancia del hecho por falta de notilia criminis. En este sentido Rivera 

Silva dice con toda razón que" el Estado, como representante de la sociedad organizada. vela 

por la armenia social y lógico resulta conceder al Estado autoridad para reprimir todo lo que 

intente o conculque la buena vida gregaria. Al amparo de esta autoridad, es indiscutible que en 

cuanto se comete el hecho delictivo, surge el derecho-obligación del Estado para perseguirlo; 

n1ás para que el propio Estado pueda actuar, resulta obvio que debe tener conocimiento del 

hecho e, investigado este, llegar a la conclusión de que es delictuoso, para de esta n1anera 

ejercitar su derecho ante la autoridad judicial, reclamando la aplicación de la ley. " 11
''. 

De la opinión del jurista antes transcrita, nos queda claro la aseveración de que 

no es posible que el Estado a través de la Representación Social sino sabe de la comisión de 

algún delito. no esta en posibilidad de iniciar la investigación de dicho hecho, con la finalidad 

de acudir ante la autoridad judicial, solicitando la calificación final del hecho y de su o sus 

autores. En consecuencia si el Ministerio público tenia derecho a perseguir tales hechos su 

desconocimiento favorece la operancia del fenómeno de la prescripción ya que no se puede 

evitar que el tiempo transcurra. 

b) Falta de elementos para proceder al ejercicio de la acción persecutoria. Si 

bien es cierto, que el Ministerio Público tiene la facultad monopólica para ejercitar la acción 

penal ante la autoridad judicial, no es menos cierto que por tratarse dicho ejercicio de un acto 

de autoridad en la etapa de preparación del ejercicio de la acción persecutoria. este debe de ser 

fundado y motivado de conformidad con lo ordenado por el artículo 16 constitucional: y que 

·•-· l~I\ 1 KA ',/1_ VA. Manuel l l l'r11<:cd1mu:n10 Penal l:dil l'Olflla. S A Mt:uco 1975 p 57 
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cuando se convierte en parte procesal ese mismo acto debe de reunir en consecuencia los 

requisitos fonnales, y estar apoyado en la reunión de los elementos de fondo y substanciales 

que la ley requiere. Por lo que, para el ejercicio correcto de la acción penal debe de apoyarse 

en las pruebas necesarias que acrediten los elementos del tipo que se impute y se aporten 

indicios de la presunta responsabilidad penal del o de los imputados. 

Es precisamente en esta etapa en que la función investigadora que realiza el 

Ministerio Público debe valorar si existen los elementos necesarios para ejercitar su acción, en 

térn1inos de una consignación del presunto responsable ante la jurisdicción del órgano 

jurisdiccional, obteniendo la calificación definitiva de la conducta y del sujeto o sujetos. 

Pudiendo ocurrir en esta etapa el transcurso del tiempo necesario para la 

operancia de la prescripción y en consecuencia se produzcan sus efectos extintivos, según sea 

el delito de que se trate; no perdiendo de vista que la prescripción como la ley dice es personal 

y opera por el simple transcurso del tiempo, que puede quedar agotado antes de que sea 

posible llevar adelante el acto de la consignación correspondiente. 

c) Circunstancias especiales que inducen al Ministerio Público a no consignar. " 

Por lo a que nosotros interesa en este trabajo es que una abstención como la que puede darse, 

in1plica la posibilidad de que el curso de la prescripción no se vea alterado y que, habiéndose 

iniciado junto o contemporáneamente con la realización del hecho. llegue hasta su final 

produciendo los efectos extintivos por la simple abstención de ejercitar una acción que era 

procedente deducir porque se habían satisfecho los requisitos legales. 

Con10 se dijo antes, las causas o motivos de la abstención pueden ser variados: 

benc\'olencia, n1ala fe, cuestiones políticas, o varias otras. Pueden englobarse, todas, bajo una 

idea que se enuncie diciendo que por especiales circunstancias concurrentes con el caso. la 

~cción persecutoria no se ejercita, y propicia la prescripción. Contra una tal situación podría 
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haber responsabilidad por la abstención o cargo del funcionario. que en nada alteraría la 

prescripción de la acción ejercitada. 

2) Condición consistente en la falta de sometimiento del o los imputados a la 

jurisdicción de los tribunales. Como hemos venido reiterando en múltiples ocasiones una vez 

ocurrido algún hecho con trazas de delito, en ese mismo momento nace el derecho del Estado 

para perseguirlo y por ende inicia su curso la prescripción; que se ve interrumpida cuando el 

Ministerio Público ejercita la acción persecutoria y pone al o a los autores de dicho hecho a 

disposición de la autoridad judicial para que sea ella la que resuelva., si el hecho y sus autores 

son delito y delincuente. 

Apuntado lo anterior reiteraremos. para que el curso de la prescripción, es 

requisito sine quanon. que el sujeto activo sea sometido a la jurisdicción; por lo que es valido 

afirmar que si no se logra el sometimiento del individuo hacedor de la conducta 

presuntivamente delictiva al órgano jurisdiccional se encuentra corriendo la prescripción de la 

acción persecutoria, obviamente con sus efectos extintivos. Es por ello que reiteramos que la 

falta de sometimiento trae aparejada la prescripción que opera cuando los sujetos se 

encuentran sustraídos a la acción de la justicia; para el caso contrario si existe sometimiento 

sobre el autor el sujeto activo de la conducta se le hará el juicio de reproche correspondiente, y 

en consecuencia se le calificará de manera definitiva como delito a la conducta desarrollada y 

delincuente al realizador de la misma. 

" En el caso que planteamos y que es considerado por parte nuestra como una 

condición posterior al hecho, no opera la autolimitación del Estado. porque este. haciendo fiel 

cun1plimiento de su poder-deber de perseguir los hechos, actúa legalmente por medio de los 

órganos competentes para ello. Lo que ocurre es que, por situaciones de hecho, su pretensión 

punitiva no puede desarrollarse en plenitud porque hace falta el sujeto al que debe seguírsele 

una secuela procedimental que culmine con una verdad legal. Esta condición es insuperable 
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para el siste111a n1exicano porque no están autorii.ados los procesos en contumacia o con 

ausencia del presunto responsable. Nuestra ley requiere, para que haya proceso, un reo 

son1c1ido y por ello es que la falte de éste hace que la prescripción pueda seguir su curso." 120• 

Sin embargo a continuación describiremos algunos procesos que en cierta 

n1anera se inician. sin haber sometimiento del presunto responsable y estos son: 

a) Consignación de hechos, sin detenido. No es extraño que nuestro sistema 

penal se presente con mucha frecuencia en que el Ministerio Público cun1pliendo con los 

requisitos exigidos por la ley envíe averiguaciones practicadas a la presencia del Juez. 

solicitando le sean obsequiadas según sea el caso ordenes de aprehensión. de detención o 

con1parecencia. en contra de los sujetos que de acuerdo con los datos arrojados por las 

averiguaciones previas y que son considerados como indiciados. 

Es de explorado derecho que nuestro sistema penal, el articulo 16 constitucional 

nos ordena que la única autoridad facultada para librar ordenes de aprehensión o detención es 

la judicial. cumpliendo con una serie de requisitos como son los requisitos de procedibilidad, 

que son la denuncia, la acusación o querella de un hecho que la ley le de el carácter de delito y 

que castigue con pena corporal y que sean declarados bajo protesta de decir verdad, por 

persona digna de fe y que hagan probable la responsabilidad del inculpado, con excepción de 

los casos de flagrancia, en los que cualquier persona puede aprehender al delincuente y sus 

coautores. y poniéndolos sin demora a la disposición de la autoridad inmediata. Cuando el 

Ministerio Público no se encuentra en los casos de excepción de la flagrancia y de la 

correspondiente consignación del detenido que implica la misma, por el son1etimiento claro 

que se deriva de la misma. tendrá la necesidad de solicítar del Tribunal correspondiente, la 

orden pertinente. para que una vez ejecutada ya haya ese sometimiento positivo del individuo a 

la jurisdicción. 

•' \J 1, nu V/ÑO ,.:rg10 op C11 r 251, 
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Como poden1os observar cuando no se ha cumplimentado Ja orden de 

aprehensión en contra del individuo consignado, este se encuentra sustraído a la acción de la 

justicia y en cuyo favor se encuentra corriendo el ténnino para la operancia de la prescripción. 

No obstante Jo anterior, existe la posibilidad de que al pedimento de la orden de 

aprL'hcnsión solicitada al Juez, este la niegue, en este supuesto se pueden dar tres situaciones 

relacionadas con la negativa, porque el Juez no comparta el criterio del ministerio Público y 

encuentre, insatisfechos los requisitos constitucionales para su libramiento; en cuyo caso, 

regresa la averiguación previa con el titular de la acción penal. y en esta hipótesis se siguen 

dejando a salvo las causas de interrupción del curso de la prescripción, que sigue operando en 

favor del inculpado. La segunda situación que pudiera darse, es cuando por causas 

extrajudiciales ni se niegue ni se obsequie la orden solicitada, que simplemente se quede sin 

acordar dicho pedimento, en dicho supuesto sigue operando el tiempo relativo de la 

prescripción. Y el último supuesto lo sería cuando el Juez obsequie la orden de aprehensión 

solicitada y ordena a la policía judicial la detención del sujeto. Y toda vez. que el sujeto se 

encuentra prófugo mientras no sea detenido y puesto a disposición de la autoridad 

jurisdiccional que ordenó la detención, operara en favor del presunto responsable la 

pr~scripción de la acción persecutoria; por no existir el sometimiento a los tribunales. 

Es interesante conocer y citar diversos criterios sustentados por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, respecto del tema analizado, a saber: 

" ACCION PENAL, PRESCRIPCION DE LA. Aun cuando la actuación del 

Ministerio Público mediante el inicio de la averiguación hasta el ejercicio de la acción penal y 

la consignación. haya interrumpido la prescripción de la acción penal en un caso. si entre la 

1Ccha en que se radico la causa en el juzgado del conocin1iento y aquella en que se libró la 

nr<lcn <le aprehensión transcurrió un plazo n1ayor al señalado en el artículo 105 del Código 
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Penal. en el supuesto de que éste sea aplicable. debe estimarse que ha operado la prescripción 

de la acción penal relativa. 

A.D. 5539/1970. José Gerardo Manzo Islas. Julio 26 de 1971. Unanimidad de 4 

Votos. Ponente: Ministro Ezequiel Burguete Farrera. Primera Sala. Séptima Epoca. Volumen 

31. Segunda Parte. Página 13.". 

Es importante recalcar que entre el acto fonnal de la consignación sin detenido 

y el libramiento de la orden de aprehensión solicitada, puede transcurrir un tiempo 

indeterminado. En consecuencia puede existir la posibilidad de que entre uno y otro acto haya 

transcurrido el tiempo necesario para la operancia de la prescripción. si tomamos en 

consideración que este fenómeno nace contemporáneamente con el derecho del Estado a 

perseguirlo y en consecuencia habiendo prescrito la acción persecutoria, para cuando se libra 

la orden de aprehensión, esta definitivamente es violatoria de garantías constitucionales, así ha 

resuelto la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

" ACCION PENAL, PRESCRIPCION DE LA. Si conforme a las 

disposiciones de la ley penal relativa, la acción para perseguir un delito está prescrita, la orden 

de aprehensión que se libre contra el indiciado importa una violación de los artículos 14 y 16 

constitucionales. 

Quinta Epoca: Tomo XVIII. Página 1024. Guzmán Cid Benito. ". 

De lo anterior, podemos deducir, que para cortar el transcurso de la 

prescripción, es necesario el sometimiento del individuo a la jurisdicción, qu..: es quien 

resol\'erá sobre la conducta y la persona. 

Carnelutti ha apuntado la necesidad de distinguir entre el poder-fin y el poder-

1nedio. El pri1nero está referido a la facultad que las leyes dan al órgano jurisdiccional para 

resol\'er en definitiva, a través de la absolución o de la condena la situación jurídica de un 

indi\'iduo. El poder-fin por que corresponde. en esencia. a la potestad de establecer la verdad 
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legal. en cambio. el poder medio es la capacidad de realii.ar todos los actos necesarios para 

llegar. en última instancia. al ejercicio de la facultad desisoria. por ello, dice el citado autor 

italiano que " una cosa es por ejemplo, absolver o condenar y otra emitir un mandato de 

con1parecencia o de captura: aquí se distinguen a simple vista el poder medio y el poder-

t- .. 111 
111. - • 

" Claramente hemos tratado de referimos al acto de sometimiento como una 

situación de tipo jurídico y ello porque el tal acto puede darse efectiva o virtualmente. Por 

ejc1nplo, quien es consignado como detenido y es sometido al proceso respectivo, de hecho y 

efectivamente esta bajo la potestad del Estado persecutor; en cambio, quien no tiene una real 

restricción a su libertad personal. pero esta. en cuanto a la situación jurídica, sometido a lo que 

resuelva la autoridad. como es el caso de quien acude en demanda de amparo contra una orden 

de aprehensión. pero que no se pone a disposición material de la autoridad no tiene sino un 

sometimiento ,·irtual. por la relación jurídica establecida por medio del amparo. 

Con estas bases podemos decir que el acto d sometimiento es la relación que se 

establece entre el individuo y el órgano competente del Poder Público, por la cual la situación 

juridica del prin,ero queda supeditada a la resolución del órgano estatal. que trasciende a la 

real esfera de libertad personal del sujeto." 122
• 

O sea, queda sometido a la jurisdicción lo mismo la persona que es detenida y 

se encuentra sujeta al procedimiento respectivo, y quien hace valer recursos o defensas contra 

el mandamiento que pretende restringir su libertad deambulatoria. 

Por ello la Corte se ha manifestado en el siguiente sentido: 

" PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL. LA DEMANDA DE 

AMPARO QUE PRESENTA UN INDICIADO CONTRA LA ORDEN DE 

· ( \1~'11 l'rll I r:1nc1,.n l ucsuonl~ \ohre d rn>1:l....._, rC'nal l.dil Jurillicas r:umpa-Am,:nca Argcntma 1%1 p 3~ 
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APREHENSIÓN LIBRADA EN SU CONTRA, INTERRUMPE LA. Admitir que un 

indiciado que acude al juicio de amparo impugnando una orden de aprehensión le beneficia, 

para los efectos de la prescripción de la acción persecutoria. el tiempo que continua 

disfrutando de libertad como consecuencia del mandamiento de suspensión dictado por el Juez 

de Distrito correspondiente, seria desnaturalizar la institución del Juicio de Garantías, pues en 

cuan10 el sujeto acude ante el Juez de Amparo. esta sometiéndose a la autoridad pública y esto 

signi lica que deja de estar sustraído a la acción de la justicia. Cuando en la ley se señalan los 

casos en que la prescripción no se interrumpirá sino por la aprehensión física del sujeto 

incri111inado, o sea a su encierro en su prisión preventiva se ha querido indicar en forma 

genérica que el acusado quede sometido a la autoridad pública precisamente en relación con el 

procedimiento penal instaurado con motivo de la consumación del delito y es evidente que al 

con1hatir la orden de aprehensión reclamándola corno acto violatorio de garantías, el reo está 

co1nparcciendo ante los órganos de aquella autoridad en relación con el mandamiento de 

captura que se i111pugna. 

Amparo, 4689/55. Quejoso: Diego Velázquez Plancarter. Abril 20 de 1956. 

lln;1nimidad de 4 Votos. Ministro: Lic. Rodolfo Chávez Sánchez. Secretario: Lic. Jorge Reyes 

Ta;ahas. la. Sala. Informe 1956. Página 71.". 

b) Sustracción del sujeto a un procedimiento ya instaurado. Este caso que ahora 

abordamos se presenta cuando ya se ha iniciado un procedimiento ante la autoridad judicial. 

con el correspondiente sometimiento del sujeto a la jurisdicción, pero por cualquier 

circunstancia posterior al inicial sometin1iento, este se ve quebrantado por el indiciado. En la 

\'ida diaria ésta hipótesis se manifiesta constanten1ente, ya que una vez que el Ministerio 

Pllhlico ha puesto en movimiento la actividad jurisdiccional mediante el ejercicio de la acción 

persecutoria. n1cdiante la cual est::i.hleció una relación procesal entre la autoridad judicial y el 

inculpado. esta se ve rota por el propio suieto. quien se sustrae a la jurisdicción e impide que 
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se realicen todas y cada una de las actuaciones necesarias para llegar a la verdad legal por lo 

que se refiere a la naturaleza delictuosa o no delictuosa del hecho, y a la clasificación como 

dclin<.:uente o no delincuente del procesado. 

De lo anteriormente transcrito sacamos en conclusión, que cuando desaparece el 

so1ne1imiento real del sujeto al órgano jurisdiccional, no obstante de haberlo existido, primero 

se interrumpe el procedimiento y ello implica que el curso de la prescripción de la acción se ha 

roto y segundo se reinicie su cómputo por todo el tiempo en que el sujeto este fuera del 

son1t:timiento a la jurisdicción. 

" Por ejemplo, si existe un detenido privado de su libertad y sujeto al 

procedimiento que se evade de su lugar de internamiento se rompe el sometimiento ala 

jurisdicción y se establece el reinicio del curso de la prescripción; lo mismo ocurre cuando 

alguil!n se encuentra disfrutando del beneficio de la libertad provisional garantizada en 

cualquiera de las formas que la ley establece e incumple con las obligaciones adquiridas ante 

la au1oridad para el disfrute de tal beneficio, corno seria el hecho de no comparecer los días 

on.h:nados a firmar en los libros correspondientes o no asistir a las diligencias para las que sea 

citado. Cuando esto ocurre, se debe de revocar la libertad provisional concedida y hasta en 

tanto el individuo no sea sometido, es valido decir que esta fuera del sometimiento, lo que. en 

cuanto a la prescripción se refiere. significa que ésta ha reiniciado su curso," •n. 

De manera ejemplificativa citaremos la jurisprudencia firme dictada por nuestro 

ni.is alto tribunal la cual nos ordena: 

" ACCION PENAL, PRESCRIPCION DE LA. La prescripción de la acción 

penal no puede correr si el procesado se encuentra subjudice. es decir, a disposición de la 

autoridad instructora. 

Quinta Epoca: 

1h1.t, in r 21, 1 



Tomo LVIIl. Página 2676. García Manuel. 

Tomo LVIII. Página 305. Aguirre Román. 

Tomo LVIIl. Página 1538. Silva Leocadio. 

Tomo LIX. Página 419. Diaz Agustín. 

Tomo. LXI. Página 1200. Siem Luis. 
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8.- Las causas que interrumpen el curso del tiempo necesario para la 

operancia de la prescripción de la acción persecutoria. 

Una vez que se ha satisfecho la relación conducta-tipicidad y a la cual hemos 

dotado con el valor suficiente para dar nacimiento al derecho del Estado a la persecución, se 

inicia paralelan1ente con el simple transcurso del tiempo, el fenómeno de la prescripción, y que 

según del delito del que se trate producirá sus efectos extintivos. Con la prescripción se 

presupone la falta del ejercicio de la acción persecutoria, o cuando menos un inoportuno 

ejercicio de la 1nisma, en la misma ley se encuentran delimitados los cómputos de los plazos y 

asi n,ismo contengan las previsiones que impliquen que el Estado este realizando 

efectivamente la actividad que Je corresponde como titular de la acción persecutoria, 

reflejándose en el curso de la prescripción, iniciando a partir de la realización del hecho, que se 

vt::a interrumpido, diferido o impedido legalmente de operar en el tiempo, lo cual, en última 

instancia, tiene que repercutir en el fenómeno que nos ocupa. 

A) Texto de las disposiciones legales que regulan las causas de la 

interrupción del curso de la prescripción de la acción penal. 

En este sentido creemos conveniente que los numerales de nuestra legislación 

penal positiva que se refieren a la interrupción del curso de la prescripción. son dos~ se trata de 

los ,irticulos 110 y 11 de nuestro multicitado Código Penal y que a la letra dicen: 
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" Artículo l l 0.- La prescripción de las acciones se interrumpirá por las acciones 

que se practiquen en averiguación del delito y de los delincuentes, aunque por ignorarse 

quiCncs sean éstos no se practiquen las diligencias contra persona detenninada. 

Si se dejare de actuar, la prescripción empezará a correr de nuevo desde el dia 

siguiente al de la última diligencia. 

La prescripción de las acciones se interrumpirá también por el requerin1iento de 

auxilio en la investigación del delito o del delincuente, por las diligencias que se practiquen 

para obtener la extradición internacional, y por el requerimiento de entrega del inculpado que 

forn1aln1cnte haga el Ministerio Público de una entidad federativa al de otra donde aquel se 

refugie, se localice o se encuentre detenido por el mismo o por otro delito. En el prin1er caso 

ta111bién causaran la interrupción las actuaciones que practique la autoridad requerida y en el 

segundo subsistirá la interrupción hasta en tanto la autoridad requerida niegue la entrega o en 

tanto desaparezca la situación legal del detenido, que de motivo al en1plazaniiento de su 

entrega, 

La interrupción de la prescripción de la acción penal sólo podrá an1pliar hasta 

una n1itad los plazos señalados en los artículos 105, 106 y 107 de este Código." 

" Artículo 111.- Las prevenciones contenidas en los dos prin1eros párrafos y en 

el prin1er caso del tercer párrafo del artículo anterior, no operarán cuando las actuaciones se 

practiquen después de que haya transcurrido la mitad del lapso necesario para la prescripción. 

Se exceptúa de la regla anterior el plazo que el articulo l 07 fija parn que se 

satisfaga la querella u otro requisito equivalente." 

8) Principio general. 

Co1110 he1nos venido observando, es el artículo 11 O del Código Penal el que 

contiene el principio general que determina que los actos procedimentales realizados en la 

averiguación previa interrumpen el curso de la prescripción de la acción persecutoria. En una 
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interpretación lógica del numeral en comento, la hipótesis que contiene es aceptable puesto 

que la acción persecutoria que nace a la par de la realización del hecho relevante ( delito), 

requiere de una serie de actos en preparación para el ejercicio de la misma. En efecto en la 

práctica se deben de dar una serie de actos que genéricamente llamamos procedimentales, ya 

que una vez realiz.ados se estará en posibilidades de ejercer la acción persecutoria. Estos actos 

son reveladores del interés del Estado de cumplir con su función persecutoria y represiva, 

llevando hasta sus ultimas consecuencias el Derecho Penal, obteniendo la calificación del 

hecho y de su autor para extraer de la calificación que se realice las consecuencias que la ley 

seiiala. 

En efecto, la acción persecutoria, requiere de cierta actividad previa a su 

ejercicio. permaneciendo ésta viva mientras se realizan dichos actos preparatorios, que sirven 

para evitar que la acción se extinga. Ahora bien, es de explorado derecho que la acción penal 

no puede ni debe ser eterna, ya que dicha circunstancia convertiría a los delitos en 

i111prcscriptibles. lo cual no corresponde a nuestra realidad jurídica. En virtud de que nuestro 

Derecho Positivo. nos ordena que todos y cada uno de los delitos sancionados y previstos por 

éste son prescriptibles. Por lo que debemos de entender que si bien es cierto que los actos de 

procedimiento realizados por el Estado titular de este derecho tienen un límite establecido por 

la propia legislación. 

C) Naturaleza de los actos procedimentales idóneos para la interrumpir el 

curso de la prescripción. 

En éste apartado trataremos de precisar la naturaleza de los actos 

procedimentales que tienen la fuerza suficiente para producir el fenómeno de la interrupción 

del curso de la prescripción. Para poder discernir dicha situación, analizaremos a dos términos 

utilizados por el legislador en el artículo 110 del Código Penal. como son " actuaciones y 

diligencias ". ya que los n1ismos no tienen una misn1a cognotación ni semántica ni jurídica. 
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111.is ~ún porque la doctrina no esta unificada con la legislación~ respecto de la naturaleza del 

acln interruptor. 

En este sentido Vela Treviño, nos informa que de los dos vocablos supra citados 

son entendidos de forma diversa por legislaciones extrajeras, cuando afirma " que hay que 

distinguir es que en algunas legislaciones, como la francesa o la suiza.. sostienen que cualquier 

acto realizado en la investigación del delito es idóneo para interrumpir el curso de la 

prescripción; posición radicalmente distinta que la afirmada por las leyes italiana, danesa, 

austriaca y otras, que consideran que sólo las actuaciones del juez penal son idóneas para 

interrumpir. En el primer caso, la actividad de cualquier autoridad en funciones investigatorias 

produce la interrupción y en el segundo, solamente aquellos actos judiciales investigatorios 

tienen la fuerza interruptora. 

Doctrinariamente las posiciones son consecuencia de los sistemas de 

enjuiciamiento y de las facultades dadas por la ley a ciertos individuos, ya que donde hay 

auxiliares del órgano jurisdiccional, como donde hay una policía con capacidad investigatori~ 

lógico resulta que sus actos pueden interrumpir el curso de la prescripción. "114
• 

Ahondando en este mismo sentido, en nuestra legislación penal no encontramos 

que persona tiene la titularidad de estos actos interruptores. En efecto. el artículo J JO, ordena 

que hay interrupción " por las actuaciones que se practiquen en averiguaciones del delito y 

delincuente", sin especificar quienes deben de realizar tales averiguaciones. Sin embargo de la 

interpretación en conjunto de nuestra legislación procesal penal, deducimos que son dos 

autoridades; el Ministerio Público el que interviene como autoridad investigadora en materia 

de delitos, en la averiguación previa o fase preparatoria del ejercicio de la acción persecutoria 

y el Juez después de que ha recibido la consignación y no ha dictado auto de fonnal 

procesamiento; lo anterior lo inferimos de la sana interpretación de los artículos 21 

,., lhnkm ri 270 
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constitucional. 3.4 y 5 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. toda vez 

que la persecución de los delitos es facultad exclusiva del Ministerio Público y de la policía 

judicial que es un organismo de apoyo del primeramente mencionado, ya que sus actuaciones 

estiln encaminadas finalmente a la averiguación del delito y del delincuente: mientras que el 

órgano jurisdiccional. sus actividades son las de calificar de delictuoso o no delictuoso un 

hecho y a su autor. como podemos observar la actuación de los dos órganos señalados, tienen 

un fin común, que es el de averiguar la verdad; motivo por el cual. sus actuaciones son idóneas 

para interrumpir el curso de la prescripción. 

La Suprema Corte en este sentido se ha manifestado en los siguientes términos: 

" PRESCRIPCION, INTERRUPCION DE LA. Las actuaciones del 

Ministerio Público practicadas en la averiguación previa, para la determinación del delito y 

obtención de datos a fin de demostrar en su oportunidad ante los tribunales la responsabilidad 

del delincuente. indudablemente interrumpieron la prescripción. El Código Federal de 

Procedimientos Penales, señala entre las partes en que se derive el procedimiento penal, la 

averiguación previa, por otra parte el artículo 11 O del Código Penal establece que la 

prescripción de las acciones se interrumpir, a por las actuaciones que se practiquen en 

averiguación del delito y delincuentes aunque por ignorarse quienes son estos, no se 

practiquen las diligencias contra persona determinada. Del precepto mencionado debe 

concluirse que la ley, en forma expresa, habla de las actuaciones practicadas por el Ministerio 

Público, único autorizado, de acuerdo ala Constitución Federal para averiguar los delitos. En 

todo caso, la prescripción que comenzó a correr desde el momento de comisión de los delitos 

se interrumpió. como se ha expresado. por las actuaciones del Ministerio Público. en la fase de 

averiguación previa. 
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A.D. 4849/61. Antonio Velázquez y Muñoz. 2 de febrero de 1962. Unanimidad 

de 4 Votos. Ponente: Angel González de la Vega. Semanario Judicial de la Federación. Sexta 

Epoca. Volumen LVI. 2a. Parte. Página 45 ". 

" PRESCRIPCION PENAL, INTERPRETACION DEL ARTICULO 110 

DEL CÓDIGO SUSTANTIVO FEDERAL PARA EFECTOS DE LA INTERRUPCION 

DE LA. Si bien es cierto que se ha sostenido que las actuaciones interruptoras de la 

prescripción penal sólo son aquellas que se llevan a cabo ante y por la autoridad judicial, 

ta1nhit:n lo es que. de acuerdo con la interpretación rigurosa del artículo 11 O del Código 

Sustantivo Federal, las actuaciones llevadas a cabo por el Ministerio público, son interruptoras 

de los términos de la prescripción de la acción penal, ya que claramente dispone dicho artículo 

que la prescripción de las acciones se interrumpirá por las actuaciones que se practiquen en 

averiguación del delito y delincuentes, siendo precisamente el Ministerio Público el órgano 

constitucionalmente facultado para cumplir la fase averiguatoria del procedimiento. 

A.D. 1327/67. Octavio Isaac Romo Santos. Abril 29 de 1966. Unanimidad de 4 

Votos. Ponente: Mtro. Manuel Rivera Silva. 

Sostiene la misma tesis: A.D. 8423/64. Ramón Corral Portillo. Junio 20 de 

1968. Unanimidad de 5 Votos. Ponente: Mtro. Mario G. Rebolledo F. la. Sala. Informe 1968. 

Página 48 ". 

" Con lo antes dicho puede concluirse que desde el punto de vista doctrinario. la 

ley n1exicana acepta una posición similar (con las reservas propias de las diferencias de cada 

procedimiento) a la que toma la legislación francesa, es decir. que reconocen ambas fuerza 

interruptora a todas las diligencias practicadas en la averiguación del delito y del delincuente" 
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D) Casos en que las actuaciones (actos procedimentales) no interrumpen el 

curso de la prescripción. 

Como observamos en el apartado anterior, todas las actuaciones o actos 

procedimentales practicados por la autoridad competente y que tengan la orientación final de 

investigar el delito. son suficientes para interrumpir el curso de la prescripción, Sin. embargo 

existe en la propia ley una excepción a dicha regla, y se traduce en una limitación derivada del 

tie111po y condiciona el efecto interruptor de tales actos procedimentales. En efecto el artículo 

111 del Código Penal, es el que preceptua la limitación proveniente de la temporalidad en la 

que se practiquen tales actos y que a la letra dice: " Las prevenciones contenidas en los dos 

prin1cros párrafOs y en el primer caso del tercer párrafo del artículo anterior, no operarán 

cuando las actuaciones se practiquen después de que haya transcurrido la mitad del lapso 

necesario para la prescripción. 

Se exceptúa de la regla anterior el plazo que el artículo 107 fija para que se 

sa1ist"aga la querella u otro requisito equivalente". 

Las prevenciones contenidas en el numera) antes transcrito. no comprenden el 

caso en que las actuaciones se practiquen después de que haya transcurrido la mitad del lapso 

necesario para la prescripción. Esta prescripción sólo se interrumpirá con la aprehensión del 

i111.:u lpado. 

A este respecto es importante los precedentes dictados por nuestro más alto 

tribunal y que sostienen: 

INTERRUMPE 

PRESCRIPCION DE LAS ACCIONES 

CON LAS ACTUACIONES QUE SE 

PENALES. NO 

PRACTIQUEN 

SE 

EN 

A VEIUGUACION DEL DELITO O DELINCUENTES, CUANDO HA Y A 

TRANSCURRIDO LA MITAD DEL LAPSO NECESARIO PARA LA 

l'RESCRIPCION Y NO SE HAYA APREHENDIDO AL INCULPADO. De conformidad 
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con los artículos 110, 111 y 118 del Código Penal Federal, para la prescripción de las acciones 

penales, se tendrá como base el término medio aritmético de las sanciones. según el delito de 

que se trate, y se interrumpe con las actuaciones que se practiquen en averiguación del delito y 

delincuente. siempre y cuando no haya transcurrido la mitad del lapso necesario para la 

prescripción, pues entonces sólo se interrumpe con la aprehensión del inculpado. 

Amparo en Revisión 483/78. Rafael Joaquín Morcillo Campos. 25 de octubre 

de 1978. Ponente: Andrés Zárate Sánchez. Secretaria: Rosa Edilia Quevedo Ramos. Informe 

1978. Sección correspondiente a los Tribunales Colegiados. Tomo lll. Página 414 a 415. T.C. 

del I Oo. Circuito. " 

Es conveniente dejar asentado que la mitad del lapso necesario a que se refiere 

la ley es atendiendo al delito de que se trate como lo menciona el artículo 105 del Código 

Penal. por lo que es importante conocer las características del hecho perseguido; que en ningún 

caso será menor a año y medio. en virtud de que el numeral que nos ocupa. también previene, 

que el mínimo tiempo transcurrido para que opere la prescripción son tres años. 

" Pueden darse ciertas bases, congruentes con todo Jo que es la forma como 

opera la prescripción, que son útiles para saber cuando las actuaciones o actos procedimentales 

son interruptores del curso de la prescripción ya iniciada: 

la.- Tomar el articulo 102 para detenninar el inicio del curso de la prescripción, 

según la hipótesis que corresponda ( " delito consumado", "continuo"," tentativa" ); 

2a.- Detemlinado el momento de inicio del curso de la prescripción. en 

cun1plimiento del artículo 118 ( sic), saber cual es el "delito del que se trata". para conocer la 

pena probable; 

Ja.- Tomar siempre como pena probable la establecida en género y nunca la 

indi\'idualización judicial y obtener la media aritmética como manda la ley; 
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4a.- De la media aritmética que resulta, obtener la mitad. para saber cual es la 

n1itad del lapso necesario para la prescripción; 

5a.- Los actos procedimentales practicados durante la primera mitad del lapso 

que se obtenga conforme a la 4a. base, si satisfacen el requisito de orientación final. serán 

interruptores; en cambio, los que se practiquen habiendo transcurrido ya esa primera mitad no 

tendrán tal fuerza interruptora; 

6a.- Las bases anteriores rigen cuando la media aritmética sea superior a tres 

años; si es de tres años o menor, se toma siempre una base de tres años, conforme al artículo 

105; 

7a.- Todo lo aquí expuesto no es valido tratándose de delitos de querella, como 

se verá posteriormente, por que se trata de un caso especial. 

Las bases a las que antes nos referimos son validas para todos los casos 

presentables ( con la salvedad apuntada) y nos llevan a la conclusión de que una vez fijada la 

penalidad probable y obtenida su media aritmética, aquellas actuaciones procedimentales que 

ocurran dentro de la primera parte de la media obtenida, son interruptoras, no así las que se 

realicen en la segunda mitad. siempre y cuando en tales actuaciones, diligencias o en general 

actos procedimentales haya la orientación finalista que hemos consignado. " 12
" 

9.- Las causas que suspenden el curso del tiempo necesario para la 

operancia de la prescripción de la acción persecutoria. 

En éste capítulo procederemos a ocuparnos de los casos de suspensión del curso 

del tiempo necesario para la operancia de la acción persecutoria. así la suspensión. hace que la 

prescripción no pueda operar con sus efectos extintivos. 

En éste sentido Maggiore nos ha informado que " el curso de la prescripción 

penal. a semejanza de cuanto sucede en la prescripción civil y en la comercial. puede 

suspenderse o interrumpirse. La diferencia entre suspensión e interrupción consiste en que. en 
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la suspensión la prescripción duerme, descansa. dormit, quiescit, por un intervalo de tiempo, 

por el cual el tiempo anterior se computa y entra en el transcurrido después de que ha cesado la 

causa suspensiva: en cambio. en la interrupción el tiempo anterior se pierde y sólo puede 

volver a empezar a correr un nuevo término de prescripción. determinadas por la ley; y su 

consistencia jurídica la ton1an exclusivamente de la ley, no del principio la prescripción no 

corre contra el que no puede obrar ". 127 

Por su parte Bettiol, afirma que " hay suspensión cuando el tiempo, transcurrido 

con anterioridad al rnon1ento en que se verifica la causa de suspensión, siempre se considera 

útil para la prescripción. y se computa. en consecuencia. junto con el tiempo que transcurre 

después de desaparecida aquella. En cambio, hay interrupción cuando el tiempo ocurrido antes 

de la causa de interrupción cae por completo en el vacío, por lo cual debe iniciarse un nuevo 

periodo una vez desaparecida la causa de interrupción. "128 

Un poco mis conceptual nos parece, la idea expresada por Vera Barros cuando 

dice que" ocurre aveces que la prescripción penal no puede iniciarse o proseguir por impedirlo 

un obstáculo de orden legal. En estos casos, el ejercicio del poder punitivo del Estado se ve 

obstaculizado por la ley misma, que no permite proceder. El curso de la prescripción se 

paraliza, se detiene, se suspende. Tal efecto no es causado por un mero obstáculo de hecho. La 

n1áxi111a contra non vo/entem agere nom currit praescriptio sólo tiene realidad en el campo 

penal. cuando la imposibilidad de obrar proviene de la misma ley. " 129 

De las opiniones transcritas, podernos concluir, que la suspensión de la 

prescripción es proporcionada por la ley, y éste origen legal la imposibilita también legalmente 

de actuar. esta linlitación causa la paralización al poder punitivo del Estado, y nos da los 

elc111cntos suficientes para definir a la suspensión del curso de la prescripción de la acción 

'" \1 \t,(;JORI:. Giusepp,: Derecho renal Volumen II F.d1t Tcm1~ <:o!omhia 1954 p .167 
·• 111 l't IOL (i1useppc Op <:11 p 72'J 

•"· VI H,\ IIARR()"i. lh~m N 1.a l're,cnoci,m Penal en el Código P1mal fllll H1hl11~ráíica Ar¡?tnlina. A~ntina 19b0 p lflll 
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persecutoria con10 la existencia de obstáculos de orden legal que impiden el ejercicio de la 

pretensión punitiva del Estado mediante la acción persecutoria. 

Siendo esta satisfecha por la relación conducta-tipicidad respecto de un hecho 

dclenninado y como consecuencia el inicio del ténnino necesario para la operancia de la 

prescripción quede sujeto a la eliminación del sujeto de que se trate. 

La suspensión tiene que entenderse en su sentido gramatical, o sea, acción y 

efcc1n de detener una cosa o diferirla por algún tiempo. y es precisamente, el inicio del curso 

del tiempo necesario para la operancia de la prescripción que durará tanto como permanezca el 

ohstúculo existente. De esta manera para diferenciar interrupción de suspensión es valido decir 

que la primera se presenta cuando la prescripción ya ha iniciado su curso y se ve cortada en el 

1ic1npo: en can1bio suspensión, impide el inicio del curso del tiempo necesario para la 

prescripción. que no puede llegar a producirse sus efectos extintivos por la falta de la 

lcn1pllralidad necesaria. 

A) Texto de las disposiciones legales del Código Penal para el Distrito 

Federal en materia del fuero común y para toda la República en materia del fuero 

Federal, que regulan las causas de suspención. 

En este sentido nuestra legislación penal, regula las cuestiones relativas a la 

suspensión del curso de la prescripción. mediante dos artículos que son el 109 y el 359 y que 

ordenan: 

"Artículo 109.- Cuando para ejercitar o continuar la acción penal sea necesaria 

una resolución previa de autoridad jurisdiccional, la prescripción comenzará ha correr desde 

tJUC se dicte la sentencia revocable. " 

" Artículo 359.- ('uando haya pendiente un juicio, en la averiguación de un 

d1.:litn imputado a alguien calumniosamente. se suspenderá el ejercicio de la acción de 
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calun1nia hasta que dicho juicio termine. En este caso la prescripción comenzará a correr 

cuando tennine el juicio. " 

Como podemos observar en los dispositivos antes transcritos cuando se 

encuentra uno en dichas hipótesis opera de pleno derecho la suspensión de la prescripción de 

la acción persecutoria. hasta en tanto no haya una resolución judicial que de manera indirecta 

pone punto final a dicha interrupción, permitiendo que de inicio el curso de la prescripción. 

B) Naturaleza jurídica de las causas de suspención del curso de la 

prescripción. 

Como hemos venido observando en los dos apartados supracitados las causas de 

la suspensión son de carácter legal. motivo por el cual que debemos de ubicarlas correctamente 

en el campo del Derecho Penal o Procesal que les corresponda. de esta manera podemos 

atinnar que las causas de suspensión a que hacemos referencia y son las condiciones objetivas 

de punibilidad y condiciones de perseguibilidad. Las primeras se dan cuando en su ausencia 

i111piden la integración del delito, mientras que las segundas. la ausencia de esta produce el 

efecto de impedir el ejercicio de la acción persecutoria. 

La diferencia sustancial entre ambas posturas, estriba en que si un hecho no es 

dclictuoso en principio tal hecho no puede ser motivo de persecución. A continuación 

anali7..aremos por separado cada una de las posturas citadas. 

a) CONDICIONES OBJETIVAS DE PUNIBILIDAD. Es Jiménez de Azúa 

quien nos informa que: " Las llamadas condiciones objetivas de punibilidad a las que se refiere 

dcnonlinar Rittler presupuestos de punibilidad, son aquellas de las que el legislador hace 

depender. en una serie de casos. la efectividad de la pena conminada y que por ser extrínsecas 

e independientes del acto punible mismo no han de ser abarcadas por la culpabilidad de la 

g1..·ntc ... 1io 

'· FJ\ll ,;l / 111" A~llA. l.m~ Tratado de l>cn:-cho Penal Tomo VII. l;di1. l.,~a A~n1,na Hl7(J JI IX 
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" En México se han ocupado especialmente de las llamadas condiciones 

o~jetivas de punibilidad, los autores Arturo Gil Ramírez y Rafael Millan Martínez, quien dice 

que ellas, .. en puridad, no son, por tanto, condiciones de criminalidad. sino requisitos post 

delic:tum necesarios para poder aplicar la sanción, de tal modo que mientras conditio pendet 

aquella queda suspendida y el delito finne en su ontología". 

Expresamos nuestro punto de vista diciendo que creemos, como lo sostiene la 

opinión mayoritaria, que las llamadas condiciones objetivas de punibilidad no son propias del 

concepto de delito. sino circunstancias extrínsecas posteriores, mejor fuera decir, tal vez, que 

son circunstancias que surgen con posterioridad al hecho { post factum, no post delictum ); 

pero que en ciertos casos condicionan la validez jurídica total del acontecimiento. No son 

impedimento legal o tampoco un obstáculo par ala perseguibilidad; lo que ocurre es que el 

hecho. con rele,·ancia penalística, no se surte hasta en tanto no parece la satisfacción de la 

condición. "1
J

1 

b) CONDICIONES DE PERSEGUIBILIDAD. Todo parece indicar que las 

causas de suspensión del curso de la prescripción son condiciones de perseguibilidad. Con el 

objeto de fundar esta posición es de relevancia manifestar la ubicación relativa a la técníca de 

la persecución de los hechos aparentemente delictuosos y los mecanismos y fundamentos de 

ella. 

En nuestro medio jurídico la persecución de los hechos con apariencia de 

delitos. es facultad exclusiva del Estado, ejercida por conducto del Ministerio Público, con 

funda1nento en lo dispuesto por el articulo 21 constitucional. Lo que significa la necesidad de 

cslahlccer un principio general que ante la notitia criminis más la satisfacción de los requisitos 

de articulo 16 constitucional relalivos a la prueba de carácter penal de los hechos que se 

investigan y los elementos que constituyen la posibilidad de imputárselos razonablcn1ente a 

alguna persona. deberán de ejercitarse la acción persecutoria ante los tribunales. 

' '\"I 1 •\ rRFVIÑO. Sn¡:ui llr, ( "it 11 2'11 
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El principio enunciado con anterioridad es válido en forma general, pero cuenta 

con excepciones como es la querella y por otra parte la existencia de obstáculos que la propia 

ley señala que deben ser superados en forma previa para el ejercicio de esa acción persecutoria, 

verbigracia los artículos 109 y 359 del Código Penal, ya antes transcritos. 

" Manzini apunta que: Las condiciones de perseguibilidad del delito ... se 

refieren exclusivamente a la acción penal ( como, por ejemplo, la autorización para proceder ). 

En ca1nbio. con más profundidad y hasta pudiera decirse que coincidiendo en plenitud con el 

texto de la ley mexicana, Maggiori dice que" no son ... Condiciones de punibilidad la querella, 

la instancia. la solicitud del Ministerio de Justicia, que entran en otra categoría de condiciones, 

que pueden llamarse condiciones de procedibilidad ... Tales son aquellos sucesos que 

sobrevienen al hecho y que, sin influir en la punibilidad o sentencia del delito, constituyen un 

obstáculo para comenzar o proseguir la acción penal. A causa de ellos el Ministerio Público, 

dominus de la acción, que puede obrar mientras no intervengan la querella del agraviado, la 

solicitud del Ministerio de Justicia, la instancia; en otras palabras, la actividad del órgano de la 

acusación pública está sometida a la declaración de la voluntad de otros sujetos interesados, 

que tienen valor de condición suspensiva del procedimiento'\1n 

En síntesis, confonne a nuestro punto de vista, los casos de suspensión del 

curso de la prescripción de la acción persecutoria a que se refieren los artículos 109 y 359 del 

Código Penal, son relativos a la ausencia de las condiciones necesarias para la perseguibilidad 

de ciertos hechos o, en diferentes palabras, obstáculos que la ley impone al ejercicio de la 

acción persecutoria. que traen entre otras consecuencias puran1ente legales. mientras existan no 

inicil' su curso la prescripción de la acción persecutoria. 

C) Casos de aplicación de los artículos 109 y 359 del Código Penal para el 

Distrito Federal en materia del fuero común, y para toda la República en materia del 

fuero Federal. 

• ·' 11,,.i.-111 11 r 2',l1.2•i.i 
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En el apartado que nos ocupa mencionaremos las hipótesis contenidas en los 

articules supracitados. que se hacen consistir en causas de suspencíón del inicio del curso de la 

prescripción de la acción penal. No podemos continuar sin hacer notar, que los numerales que 

nos ocupan regulan el mismo fenómeno. es decir la suspensión, pero desde puntos de vista 

diferentes. Ya que. el artículo 109 tiene contenido el principio general que dice" cuando para 

deducir una acción penal " es necesaria la terminación del juicio previo, operando la 

suspensión, sin especificar o limitar la acción penal; por lo que se refiere al artículo 359. la 

suspensión a que se refiere si se encuentra limitada y precisa, el juicio pendiente que versa 

sobre una imputación calumniosa, y la acción persecutoria que se suspende en su curso es la 

deducible por el delito de calumnia a que se refiere el juicio pendiente, luego entonces, vemos 

que lo primero es el genero y la segunda la especie, y de entrada debe ser motivo de un 

tratan1iento conforme a los principios del conflicto aparente de normas. 

Pavón Vasconcelos, consideramos que tiene razón cuando afirma que existe un 

concurso aparente cuando la solución de un caso concreto parecen concurrir dos o más 

nnrn1as de uno o varios ordenamientos vigentes en un mismo lugar y tiempo. de manera que el 

prnhlcma del jurista consistirá en dilucidar cual norma debe aplicarse con exclusión de las 

dcn1.is ... En razón de la ubicación de las respectivas normas, el caso tendrá que verse en la 

concurrencia de dos normas penales, una de la parte general artículo 109 y otra de la parte 

especial artículo 359." 1
~·' 

Como ya dijimos para la solución de un concurso aparente de nonnas, en 

cs1ric1a interpretación y aplicación del principio de especialidad. todos los casos habrán de ser 

resueltos aplicando el artículo 109, con excepción cuando se trate del delito de calumnia, por 

qu1..· \.:1 norma aplicable, habrá de ser el artículo 359. 

D) Los límites de la suspención del inicio del curso de la prescripción de la 

:.ll'l"i1ín persecutoria. 

1•, \ 1 1, V A,l'( IJ',;( ·¡ 1.( 1,. l'ranc1,co e >r c,1 p p 1 ~S-IQó 
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Conforme a las ideas expuestas conforme a los apartados anteriores y de 

conformidad con los artículos 109 y 359 de nuestro referido Código Penal, de 1nanera muy 

especial el primero de los numerales en cita podemos referir que la prescripción no inicia su 

curso sino que lo ve suspendido, cuando esta en presencia de alguno de los obstáculos legale~ 

a que nos hemos referido, y que le dan fundamento al fenómeno de la suspensión que 

tratan1os. 

Esto es manifiestamente, una excepción para esa idea general enunciada ya, que 

sostiene que la prescripción inicia su curso cuando se satisface la relación conducta·tipicidad: 

en ca1nbio, resulta acorde con lo que también hemos sostenido, conforme a Welzel, que l:1 

prescripción nace junto con el derecho a la persecución, porque en los casos de suspensión, tal 

derecho a perseguir el hecho y su calificación no ha nacido, sino que esto ocurre hasta que 

sobreviene la remoción del obstáculo legal. Así entendida la cuestión parece darse n1ás 

claridad en lo relativo a estos extraños casos de limitación sobre limitación; sin embargo. en el 

trasfondo ha quedado seguramente una aguda interrogante, que inquieta sobre todo porque la 

nom1atividad en esto es absolutamente silenciosa; ha quedado muda, sin que sepamos si fue 

por ignorancia de los legisladores, o por alguna especial valoración." D
4 

Desde nuestro punto de vista, el legislador mexicano no estableció lín1ite a la 

suspensión del inicio del curso de la prescripción de la acción persecutoria por su deseo. 

natural y legitimo de ser congruente con el legislador constituyente o, lo que es igual. no:-: 

parece adecuado que no exista un limite señalado en una ley secundaria como, lo es el Código 

Penal, por las razones siguientes: 

a) El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

dice en sus parte ahora conducente que " Los tribunales estarán expeditos para adnünistrar 

justicia en los plazos y ténninos que fije la ley". Un enunciado tan lleno de contenido para la 

administración de justicia de la que tan urgido estaba y esta nuestro país, es extraño que no 

'" VEI./\ TREVIÑO. Sergio. Op. Cit. p 300. 
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hayi.l sido motivo de un amplio débete en el Congreso Constituyente; Nos dice el Diario de los 

Debates que en la sección del día 20 de diciembre de 1916 se dio cuenta con el dictamen del 

ahora artículo 17. antes 13. según el Proyecto de Venustiano Carranza. que fue presentado tal y 

con10 aparecía en el tal Proyecto del Primer Jefe y al día siguiente ( 21 de diciembre de 1916 ), 

fue .sprobado por unanimidad sin que aparezcan discusiones relevantes. 

b) La ley en el articulo 109 dice que opera la suspensión" cuando para deducir 

una acción penal sea necesario que antes se termine un juicio diverso, civil o criminal. .. ". En 

una elemental interpretación dogmática. puede decirse que nunca habrá suspensión, sea cual 

fuere la causa ( en esta hipótesis del artículo 109 ), si antes no se ha promovido el juicio, Civil 

o Crin1inal. Entendemos que el "juicio" necesariamente precede al hecho sobre el que versará 

la acción persecutoria y es por eso que se habla en la de un claro " antes " y de un más claro " 

tern1inc". ambos aspectos vinculados al tiempo ... i.1s 

Desde luego es importante y sería preferible que el efecto suspensivo tuviera un 

línlite ya sea establecido en la ley o al prudente arbitrio del juzgador, ya que es cierto que 

nuestra legislación actual no existe un límite que con certeza se pueda señalar. Por seguridad 

jurídica estiman1os que no debe haber ambigüedades o margen a interpretaciones y lo ideal 

seria que la propia Constitución dijera, por ejemplo, que ningún juicio civil o criminal podrá 

durar más de X años sin ser definitivamente terminado o resuelto más propiamente dicho. 

I O.· La prescripción de la acción persecutoria tratándose de hechos 

perscJ?,uibles por querella de parte. 

Toca ahora analizar la interpretación dogmática del artículo 107 del Código 

Pcn;.il apoyada en una interpretación lógica y congruente, para los delitos perseguibles 

n1cdiante querella. y como opera el fenómeno genérico de la prescripción de la acción 

pcr:-.ccutoria. 

'' n,,.i.m r>r> ltfl- ;n! 
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La ley mexicana es la que reconoce la existencia del llamado denunciante, que 

cnnh) en Argentina al decir de Clariá Olmedo es " toda persona imputable desde el punto de 

, ista penal que. cumpliendo con las fonnalidades legales, transmite a la autoridad judicial 

co111pclente el conocinliento de un hecho considerado delictuoso, para que el órgano público 

sc1lalado ejercite el poder de acción penal mediante la promoción del correspondiente proceso" 

En México es aplicable la conceptuación citada con anterioridad, apoyada en el 

artículo 16 Constitucional que impone el requisito de denuncia. querella o acusación, para la 

procedencia de una orden de aprehensión, así como por el sistema acusatorio no inquisitivo a 

que se refiere el artículo 262 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

Retomando las aseveraciones asentadas con anterioridad, hay diferencias entre 

la legislación mexicana y argentina respecto al denunciante en que para los sudamericanos 

dehc ser imputable. entre nosotros no es un requisito esencial, y que el órgano competente es 

la autoridad administrativa, o sea el Ministerio Público y no el Poder judicial como en 

Argentina. 

Independientemente de las características que debe de presentar el denunciante, 

cabe la posibilidad. con apoyo en los preceptos supracitados, de que se tenga que fonnular 

querella. esto significa la introducción en nuestro sistema de una figura, la del querellante. Así 

tcncn1os que el querellante es un informador necesario, cuya ausencia implica la imposibilidad 

de in,·estigar y consecuentemente la imposibilidad de ejercitar la acción penal respecto de 

cienos hechos. 

" ... la querella se reduce a ser una mera condición de procedibilidad en orden a 

lns 1..h.:litos privados o. como la define Manzini, el acto fonnal con el que el ofendido o 

pe~judicado por un delito privado. u otro derecho habiente, pone en conocimiento de la 

:.nuoridad competente para pron1over la noticía del delito mismo. pidiendo el castigo del 

· , 1 \HI,\ 111 Ml·:1)1 ), J.,r~c A Tra1at.10 tic lxn:cho rrucesal rcn.al Tom,.l 111 Etli.ar Editon.'!1- Ar~lina 19t.l rr 18-ltJ 
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culpable. conocido o desconocido. El código español tomando como base por los autores 

citados permite la doble figura de los acusadores: público cuando se está ante delitos llamados 

púhlicos o perseguibles de oficio y privado cuando el delito requiere de la acusación del 

particular ofendido o agraviado. Con esto, lo que quiere significarse es que hay una posibilidad 

de actuación del particular. como titular de la querella, independientemente del Ministerio 

Pühlico. cuando el modelo aceptado es el español y no así en los otros casos. "117 

En este mismo sentido se ha manifestado Beling, al decir que " La querella es la 

solicitud hecha ante el tribunal para que este conozca un determinado objeto procesal penal 

n1ediante una actividad independiente", puede ser pública o privada. dependiendo del sujeto 

que la ejerce, y esta bipartición de los delitos públicos y privados, esta en razón y proporción 

de la gravedad social de los mismos. 

En México, el querellante es un sujeto de la primera de las calidades indicadas, 

es decir. que siendo la acción penal pública y la persecución de los delitos atribución del 

Estado, el querellante están sólo un informador indispensable para ciertos hechos y que deberá 

satislUcer las condiciones especiales de personalidad que la ley requiere. 

Por lo anterior, queda precisado que en nuestro país que la figura del 

querellante, la limita en cuanto a los hechos y a las personas los primeros son específicamente 

consignados en la ley ( rapto. abuso de confianza. defraudación fiscal, etc.), y las segundas los 

Titulares del derecho afectados. Su función es de informadores indispensables. y su ausencia 

in1plica la imposibilidad de ejercitar la acción penal o persecutoria por parte del titular 

n1onopolistico. 

Para Diaz de León, la querella " es el medio idóneo reglamentado por la ley. a 

vir1ud del cual se reconoce al ofendido ( en ciertos tipos de delitos ) el derecho subjetivo que 

pnn·icne de la norma jurídica que estatuye la acción penal. para que a su arbitrio y potestad 

\ 1 1 \ rRI V/ÑO. ,,·r:;:10 Op (_'11 p 12S 
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disponga del mismo, no pudiendo el Ministerio Público cumplir con su deber de accionar sin 

que antes asi se lo hubiera hacho saber y exija su titular".'\8 

A) Interpretación del segundo párrafo del artículo 107 del Código Penal 

para el Distrito Federal en materia del fuero común, y para toda la República en materia 

del fuero Federal. 

En este apartado trataremos de dar nuestra interpretación al párrafo segundo del 

articulo 107 del ordena1niento en cita. dice así el párrafo: 

" Pero una vez llenado el requisilo de procedibilidad dentro del plazo antes 

n1encionado, la prescripción seguirá corriendo según las reglas para los delitos perseguibles de 

oficio. " 

Como podemos observar se dan dos diferentes regímenes en orden a la 

prescripción el de la perseguibilidad de oficio y el de la perseguibilidad sólo por querella del 

ofendido. tales regímenes, se unifican con un idéntico criterio ( el de la perseguibilidad de 

oficio ), una vez que la acción penal se ha deducido ante los tribunales. 

En efecto, entendemos que el artículo t 07 y en general la perseguibilidad de los 

delitos sólo previa querella son casos excepcionales; ya que lo que normalmente es que el 

Estado no se imponga barreras especiales para perseguir los hechos que pueden llegar a ser 

dclictuosos y que motivan su interés al ser típicos. Sin embargo. existen ciertos hechos los 

perseguibles sólo por querella del ofendido que son valorados por la ley de forma diferente de 

los otros necesitando existir el requisito procesal de la querella; por sus especiales 

características. tales hechos están sometidos a un régimen diferente en cuanto al tiempo de la 

opcrancia de la prescripción y la forma de computarla. Es importante resaltar que no obstante 

de que se altera substancialmente el sistema de perseguibilidad por razón de la querella. el 

titular de la acción persecutoria sigue siéndolo el Estado y es esta acción la que puede 

prescribir conforme a las reglas especiales. 

'" /ll \/ 111 I.FtlN. f.far.:" /\111<m10 Teoría do: la A~ción Penal Ve l·dn UN/\M Mé\lCO ICJ74. p.20] 
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Asi mismo piensa Dioz de León cuando afirma que • la acción en lo penal. para 

su correcto ejercicio. requiere de cienos requisitos de procedibilidad que pueden ser resumidos 

bá.sicamente en: cuerpo del delito ( actualmente elementos del tipo penal ), la presunta 

responsabilidad del inculpado. agregado el de la querella, para aquellas causas que sólo son 

perseguibles a instancia del agraviado. Luego, de lo referido se infiere que nuestro Estado 

existe monopolio del Ministerio Público para el ejercicio de la acción penal, aún en los delitos 

que necesitan de la querella para consignarse al órgano jurisdiccional."'". 

En este mismo sentido la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha 

manilestado en los siguientes términos: 

" ACCION PENAL Aún cuando el delito que se persiga sea del orden 

pri,·ado. la acción penal correspondiente sólo puede ejercerse por el Ministerio Público ante 

los tribunales. teniendo sólo la pane ofendida el derecho de presentar su querella ante el 

repn.~ntante de aquella institución. pues el articulo 21 constitucional habla de los delitos en 

general, y no hace distinción alguna sobre si son del orden privado o del orden público. 

Semanario Judicial de la Federación. Quinta. Epoca. Tomo XIII. Página 924. 

Cortes Bautista Maria Ester." 

B) Temporalidad necaaria para la operancia de i. prescripción de i. 

acción peneculoria seg,ín el ar1lcnlo 187 del Código Penal para el Distrito Federal en 

materia del fuero com,a y para toda la Rq,,\bli<a ea materia del lilero Federal 

En este apanado precisaremos la opemncia de la prescripción de la acción 

persecutoria que opera de la siguiente manera: 

a) En un año si el delito sólo mereciere multa. 

b) Si además de la multa el delito tiene otra sanción que sea corporal, alternativa 

o ac.-..-.."SO~ se atiende a la sanción corporal. 
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e) Habiendo sanción corporal, nunca la prescripción de la acción pierde ser 

inferior a tres años. 

d) Para determinar el curso de la prescripción habiendo sanción corporal. se 

ti,:nt' que estar al término medio aritmético de la pena señalada en abstracto al delito de que se 

tra1e. 

El artículo 107 de nuestro Código Penal señala dos términos diferentes para la 

opcrancia de la prescripción de la acción persecutoria; ambos se repiten desvinculados del 

térn1ino medio aritmético de la pena probable y estos son: el de un año y el de tres años. más 

adelante veremos el significado de la forma de computar el tiempo, es conveniente dejar 

a.s~ntado que es el artículo 105 del ordenamiento en cita el que nos ordena la regla general del 

ténnino medio aritmético. de la pena probable que le correspondiere al delito pero que en 

ninglln caso el término será menor a tres años, Jo que viene a dar como resultado que la 

prescripción de la acción persecutoria según la regla general es de tres años, por así ordenarlo 

el articulo 105 del ordenamiento en cita. En cambio, tratándose de delitos que sólo sean 

pcrseguibles por querella del ofendido, la situación es a la inversa o sea, que lo que era mínimo 

seg.Un el artículo 105 se vuelve máximo atendiendo al articulo 107, dato que obtenemos de la 

port~ linal del primero de los párrafos que lo integran, ya que dice: " y en tres ( años ) 

independientemente de esta circunstancia ", por lo que esta circunstancia es la relativa al 

co11ocin1iento del delito y del delincuente por parte del ofendido. 

De esta manera por lo transcrito, observamos una modificación de las 

1t:111p(lralidades, ya que por una parte no rige lo proveniente de la media aritmética y por la 

otra. lo que en los casos normales de los hechos perseguibles de oficio es el minimo, en los de 

qucn:lla es lo máximo. 

" En efecto. por el simple hecho de estar ante la presencia de una 

pcr:-eguihilidad sólo previa querella. la regla aplicable, en principio. es la del 107. sin 
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en1hargo, si ya se formuló querella y se dedujo la acción ante los tribunales se tendria que estar 

ante la regla común o normal. que en realidad no existe, puesto que la caución de no ofender, 

con10 pena probable. no vincula el caso con un ténnino preciso, puesto que la sanción llamada 

alternativa. ( la caución de no ofender ) tiene su altematividad relacionada con la exención de 

pena. que no con la pena corporal, que es la idea manejada por el legislador. Luego, ni hay 

base para computar el término cuando se regrese a la normal perseguíbilidad de oficio, 

situación que se torna mas aguda cuando vemos que se esta ante la presencia de una facultad 

discrecional. según la cual el Juez" podrá" eximir de pena o imponer caución de no ofender." 

Asimismo Latagliata nos dice que " debe reconocerse que la ley no esta en 

condiciones de dictar al Juez. anticipadamente. la pena que este debe imponer en cada caso 

posible y por consiguiente no puede menos que confiarse al Juez y de concederle un ámbito de 

consideración. "1~ 
1 

Nuestra opinión a manera de solución obligada. sería la aplicación del primer 

pcirrati.) del articulo 107, nada más ya que la falta de satisfacción de los presupuestos 

nnnnativos. no tienen apoyo en ninguna de las hipótesis contempladas, esto es la presentación 

del ilicito con conocimiento del ofendido y que sea contemporáneo con su consumación y no 

dehc de haber n1as que un término de prescripción que es el de un año, siempre y cuando se 

satisfaga el requisito de la querella. 

Como podemos observar la regla general respecto de la forma de empezar a 

cont.ir el tiempo que proporciona el articulo 102. es modificada por el artículo 107 en sus dos 

,·ariantcs señaladas porque lo que determina el inicio del curso de la prescripción. el 

cont1cimiento del hecho ( delito) y su autor ( delincuente ) que tiene la pane ofendida; en la 

·•· \ 1 1 \ 1 IU'VIÑI). Si:r~m l)p Ci1 r 342 
·•· 1 \ l \( ,1 IA'I A. Ani:~I,, Raffaek l·ir~ns1anc1<b lli'\.t:r,:,c,onal~, Prcscript1ón dc:I Dclit,1 ln~111u1r, tic estuJi,,, p.1l1tico, Esp.ma l<l7.l 
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pri,nera hipótesis. la duración es de un año con el principio ya consignado y la otra, como ya 

vin1os es el de tres años, cuando se ignora el hecho (delito) y su o sus autores (delincuente). 

C) Inicio del curso del tiempo en función del conocimiento de la parte 

ofendida. 

Antes de proseguir debemos de entender que la ley condiciona el inicio del 

curso del tiempo a algo por parte de alguien, y ese alguien es la parte ofendida. En efecto el 

Hecho que 1notiva el ejercicio de la acción persecutoria requiere la formulación de querella y 

se aparta de la regla común de la perseguibilidad de oficio, y es la ley la que establece la 

duración total del curso necesario para que opere la prescripción de la acción que será de un 

año. contado a partir de que se sabe del delito y del delincuente. Esta brevedad del plazo se 

entiende en razón de que los delitos de querella interesan más al particular ofendido que a la 

sociedad. Sin embargo hoy en día esta concepción ya no es tan aceptada en nuestro medio, en 

virtud de que han aparecido tipos altamente trascendente al conjunto social y que por politica 

criminal y requieren de la querella . como ejemplo los llamados tipos de defraudación fiscal. 

Co1no la ley no distingue en entre la querella de un particular y la querella del Estado, según se 

trate de la parte ofendida. prescribirán en un año. 

Ahora bien. cuando el artículo 107 nos ordena que tratándose de delitos de 

querella. la acción prescribe en un año, contando desde el día que se tuvo conocimiento del 

delito y del delincuente. como podemos observar la ley utiliza el nexo copulativo " y ". motivo 

por el cual se debe de tener conocimiento tanto del delito como de los autores, para que opere 

el principio excepcional de la duración mínima de un año de la prescñpción de la acción 

persecutoria por delitos de querella. 

Por lo anterior como ya han apuntado Welzel y Schroeder, se esta tomando una 

hase dogmática del concepto formal de la antijuricidad. esto es como un juicio de 

Je~1probación del hecho por parte del ordenamiento juridico, por razón del adecuamiento 
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tipico que debe de conocer el ofendido, ya que el hecho concreto coincide con el tipo 

particular, desde el punto de su presunta antijuricidad; motivo por el cual cuando la ley en el 

articulo 107 requiere para que surta la hipótesis según la cual el curso de la prescripción de la 

acción persecutoria sea de un año y con ello el conocimiento por parte del titular del derecho 

afectado por la realización del hecho concreto que le invade su esfera jurídica 

derechos ). esto equivale a conocer el delito y el delincuente. 

D) Concepto de parte ofendida, para comprensión del artículo l 07 del 

C,ídigo Penal para el Distrito Federal en materia común, y para toda la República en 

materia del fuero Federal. 

Tornaremos como punto de partida en el presenta apartado, que el tipo es 

pro1ector de un interés jurídico o que El Derecho Penal protege los bienes jurídicos mediante 

sus normas ( prohibiciones y mandatos ) y que el Derecho Penal prohibe las acciones dirigidas 

a la lesión de los bienes jurídicos, toda vez que cuando haya una afectación a algún interés 

juridicamente protegido por algún tipo, necesariamente habrá. un titular del interés que resulte 

atCctado por la conducta típica. 

Cuando hacemos mención a la conducta típica como el único medio para la 

aparición de la afectación del interés jurídico, necesariamente mencionaremos al ser humano 

co1no autor del comportamiento, ya que el derecho penal regula la conducta y el único ente 

capaz de desarrollar conductas prohibitivas por el derecho penal es el ser humano, que se 

convierte en el sujeto activo de la conducta tipica como presunto delincuente, y en 

consecuencia ta1nbién existe un sujeto pasivo. en el delito que necesariamente es un hombre o 

persona jurídica. el Estado la colectividad o una masa indeterminada. 

En este supuesto de sujetos activos y sujetos pasivos, el Estado interviene como 

titular del derecho para obtener del tribunal jurisdiccional la clasificación de un hecho 

dctcnninado. ya sea delictuoso o no delictuoso pero la figura y la presencia del otro. o sea del 
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pasi\ o ha recibido diferentes denominaciones, entre nosotros se ha reconocido la figura de 

parte ofendida : son múltiples las normas del código penal que ha ella se refieren; aún cuando 

le niegue intcn·ención dentro del procedimiento, sin embargo, queda reconocida dentro de una 

parle dentro del sistema al darle el tratamiento de titular de ciertos y muy in1portantes 

derechos. de los que destacan por su notable trascendencia el de formular su querella que se 

convierte en un requisito de procedibilidad para la perseguibilidad de ciertos hechos. 

Esta parte entre nosotros es llamada ofendida, que es la titular del interés 

juridican1ente afectado por una conducta típica y al mismo tiempo titular del derecho a 

fonnular la querella; como ya se ha dicho el derecho, reconociendo que el delito por su 

evidente gravedad debe ser protegido por el Estado que tiene la obligación de hacerlo, 

subordinando su actuación a la de la víctima, que puede preferir por no querellarse y el Estado 

en obsequio del ofendido renuncia a hacer efectiva su acción penal. mientras la víctima no 

declare. 

E) Diferencia entre acción persecutoria y querella del ofendido. 

En el presente apartado trataremos de distinguir que diferencia hay entre la 

acción persecu1oria y la querella de la parte ofendida, tratando de discernir si lo que prescribe 

es el derecho al ejercicio de la acción o a la fonnulación de la querella; que para el caso de esta 

lllti1111.1 pudiera no ser prescripción, sino caducidad u otro fenómeno relacionado con el 

transcurso del 1iempo. 

Para abordar este tópico, tenemos que dejar asentado quien es el titular en cada 

c~1so: por lo que hace a la acción persecutoria en un sistema como el nuestro no existe la menor 

duda que es el Estado. monopolio que por mandato constitucional otorga al Ministerio 

Pllhlico: mientras que la querella es un derecho que le corresponde al ofendido. titular del 

intenO:s afectado por la conducta típica, que puede ser un particular, una persona 1noral e 

incluso el 1nis1110 Estado. 
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Otra de las diferencias que existen entre las dos figuras en comento. es que la 

acción es la base sustancial para todo procedimiento, mientras que la querella es un requisito 

para la procedencia de la acción en ciertos casos, con el objeto de llegar a la verdad legal, es 

decir que si un hecho es o no delictuoso y su o sus imputados autores delincuentes, motivo por 

el cual siempre se requiere que el Ministerio Público acuda ante el Juez en ejercicio de la 

acción persecutoria. 

Y la que consideramos es la diferencia más palpable que existe entre la acción y 

la querella. es que la primera es una obligación que la ley reserva al Ministerio Público a 

efecto de que la ejercite ante el órgano jurisdiccional; mientras que la querella es un derecho 

que tiene el sujeto pasivo de quejarse ante la autoridad ( Ministerio Público ), por la 

transgresión de un bien jurídicamente tutelado que no es perseguible de oficio, si no a petición 

de parte. En corroboración de lo antes manifestado, la acción persecutoria por el carácter de ser 

una obligación se debe de ejercer en todos los casos. mientras que la querella al ser un derecho 

queda al arbitrio del individuo su ejercicio o su no ejercicio. 

F) Prescripción de la acción penecutoria o derecho a formular querella. 

De la diferenciación que realizamos en el apartado próximo pasado entre acción 

y querella llegan1os a la conclusión que manifestamos enfáticamente que la acción persecutoria 

es la única que prescribe, no así la querella. ya que en nuestro derecho positivo se encuentra 

plen.in1ente estatuida la prescripción de la acción persecutoria que tiene el Estado para 

perseguir los supuestos delitos. Esto es claro por el conjunto de normas citadas en los 

preceptos del 100 al 115 de nuestro Código Penal; mientras que el derecho de los particulares 

a querellarse. al n1enos en nuestro sistema jurídico no prescribe ni mucho menos caduca dicha 

facuhad ya que ni el Código Penal como ordenamiento sustantivo ni los procesales como 

adjctÍ\'OS se refieren en ninguna sola ocasión a la caducidad del derecho a formular la querella. 
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G) Algunos casos que pueden presentarse para la interpretación de los 

artículos 107,110 y 111, del Código Penal para el Distrito Federal en materia del fuero 

común y para toda la República en materia del fuero Federal 

Nuestro sistema jurídico que se debe de basar en una dogmática realista y es la 

concreción de la ley; se dispone para lograr ese fin un doble postulado: " primero, que la 

aplicación de la ley a la realidad constituye el objeto Ultimo de la dogmática jurídico-penal. 

por lo que ha de presidir su contenido, y segundo. que en el proceso de aplicación de la ley 

recl,11nan atención igual las normas jurídicas que la realidad."142 

Partire1nos de la base que todos los casos que se pueden verificar bajo la óptica 

de los preceptos en comento, es que son problemas de delitos ( hechos ) perseguibles sólo 

pre,·ia querella de la parte ofendida y lo que se pretende localizar cuales son las reglas 

aplicables para determinar como funcionan las causas de interrupción del curso de la 

prescripción de la acción persecutoria. 

En la mayoría de los casos al haber transcurrido la mitad del lapso necesario 

para que produzca sus efectos la prescripción. el curso solamente se puede interrumpir con la 

legal aprehensión del inculpado. En esta hipótesis se pueden colocar casos que hayan sido en 

principio investigados y respecto de los cuales se pudo haber ejercido la acción persecutoria de 

manera equivocada. 

" Lo que la ley quiere significar en estos casos. según nosotros. es que cuando la 

querella y la consignación son por si mismas eficaces para interrumpir el curso de la 

prescripción ya iniciado ( de un año o de tres, según el caso ). la simple consignación o. por 

mcj<lf decir adecuado al lenguaje de la expresión de la ley, el haber deducido la acción ante los 

trihunalcs. hace que los hechos de que se trate. sometidos a reglas especiales por ser de 

querella necesaria. regresen a la nonnalidad del tratamiento común en orden a la prescripción. 

que cs. evidentemente. el aplicable a todos los hechos perseguibles de oficio. Si no 

••· \111 K l'l 'IC ,. \;uni.i::,o Jn1mduccitln a la.~ h3SC'S del lkn:tho Pen.il. Bosch cas:a Ed,t. ~ 1973 p :u1 
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interpretamos el precepto en la forma propuesta, habremos de encontramos con una situación a 

la que nunca hemos hecho referencia y que desnaturaliza todo el fenómeno de la prescripción, 

~ a que la simple consignación (deducirla acción ) en cualquier tiempo, alteraría las reglas de 

con1putación, los principios de interrupción y, básicamente. resultaría alterada la seguridad 

juridica, ya que el Ministerio Público, con sólo deducir la acción, podría cambiar un régimen 

de prescripción de un año a nueve años, como en el abuso de confianza, por ejemplo y ello no 

es razonable."'º 

H) La significación de la muerte del ofendido para la prescripción. 

Creemos que pueden darse los siguientes criterios definidos en cuanto a la 

significación de la muerte del ofendido para la prescripción de la acción persecutoria. 

" a) La muerte del ofendido no interrumpe ni suspende el curso de la 

prescripción; en esencia ambos fenómenos están regulados por la ley, y la muerte del ofendido 

no aparece como causa que suspenda o interrumpa el curso de la prescripción. Está afirmación 

es de tipo general. sin embargo, es necesario reconocer que en ciertos casos pudiera pensarse 

en que la muerte del ofendido diera causa para una suspensión; este podría ser el caso en que la 

querella. que forma parte de los derechos de alguien, haya sido impugnada en su alcance y 

titularidad con motivo de la muerte del ofendido, ante una autoridad judicial y se encuentre 

pendiente en sentido final de la resolución, con lo que la prescripción quedaría ~ometida al 

régin1cn del 109: 

b) En todos los casos en que el ofendido. como titular del bien o interés 

juridican1ente protegido y de la querella, muere sabiendo del hecho que requería de su 

qucn:lla. el curso de la prescripción no se suspende ni se interrumpe, y cuenta con un año a 

par1ir de la fecha del conocimiento: al fallecer el ofendido y titular de la querella. el derecho a 

'\11 \ IRFVIÑO.Scrgiu C}¡, ("i1 ¡, JR4 
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querellarse pasa a la representación legal de su sucesión, es decir, al albacea y por la misma 

ten1poralidad ya señalada de un año; 

e) Si el ofendido y titular de la querella muere sin saber del hecho, es decir, del 

delito y del delincuente, el término es de tres años contados según la naturaleza del hacho 

concreto y del derecho a la querella corresponde igualmente al representante de la sucesión; 

d) Si el ofendido supo del hecho y muere dejando instrucciones para la 

fonnulación de la querella, ésta será válida si está hecha por quien tenga facultades para ello y 

sien1pre que el interés o el bien jurídico sea transmisible por medio de la sucesión; no podemos 

aplicar en estos casos la idea del 360-1 antes expuesta, porque no todos los bienes jurídicos 

involucrados son tan especiales como el honor, que es al que se refiere el citado precepto, por 

lo que hay que estar a las reglas generales aplicables al caso; supongamos el caso de adulterio, 

que requiere querella, para imaginar lo absurdo que sería que el "cónyuge ofendido" dejara un 

mandato especifico para proceder a la querella, independientemente de lo irregular que resulta 

el n1andato así otorgado, ya que por ley, el mandato especial o general, termina con la muerte 

del n1andante. según Jo dice el articulo 2595·111 del Código Civil. •tl
44 

"lhukrn r, r, J'l.l-l<l4 



CONCLUSIONES. 

PRIMERA.- Que el ejercicio de la acción penal corresponde únicamente al 

Ministerio Püblico monopólicamente. en tanto que el ejercicio de las acciones civiles le 

corresponden a todos y cada uno de nosotros. 

SEGUNDA.· Que la facultad que tiene el Ministerio Público para ejercitar la 

acción penal. no es de carácter discrecional pues solamente hará el uso de esa facultad donde la 

ley lo ordene. 

TERCERA.· Que el juzgador o juez penal, tiene la facultad imperativa de 

variar la tipificación del delito por el que el Ministerio público acusó, ya sea en el momento de 

dictar el auto constitucional o en el momento de dictar sentencia correspondiente. 

CUARTA.- La función de administrar justicia que tienen los jueces. emana de 

la soberanía del Estado que es quien delega esa facultad con imperio y poder de decisión, 

debiendo ser capacidades independientes e inamovibles a la hora de juzgar. 

QUINTA.- La prescripción es un medio de adquirir el dominio de una cosa o 

de liberarse de un cargo u obligación, mediante el transcurso del tiempo y bajo condiciones 

que establece la ley. 

La prescripción es la extinción de una acción ejercitable, en virtud de la inercia 

de su titular. durante un cierto tiempo y en audiencia de causas predisivas de su curso. 



SEXTA.- En materia penal existe la prescripción de la acción, la cual limita la 

facultad de ejercitar la acción penal del Ministerio Público, y la prescripción de la pena que 

lin1ita la facultad respectiva del Estado. 

SEPTIMA.- Son titulares de la facultad de alegar la prescripción de la pena. 

tanlo el Ministerio Público, durante la averiguación previa, y del órgano jurisdiccional durante 

el proceso previamente dicho. 

OCTAVA.- Que se debe de reglamentar de manera indubitable que el juez que 

conoció de la causa, sea el que esté facultado para declarar la prescripción de la sanción. 
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